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PRESENTACIÓN: SURGE UNA OFENSIVA 

MERCANTILISTA NUNCA ANTES VISTA

Nadie imaginaba que cuando el Congreso aprobó la prórroga de la 

Ley de Protección Patrimonial para beneficiar a las empresas azu-

careras de Lambayeque se iba a poner a prueba a todo el sistema 

democrático y se estaba jaqueando a la economía de mercado. 

¿Alarmismo de los enemigos de la llamada protección patrimonial? 

De ninguna manera. Decimos que se puso a prueba a la democracia 

porque todas las instituciones se tensaron y se enfrentaron entre sí. El 

Congreso aprobó la mencionada norma y, luego de algunas semanas 

de tensión y de declaraciones cruzadas entre los ministros del 

gabinete, el propio presidente de la República y los parlamentarios 

apristas y nacionalistas encabezados por Jorge del Castillo; el 4 de 

enero, el Poder Ejecutivo, en pleno uso de sus facultades constitucio-

nales, observó la norma que permitía que Pomalca y Tumán conti-

nuarán aplicando la política de «perro muerto» con sus acreedores, 

entre ellos, la Superintendencia Nacional de Administración Tribu-

taria (Sunat), el Sistema de Seguridad Social (Essalud), la Oficina de 

Normalización Previsional (ONP), las AFP, los propios trabajadores 

y jubilados de dichas empresas y privados.

En simples palabras, la llamada protección patrimonial solo «de-

fendía» a dos empresas en contra de todo el Perú, y el Ejecutivo, con 

valor y madurez, observó la norma. De lo contrario, ¿dónde quedaba 

la protección patrimonial de los peruanos? ¿En los zapatos de la 

Sunat, Essalud, la ONP y las AFP? Estas entidades representan los 

activos de todos los peruanos. ¿Y la protección patrimonial de los 

propios trabajadores y jubilados de Pomalca y Tumán? Para ellos no 

hay defensa de derechos. ¿Y la protección patrimonial de los privados 

que quieren cobrar sus deudas? Como se dice, ellos se pueden ir a 
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llorar al río. ¿Si en un sistema económico no se defiende la propiedad 

de los acreedores, se puede hablar de una economía de mercado? En 

una economía libre se salvaguarda la propiedad de todos, no solo de 

los amigos, ni de los conocidos, ni de los clientes del voto.

Se trataba de la séptima vez en que se iba a prorrogar la llamada 

protección patrimonial. ¿Cómo llamamos a este intento de perpetuar 

la situación de dos empresas azucareras que tienen su propio régimen 

legal, su propio sistema de tributación y sus propias relaciones labo-

rales? ¿Cómo definimos el hecho de que un sector de la bancada apris-

ta en alianza con el nacionalismo y, bajo el liderazgo de Jorge del Cas-

tillo, otrora gran defensor de la racionalidad política y la economía de 

mercado, impulsara la aprobación de esta norma? La historia y las 

ciencias políticas llaman a la intervención del Estado a favor de un 

grupo económico como mercantilismo puro. Vamos a simplificar las 

cosas. Para nosotros el mercantilismo es la utilización del Estado al 

margen de la Constitución y las leyes para favorecer los intereses de los 

amigos, o de un determinado grupo particular, en este caso, a los 

Oviedo, que administran Pomalca y Tumán. Cuando eso sucede, la 

economía de mercado y la propia democracia está en cuestión: en el 

momento menos pensado los políticos se pueden meter en los 

negocios privados y pueden afectar tu propiedad.

Del Castillo, ex primer ministro del gobierno aprista y secretario 

general del Apra, planificaba la aprobación de esta norma y luego de la 

observación del Ejecutivo, organizaba las batallas legislativas para 

doblegar la voluntad de Palacio de no promulgar semejante aberra-

ción jurídica. Detrás de Del Castillo, otro expremier del mismo go-

bierno, Javier Velásquez Quesquén, como buen «chiclayano» también 

participaba de la movida. Y acompañando la generosidad de este 

sector del partido aprista estaba el Partido Nacionalista liderado por 

Daniel Abugatás. Las cosas estaban claras: había surgido la bancada 

del grupo Oviedo, un grupo que podía hacerse aprobar una ley tal 
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como se envía a hacer un terno a la medida. Pero todo se vuelve un 

escándalo desvergonzado si reparamos en que, desde la vigencia de la 

llamada protección patrimonial, las deudas de Pomalca y Tumán a la 

Sunat se han multiplicado por diez. Sí, por diez, aunque usted no lo 

crea. Para eso sirve la llamada protección patrimonial. Ambas em-

presas le deben a todos los peruanos, a sus trabajadores y jubilados y a 

empresas privadas la friolera suma de setecientos millones de soles.

Sin embargo, todo lo anterior es poca cosa ante esta revelación: una 

investigación de la revista Poder revela que el grupo Oviedo vende el 

azúcar de Pomalca y Tumán a sus propias comercializadoras a precio 

subvaluado, de modo que las comercializadoras de los Oviedo se em-

bolsican noventa millones de soles anuales con esos precios tan 

generosos. ¡Allí, pues, está la madre del cordero de la llamada protec-

ción patrimonial! Se busca una ley que legalice el perro muerto que los 

administradores de Pomalca y Tumán aplican a sus acreedores, 

zurrándose en la autoridad del Instituto de Defensa del Consumidor 

(Indecopi) y el Poder Judicial para que las comercializadoras de los 

Oviedo se lleven el azúcar en trailers. Una verdadera millonada 

regalada a un grupo con el respaldo de una bancada política y dos ex 

primeros ministros de este régimen. Además, el proyecto de ley 

establece procedimientos que llevarían a que los Oviedo puedan 

seguir detentando el control de las mismas sin tener que comprar las 

acciones que el Estado acaba de transferir a los trabajadores, sin 

compromisos de inversión productiva y sin exigencias de servicio de 

los pasivos.

La emergencia de un mercantilismo abierto

El hecho de que un grupo económico maneje una bancada propia y se 

aprueben leyes a medida de sus intereses, ignorándose las acreencias 

de la Sunat, Essalud, la ONP, las AFP, los trabajadores, jubilados y 
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demás privados, en cualquier país desarrollado, significaría un escán-

dalo monumental y los protagonistas de la movida mercantilista se 

sonrojarían ante la denuncia y guardarían perfil bajo. Finalmente, el 

mercantilismo suele moverse en silencio, de manera sigilosa, detrás de 

los ministerios, funcionarios y políticos, porque es la manera más 

eficiente de conseguir una ley, un decreto que favorezca a sus 

intereses. Se trata de actuar con sorpresa y evitar que alguien note la 

jugada. Sin embargo, por primera vez en nuestra historia, ha surgido 

un poder mercantilista que, imitando a los marxistas de ayer, utiliza 

todos los métodos de lucha: control político de una bancada, pelea 

abierta de la opinión pública mediante la movilización de diarios y 

medios nacionales a su favor y, como dicen los chavistas, la acción 

directa de las masas usando a «trabajadores y pobres en general» como 

escudo de sus intereses. Semejante guerra política, social y mediática 

se parece a la estrategia de un candidato presidencial o de una fuerza 

de oposición que pretende hacer tambalear un gobierno. Y semejante 

guerra requiere de mucho, pero de mucho dinero para que pueda pa-

garse la publicidad en los medios y la logística del bloqueo de la carre-

tera, sobre todo, cuando se trata del «derecho» del grupo Oviedo de 

negar sus deudas y embutirse noventa millones de soles anuales ante la 

impotencia de todos los peruanos.

Ni bien el Ejecutivo observó el proyecto de ley que prorrogaba por 

un año la llamada protección patrimonial, las administraciones de 

Pomalca y Tumán amenazaron con desabastecer el mercado nacional 

de azúcar y lanzaron a un sector de trabajadores a bloquear la 

Panamericana Norte, en tanto que otro grupo iniciaba una marcha 

hacia Lima para instalarse en la plaza Dos de Mayo y desarrollar algu-

nas escaramuzas con la policía. ¿Cuánto representó la logística de 

semejante «acción directa de masas»? Un estimado conservador habla 

de quinientos mil soles, una cifra ridícula para un «negocio» con una 

«rentabilidad» de noventa millones anuales. Y mientras la bancada 
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Oviedo se desplegaba y Jorge del Castillo se daba algunos «baños de 

masa» con los azucareros apostados en la plaza Dos de Mayo, decenas 

de avisos se publicaban en los diarios que, evidentemente, represen-

taban una verdadera millonada. Con tamaña ofensiva, todo el sistema 

democrático empezaba a crujir porque, en el Congreso, la bancada 

Oviedo se movilizaba para insistir con la Ley de Protección Patri-

monial y producir un abierto enfrentamiento con el Poder Ejecutivo. 

La cosa fue tan dura que el propio presidente de la República salió a 

defender la observación del Ejecutivo y a cruzar espadas con el grupo 

Oviedo. ¿Qué estaba sucediendo en el país? ¿Cómo así un grupo que 

no pagaba sus deudas y gestionaba dos empresas en las que el Estado 

tenía acciones desarrollaba una ofensiva brutal contra el propio Esta-

do? ¿En qué momento se habían invertido los valores y el mercan-

tilismo se propuso legitimarse con tanta desfachatez? La estrategia de 

imponer el «derecho de no pagar» a los acreedores y extraer el valor de 

las azucareras no ha prosperado aún luego de la observación del 

Ejecutivo, pero si ha logrado algunos triunfos.

Con una sorprendente persistencia, el congresista Jorge del 

Castillo propuso pagar las deudas laborales privadas de Pomalca y 

Tumán con las acciones del Estado y el Ejecutivo, algo agotado con la 

guerra social y mediática del grupo Oviedo, aceptó. El pasado 21 de 

febrero de 2011, el Gobierno promulgó el Decreto Supremo de Ur-

gencia N. 008-2011 que transfiere las 111 millones de acciones que el 

Estado mantenía en Pomalca, Tumán y Cayaltí a través de Fonafe, 

ONP y Essalud para cancelar 79 millones de soles de un total de deuda 

laboral de 283 millones de soles. Es decir, se cancelaba un 28%. Sobre 

la marcha, los ocupantes de la plaza Dos de Mayo celebraron la noti-

cia, pero los auténticos trabajadores de Tumán en Lambayeque que 

agradecían al Gobierno por la transferencia de acciones, se oponían 

abiertamente a que se prorrogara la protección patrimonial que «solo 

favorece a los Oviedo». Asimismo, una supuesta federación de tra-
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bajadores azucareros se pronunciaba a favor de los intereses del grupo 

Oviedo.

El régimen se había tambaleado ante la ofensiva de este nuevo po-

der mercantilista. Nadie entendía por qué todos los peruanos tenía-

mos que pagar las deudas de los Oviedo con los trabajadores de dichas 

empresas, pues las acciones que tenía el Estado en estas azucareras le 

pertenecían a todos los peruanos. Nadie tampoco entendía por qué no 

se aplicaban las leyes concursales de Indecopi para que los acreedores 

se organizaran y, en primer lugar, pagaran toda la deuda laboral tal 

como lo ordena la Constitución y convocaran a un socio estratégico 

que reflotara a estas dos empresas que manejan gran parte de las me-

jores tierras del Perú. Pero allí no quedan las movidas del mercantilis-

mo. Conscientes de que el Gobierno flaqueaba en su decisión de im-

poner las leyes nacionales en Pomalca y Tumán, la bancada Oviedo, 

festinando trámites parlamentarios, derivó hacia la Comisión Agraria 

del Congreso un proyecto de ley que establecía medidas comple-

mentarias al Decreto de Urgencia N. 008-2011 que transferencia las 

acciones del Estado en las azucareras a los trabajadores y, de taquito, 

como se dice, ampliaba la protección patrimonial por dos años. Sí, se 

extendía esta barbaridad jurídica por dos años. ¿Qué le pasa al país que 

observa en silencio tanto atropello? Y como decían las abuelas, el 

sinvergüenza nunca descansa. ¿Por qué se festinan trámites? El men-

cionado proyecto debió ser tramitado por su contenido y sus impli-

cancias (se trata de temas tributarios) en la Comisión de Economía, 

pero la bancada Oviedo, desesperada por cumplir con el encargo, la 

presentó en la Comisión Agraria y ahora lucha para que el plenario le-

gislativo sancione semejante propuesta. A la bancada Oviedo le inte-

resa un comino la opinión del Poder Ejecutivo y de los demás poderes 

e instituciones del Estado y, en realidad, ha planteado una «guerra 

popular prolongada» en función de los intereses del grupo Oviedo.
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La estrategia mercantilista puede ser imitada

La estrategia social y política del grupo Oviedo para quebrar la auto-

ridad del Estado logra convertir a Pomalca y Tumán en un área donde 

no se aplican las leyes nacionales o quizás en una forma de territorio 

liberado. La Sunat, Indecopi y el Poder Judicial no tienen ninguna 

autoridad sobre las obligaciones y deberes de ambas empresas. Algo 

más grave. La condición de territorio liberado de la autoridad estatal 

se acompaña con una dosis de violencia no solo para bloquear las 

carreteras sino también para impedir acciones dictadas por el Poder 

Judicial contra las mencionadas azucareras. En medio de esta situa-

ción, nos preguntamos, ¿el narcotráfico no podría imitar esta estrate-

gia política y social del poder mercantilista para quebrar la soberanía 

del Estado? Recordemos que se ha hablado de una bancada ligada al 

narcotráfico en el Congreso durante el último periodo legislativo, 

recordemos que uno de los objetivos del narcotráfico es crear zonas 

liberadas de la ley nacional, donde la policía, los fiscales y los jueces no 

ejerzan sus facultades. Recordemos, además, que el negocio de la 

droga también tiene una estrategia social: para oponerse a la erradi-

cación de los cultivos de la hoja de coca se argumenta que se afecta el 

único sustento de los «campesinos pobres», de modo que las federa-

ciones cocaleras bloquean las carreteras y desarrollan marchas de 

sacrificio hacia Lima. Recordemos, igualmente, que el narcotráfico 

moviliza mucho dinero y, si empieza a funcionar una estrategia para 

legitimar los intereses de un grupo mercantilista, ¿por qué no puede 

funcionar una estrategia para mantener intactos los cultivos de hoja de 

coca?

Quebrar la autoridad del Estado democrático abre una caja de Pan-

dora que puede arrojar todas las plagas sobre el despegue económico 

del país. Allí están los intentos de los mineros ilegales tratando de 

derrotar la decisión del Gobierno de destruir todas las dragas mane-
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jadas por medianos y grandes mineros ilegales que, sin escrúpulos y 

compasión, llenan de mercurio los ríos de nuestra Selva y contaminan 

nuestros bosques. Allí también están los madereros informales que 

deforestan nuestra Amazonía y se alían con agitadores chavistas para 

manipular a las comunidades nativas y desencadenar hechos de 

violencia como el conocido Baguazo. En todos estos casos, el objetivo 

es uno: liberar a la zona o región de la soberanía del Estado y de la 

presencia del mercado para desarrollar las actividades ilícitas.

El principio de autoridad en cuestión

Por todas las consideraciones mencionadas, los peruanos de buena 

voluntad celebramos la decisión del Poder Ejecutivo de observar la ley 

que prorrogaba la protección patrimonial para Pomalca y Tumán por 

un año más. Así como celebramos, también lamentamos el retroceso 

que significa entregar las acciones que el Estado mantenía en Pomalca 

y Tumán para pagar las deudas que los Oviedo han contraído con los 

trabajadores. Un retroceso que pone en cuestión el principio de auto-

ridad del Estado. 

Sin embargo, vale comentar el texto mediante el cual se observa la 

llamada Ley de Protección Patrimonial. El documento que observa la 

Autógrafa es una pieza que merece ser rescatada de la papelería que se 

acumula por allí, porque representa una verdadera defensa de los prin-

cipios que organizan una economía de mercado. Al respecto, el Ejecu-

tivo sostiene que «el régimen de protección patrimonial creado única-

mente para las empresas agrarias azucareras en las que el Estado man-

tiene participación accionaria, es discriminatorio y perennizará el do-

minio de grupos con escasa participación en el capital social, mínima 

inversión y posición privilegiada para la comercialización del produc-

to a través de empresas que son de su propiedad». Más claro no se 

habla. Hasta se asume la denuncia acerca de que Pomalca y Tumán 

venden el azúcar subvaluada a las comercializadoras de los Oviedo. 
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En el texto también se menciona cosas como las siguientes: «… el 

régimen de protección se creó de manera extraordinaria y temporal, 

pero que se prorrogó sucesivamente por siete años sin que haya exis-

tido saneamiento… De esta manera, el citado régimen se ha conver-

tido en un sistema paralelo, más laxo e imperfecto, al sistema con-

cursal…».

Se agrega que, por ello, la Autógrafa de Ley contraviene el artículo 

60 de la Constitución Política del Perú, «que establece que la actividad 

empresarial, pública o privada, recibe el mismo tratamiento legal». 

Asimismo, colisiona con el artículo 103 de la Carta Magna que 

establece que se pueden expedir leyes especiales porque así lo exige la 

naturaleza de las cosas, pero no por razón de la diferencia de las per-

sonas.

Además, se establece que el procedimiento concursal establecido 

en la Ley N. 27809, Ley General del Sistema Concursal, es el meca-

nismo más eficiente y equitativo para resolver el problema de las 

empresas. En efecto, tal mecanismo protege los derechos de todos los 

acreedores y prioriza el pago de las deudas laborales, sin que ello 

implique necesariamente la paralización de las actividades de las 

empresas sino que, por el contrario, pueden constituir el inicio de las 

medidas para su reflotamiento.

El artículo 2 del proyecto observado permite que sea la propia 

empresa agraria azucarera, no sus acreedores, la que presente ante la 

Comisión Integrada por el Instituto Nacional de Defensa de la 

Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Inde-

copi) y la Sunat la relación de obligaciones y el cronograma de pagos 

cuando el procedimiento debería permitir que sean los acreedores los 

que presenten sus acreencias ante Indecopi para su reconocimiento e 

inclusión en las deudas debidamente reconocidas.
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Caña de azúcar, una bendición para el Perú

La emergencia de un poder oscuro del mercantilismo alrededor de la 

industria del azúcar, se confirma porque los mismos que defienden la 

protección patrimonial plantearon un proyecto de ley que pretendía 

limitar la propiedad privada agrícola en la costa a cuarenta mil hectá-

reas. Semejante iniciativa atenta contra los preceptos de la Constitu-

ción que establecen que la propiedad solo se puede limitar por causas 

de seguridad nacional y de necesidad pública. En el texto constitu-

cional también se precisa que cualquier restricción a la propiedad tiene 

carácter temporal. Algo más. No se establecen diferencias para la 

propiedad urbana y agrícola o la propiedad en la costa, sierra y selva; ni 

entre propiedad privada empresarial y comunitaria. Si se trata de 

legislar solo para la costa, entonces, se trata de legislar con nombre 

propio, ya sea a favor o en contra de alguien.

En su desesperación por encontrar argumentos, los autores de la 

iniciativa echaron mano de argumentos legales establecidos en leyes y 

constituciones anteriores a la Carta Política de 1993 y, de pronto, se 

escuchaban argumentos parecidos a los usados para justificar la refor-

ma agraria velasquista que hundió al Perú y, particularmente, a la agri-

cultura nacional en una de las peores crisis de América Latina por la 

que retrocedimos décadas en desarrollo. Argumentos y denuncias 

acerca de que regresan los latifundios y los barones del azúcar se sol-

taban al viento para confundir en el debate no obstante que ahora 

existen sociedades anónimas modernas que se rigen por las leyes 

nacionales y con miles de trabajadores que gozan de todos los dere-

chos sociales reconocidos y reciben ingresos superiores al promedio 

de los trabajadores agrícolas. 

Las nuevas sociedades anónimas de la industria azucarera, con 

accionistas mayoritarios y otros propietarios a través del accionariado 

difundido, han invertido cerca de cuatrocientos cincuenta millones de 
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dólares y han logrado reflotar nueve de las doce empresas azucareras 

nacionales y, de pronto, los cañaverales han vuelto a crecer, la super-

ficie agrícola sembrada con caña se ha incrementado considerable-

mente, la productividad ha aumentado a tal nivel que hemos alcan-

zado el primer lugar en el mundo y, sobre todo, el Perú ha alcanzado el 

autoabastecimiento nacional de azúcar. Hasta hace algunos años, con 

las desgracias que nos trajeron las cooperativas velasquistas, nos 

habíamos convertido en importadores netos de este producto.

De allí que cause terror la facilidad con que los políticos pueden dar 

luz verde a proyectos como el que prorroga la protección patrimonial 

y el que establece límites a la propiedad agrícola en la costa, proyectos 

que aumentan el riesgo de la inversión y ahuyentan a los capitales que 

fluyen a reverdecer los campos del Perú, especialmente la inversión de 

calidad, la que apuesta por el largo plazo, la que tiene visión 

empresarial y no rentista. Hay que recordar que nuestro país es un país 

bendecido por el cultivo de la caña de azúcar. En la costa norte, los 

cañaverales crecen durante todo el año y de allí la tristeza que causa 

contemplar a Pomalca y Tumán, dos empresas ubicadas en las mejores 

tierras del país, atrapadas por las tenazas del mercantilismo que les 

extrae valor para destinarlas a las comercializadoras de un grupo 

económico. Ya que hablamos de la trascendencia de las tierras de la 

costa norte, todos nos preguntamos, ¿por qué las empresas azucareras 

de La Libertad prosperaron desde 1996 en tanto que las de Lamba-

yeque están bloqueadas por grupos mercantilistas? La respuesta es 

sencilla: en La Libertad llegaron capitalistas e inversionistas con visión 

empresarial y allí están los sorprendentes resultados.

Causa melancolía recordar algunas cosas buenas del pasado como, 

por ejemplo, el hecho de que, sobre la base de los cañaverales de la 

costa norte, antes de la barbarie velasquista, el Perú era exportador 

neto de azúcar: le vendíamos al mundo la mitad de nuestra produc-

ción: quinientas mil toneladas. Volvemos a repetirlo: el Perú es un país 
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bendecido por el clima que favorece el cultivo de la caña de azúcar. Y 

el futuro es prometedor: el cultivo de la caña para producir etanol 

transforma a nuestros cañaverales en el nuevo oro de la agricultura 

nacional. Gracias a los proyectos de etanol se podría expandir la 

frontera agrícola en doscientas mil hectáreas y se podría atraer dos mil 

millones de dólares en inversión y nos convertiríamos no solo en una 

potencia agrícola mundial sino en baluartes en la lucha contra el 

cambio climático, porque este biodiesel, el de caña de azúcar, es una de 

las últimas esperanzas para reemplazar a los combustibles fósiles y las 

emisiones nocivas.

Por todas estas consideraciones, este libro no solo es un análisis de 

la actual realidad azucarera sino también representa un grito de de-

nuncia contra esta ofensiva mercantilista que amenaza a nuestros 

florecientes cañaverales y la salud social y económica del país.

Los anexos que se adjuntan al texto principal ayudarán a compren-

der al lector la dimensión del problema. De allí que, en el Anexo 1, 

publicamos todas las normas legales que han originado batallas parla-

mentarias, políticas, «acciones directas de masas» y enfrentamientos 

entre los poderes del Estado. En el Anexo 3, reproducimos los 

editoriales de los principales diarios del país y las columnas de los 

periodistas más importantes. Estos escritos demuestran el enorme 

consenso que se ha forjado en contra de la ofensiva mercantilista en la 

industria azucarera, pese a lo cual, la bancada Oviedo hace oídos sor-

dos. En el Anexo 4, presentamos el impecable análisis del doctor Aní-

bal Quiroga León sobre la inconstitucionalidad e ilegalidad del pro-

yecto que pretende establecer límites a la extensión a la propiedad 

agrícola en la Costa. Y en el Anexo 5, publicamos un informe de 

Apoyo Consultoría que, sobre la base de investigaciones económicas, 

cifras y otras estadísticas, demuestra los criterios absurdos de quienes 

proponen límites a la propiedad agraria.
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I. EL USO INDEBIDO DE LA PROTECCIÓN 

PATRIMONIAL PARA LEGALIZAR LA USURPACIÓN Y 

«EL PERRO MUERTO»

El tema azucarero irrumpió en los medios de comunicación e hizo 

crujir las relaciones entre el Poder Ejecutivo, el Legislativo y el Poder 

Judicial con el proyecto de Ley N. 4303/2010 –CR que pretendía 

prorrogar la protección patrimonial a las empresas azucareras y 

suspender la venta de las acciones que el Estado aún tenía en Pomalca 

y Tumán. Posteriormente, dichas acciones se han transferido a los 

trabajadores para «compensar» y pagar las deudas laborales privadas 

que corresponden ser asumidas por la administración de los Oviedo.

La iniciativa de prórroga se aprobó en el Parlamento con algunas 

primeras planas a favor, el entusiasmo de un sector de la bancada 

aprista encabezada por Jorge del Castillo y el apoyo del Partido 

Nacionalista. Sin embargo, el 4 de enero de 2011, el Ejecutivo observó 

la Autógrafa de Ley y la crisis se reveló en toda su magnitud: el caso de 

Pomalca y Tumán ponía en vilo a todo el sistema. ¿Qué estaba suce-

diendo? De cualquier manera, si la crisis de dos empresas era capaz de 

tensar a todas las instituciones públicas, algo grave se desarrollaba.

La llamada Protección Patrimonial beneficiaba a las empresas en 

que el Estado todavía mantenía cierto porcentaje de acciones 

(Pomalca 32,88% y Tumán 7,22%) que, sin embargo, eran manejadas 

por el sector privado. El grupo Oviedo conduce las dos empresas 

azucareras mencionadas que representan el 20% de la superficie de 

caña sembrada en el país. Semejante protección convertía a estas dos 

entidades en dos islas al margen de las leyes nacionales porque nadie 

podía cobrar las deudas que mantenía con ellas, nadie podía recurrir a 

Indecopi y menos al Poder Judicial. La magnitud del problema se con-

vertía en un verdadero escándalo si se consideraba que la legislación 
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sobre protección patrimonial para las azucareras se había prorrogado 

durante seis ocasiones mencionándose la palabra «improrrogable». Se 

trataba de un intento que iba a prolongar este increíble régimen por 

séptima vez. Pero no solo eso, a diferencia de las ocasiones anteriores, 

este último intento de prórroga de la protección patrimonial les 

confería a los Oviedo capacidades extraordinarias, como que el 

deudor establezca los cronogramas de pago sin intervención de los 

acreedores, haciéndolos exigibles a todos y obligando a Indecopi a 

notariar el proceso.

Es bueno precisar que el concepto de la protección patrimonial no 

es negativo de por sí. Finalmente, toda propiedad debe ser protegida 

como lo establece la Constitución y las leyes. Sin embargo, se con-

vierte en un abuso mercantilista cuando uno promueve la protección 

de unos para perjudicar a los demás. Como se dice, el derecho de uno 

termina donde empieza el derecho de los demás.

Cuando se estableció por primera vez la llamada protección patri-

monial existían doce empresas azucareras, de las cuales ahora solo 

quedan dos exigiendo que se mantenga el sistema. Las compañías 

restantes se han convertido en gran medida en florecientes sociedades 

anónimas que han convocado nuevamente el gran capital al campo, 

han hecho florecer y prosperar los sembríos de caña, han renovado los 

ingenios y han generado bienestar e increíbles mejoras sociales a sus 

trabajadores y accionistas. Pero en Pomalca y Tumán no había 

sucedido nada parecido y ahora sus directivos presionan para una 

protección patrimonial al infinito, desean que la ley no los alcance y 

que los peruanos los contemplemos impotentes, incapaces de cobrar-

les las deudas que tienen con la Superintendencia de Administración 

Tributaria (Sunat), con Essalud, la ONP, las AFP e, increíblemente, 

con más de seis mil trabajadores. 

Los argumentos de los directivos de estas compañías siempre han 

sido los mismos en todas las ocasiones en que se alargó la protección 
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patrimonial: la necesidad de esperar un mejor momento para que las 

tierras no se vendan a bajos precios. No obstante que el mercado 

indica que el precio del azúcar atraviesa por una buena etapa, se pre-

senta este razonamiento. La tonelada de azúcar alcanzó en noviembre 

de 2010 los 788 dólares, un verdadero récord histórico, no obstante 

que, en los últimos años, no superó los 300 dólares. Sin embargo, el 

precio podría irse para abajo y ellos no tendrían la justicia de su parte. 

¿Dónde queda el derecho de todos los peruanos a través de la Sunat, la 

ONP y Essalud de cobrar sus deudas? ¿Dónde queda el derecho de 

todos los peruanos de vender las acciones que el Estado tenía en 

Pomalca y Tumán antes de la cuestionada transferencia? ¿Dónde 

queda el derecho de los trabajadores, de las AFP y de las empresas 

acreedoras de evitar que les sigan robando?

LA PROTECCIÓN PATRIMONIAL SE INCORPORA POR LEY 

28027, LEY DE LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL DE LAS EM-

PRESAS AZUCARERAS Y SE MANTUVO EN VIGENCIA POR 

MANDATO DE LEY 29299 HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 

2010.

NADIE PODÍA EMBARGAR A LAS EMPRESAS BAJO PRO-

TECCIÓN PATRIMONIAL: NI LA SUNAT NI LA ONP.

EL INTENTO DE PRORROGAR LA PROTECCIÓN HASTA 

EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011 SE APROBÓ EN LA COMI-

SIÓN AGRARIA, PRESIDIDA POR MARIO ALEGRÍA Y DES-

DE ALLÍ EMPEZÓ A NOTARSE LA PRESENCIA LLAMADA 

«BANCADA OVIEDO».

El desastre de Pomalca y Tumán

Las empresas Pomalca y Tumán, que se han beneficiado en los últimos 
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siete años de la Ley de Protección Patrimonial, en contra de cualquier 

pronóstico, hoy mantienen deudas que superan los 700 millones de 

soles. Según información del diario Perú. 21, desde el ingreso del 

grupo Oviedo a la administración de ambas empresas, las deudas a la 

Sunat se han multiplicado por diez. Por ejemplo, Pomalca ha 

aumentado sus pasivos de de 11,8 millones de soles a 103,7 millones. 

Todo un desastre en la conducción de un negocio. El mismo diario 

señala que, en el caso de Tumán, la deuda se ha incrementado de 11 

millones de soles a 235,5 millones de soles.

De acuerdo con cifras presentadas por el Instituto Peruano de 

Economía (IPE) los flujos de cajas netos de ambas azucareras fueron 

bastante altos y sorprendentes en el 2009: los ingresos para Tumán 

fueron del orden de 113 millones soles y los de Pomalca representaron 

un monto 119 millones soles. Sin embargo, estos flujos no han servido 

para que las azucareras se desarrollen o paguen a sus acreedores: 

Tumán perdió 24 millones y Pomalca perdió otros 13 millones. El 

propio IPE señala que los flujos de caja suben pero las deudas no se 

pagan. Sin embargo, las empresas que no tienen protección y pagan a 

sus acreedores, en el mismo año, generaron utilidades para sus accio-

nistas, trabajadores y comunidades. Casagrande vendió 348 millones 

de soles y tuvo utilidades por 99 millones y Laredo vendió 184 millo-

nes de soles y ganó 29 millones.

Como se ve, la llamada protección patrimonial no tiene ningún 

efecto en la salud de las empresas protegidas porque los pasivos 

aumentan y, obviamente, el valor de sus activos se desploma. Muy por 

el contrario, la protección, la conversión de estas dos azucareras en 

islas al margen de la ley nacional, permite que grupos e intereses 

ajenos al desarrollo y producción del azúcar lucren de Pomalca y 

Tumán y, convirtiéndose en usurpadores del patrimonio de estas 

empresas, le saquen valor y lo destinen a otros negocios. Un negocio 

protegido sirve para que otros negocios, como se dice, se la lleven fácil 
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o, si somos estrictos, se carguen el dinero de todos los peruanos, de los 

trabajadores y de los acreedores privados.

Deudas del grupo Oviedo

Según cifras de Indecopi, la deuda atrasada del grupo Oviedo con 

cerca de 6 mil trabajadores representa 183 millones de soles (a esta 

cantidad le debemos restar el monto que se cancela con la transfe-

rencia de las acciones del Estado a cambio de deuda laboral).

Las acreencias de los trabajadores por conceptos de AFP suma 

72,6 millones de soles.

Las deudas a las ONP antes de la transferencia de acciones repre-

sentaba 31,5 millones de soles.

Las deudas con Essalud antes de la transferencia ascendían a 63 

millones soles.

Recién a partir del año 2009, algo de esa locura llamada protección 

patrimonial comenzó a cambiar porque las empresas bajo protección 

asumieron la obligación de presentar su listado de deudores y los 

respectivos cronogramas de pago a Indecopi. La sorpresa fue brutal: 

¡se presentaron cronogramas de pago que llegaban hasta el 2037! Sí, 

aunque parezca mentira, hasta el 2037, cronograma que sería de acep-

tación forzosa para los acreedores, si prosperara la llamada protección 

patrimonial. Antes, la liebre no saltaba porque los cronogramas de pa-

go solo se presentaban al Ministerio de Agricultura y se procedía a ar-

chivar los papeles y punto. Pomalca tiene miles de acreedores traba-

jadores, a quienes pretende terminar de pagar en el 2022. La Sunat y 

Essalud tienen que esperar más porque recién cobrarían el 2031 y el 

2032 respectivamente. A las AFP y a los acreedores comerciales se les 

ha pateado un tiempo más. Toda una verdadera locura.
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Usurpadores del patrimonio de Pomalca y Tumán

En la revista Poder de enero de 2011, el reconocido periodista Ricardo 

Uceda desarrolla una acuciosa investigación desvelando las relaciones 

que tienen las empresas comercializadoras del grupo Oviedo con 

Pomalca y Tumán. En ese reportaje se relata que dos comercia-

lizadoras del grupo Oviedo compran la mayoría del azúcar que 

producen ambas empresas. Las comercializadoras vinculadas al 

señalado grupo son Shema. S.A.C, manejada por Elvis Oviedo; y 

D'Líbano, cuyo gerente es Fredy Huamán. En la investigación de 

Uceda se consigna que uno de los teléfonos de D'Libano en Santa 

Anita, Lima, es el mismo que el de Shema S.A.C.

Según un estudio de Indecopi para el 2006 y el 2007, Pomalca ven-

dió el 90% de su producción a las comercializadoras arriba mencio-

nadas. En Pro inversión se considera que el azúcar de Pomalca y Tu-

mán se vende a las comercializadoras de los Oviedo a 80% del precio 

del mercado. Según lo consigna la revista Poder, el dirigente de los 

trabajadores de Tumán, Alejandro Zevallos, denuncia que las comer-

cializadoras de los Oviedo compran cada bolsa de azúcar a 20 soles 

menos que el precio de mercado. Si consideramos que entre Tumán y 

Pomalca se producen 375 mil bolsas mensuales, la diferencia entre el 

precio de fábrica y el de venta al público sería de unos 90 millones 

soles al año.

Como se aprecia con meridiana claridad, Pomalca y Tumán no le 

pagan sus deudas a todos los peruanos, a sus propios trabajadores y 

los acreedores privados; sin embargo, se subvalúa el valor del azúcar 

en fábrica para venderle a las comercializadoras del grupo económico 

que dirige las dos empresas lambayecanas. Es decir, protección para 

no pagar deudas, para legalizar el perro muerto y embolsicarse cerca 

de noventa millones de soles al año. La noticia no parece la de un país 

como el Perú, que sorprende al mundo con su crecimiento económico 
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y gratifica a todos con la continuidad de su democracia. Más bien 

parece la noticia de una república bananera, donde los gobiernos de 

turno legislan para sus amigos o para sectores particulares.

Es evidente que esta forma de usurpación del patrimonio empre-

sarial en que se succiona valor de Pomalca y Tumán para trasladarlo a 

las comercializadoras de los Oviedo, empieza a constituirse en uno de 

los mayores escándalos mercantilistas de nuestra historia, un mercan-

tilismo que persiste no obstante los avances conseguidos en organizar 

una economía de mercado.

Pero la cosa no queda allí. Los directivos de estas empresas azu-

careras que piden que la protección patrimonial se alargue hasta el 

infinito, no tienen ninguna consciencia de la realidad o si la tienen no 

les importa mucho. A pesar de las millonarias deudas reportadas por 

estas dos empresa, Víctor Becerril, gerente general de Pomalca, 

informó a la revista Poder que la empresa que administra cerraría el 

ejercicio 2010 con quince millones de soles de utilidades y Tumán con 

alrededor de doce millones de soles y ambas con una liquidez de entre 

treinta y cinco y cuarenta millones de soles. «Tenemos setenta millo-

nes de dólares en dinero fresco para comprar las acciones del Estado», 

añadía con cierta euforia antes de la cuestionada transferencia de la 

propiedad del Estado para cancelar parte de la deuda laboral. Agregó 

que invertirían los treinta y cuatro millones de dólares que, según 

Ernst & Young, Pomalca necesita para competir con las grandes 

azucareras de Brasil o Colombia. ¿Las deudas no existen para el señor 

Becerril? ¿Los acreedores no tienen derechos reconocidos en la 

Constitución, no pueden recurrir a Indecopi ni al Poder Judicial? En 

todo caso, semejante optimismo revela una evidente alienación frente 

a los hechos, una seguridad en que el sistema político y el Congreso 

seguirán manteniendo a Pomalca y Tumán como islas privilegiadas en 

las que se pisotean las leyes nacionales.
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Se pulveriza el sistema concursal del Perú 

Una economía de mercado funciona porque se reducen los costos de 

transacción para crear empresas y celebrar contratos, pero también 

funciona porque se simplifican los procedimientos para que los 

negocios puedan reestructurarse o salir de la actividad económica en 

caso de fracaso. ¿Por qué son tan trascendentes estos procedimientos? 

Cuando una empresa fracasa, afecta el derecho de los acreedores a 

cobrar. Uno de los principios de la economía de mercado y de nuestra 

propia Carta Política es la protección de la propiedad de todos los 

ciudadanos (en este caso el de los acreedores), de modo que se crean 

sistemas concursales mediante los cuales los acreedores asumen el 

control de las empresas quebradas o se pagan las deudas con los 

activos.

No vaya a creerse que este es un temita más. No, de ninguna ma-

nera. No hay economía de mercado sin el fracaso de las empresas. 

¿Qué competencia y libre-mercado puede haber si las empresas no 

pagan por sus errores? Los únicos sistemas que negaban el fracaso se 

presentaban en los regímenes pre-capitalistas con reyes y tiranos y, por 

supuesto, en la época moderna, con los gobiernos comunistas antes 

de la caída del Muro de Berlín, en el Perú de los sesentas, setentas y 

ochentas, y hoy con los regímenes bolivarianos en América Latina. En 

nuestra industria azucarera, la negativa a reconocer el fracaso llegó 

hasta el paroxismo con las cooperativas del velascato. Ya conocemos 

el resultado: las empresas se desplomaron, los cooperativistas se 

empobrecieron y los sembríos de caña languidecieron hasta conver-

tirse en unos tristes cementerios de caña, porque algunos dirigentes y 

funcionarios públicos se convirtieron en usurpadores del patrimonio 

de las empresas azucareras, a las cuales le sacaban valor para llenarse 

los bolsillos. Eso ahora ha cambiado radicalmente y de allí que la 

inversión privada reflote nueve empresas azucareras haciendo pros-
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perar los sembríos de caña.

En el Perú, el tratamiento del fracaso de las empresas se desarrolla 

a través de Indecopi y se rige mediante la Nueva Ley General del 

Sistema Concursal, Ley N. 27809 publicada el 8 de agosto de 2001. 

Vale aclarar que esta norma general ordenó y sistematizó una legis-

lación concursal que se desarrollaba como parte del nuevo modelo 

económico desde los años noventa. Las nuevas normas del sistema 

concursal en el Perú empezaron a ser promulgadas a partir de 1992.

Diez años después de que las leyes concursales empezaran a 

aplicarse, en el Perú se reportaba que por el sistema ya habían pasado 

más de 3 000 empresas con más de 500 mil trabajadores involucrados 

y deudas de más de 2,5 mil millones de dólares. Es decir, una increíble 

vitalidad del mercado peruano, una increíble movilidad de las empre-

sas que se expresaba en fracasos y éxitos. En el período de diciembre 

de 2009 a diciembre de 2010, en Indecopi se informó que 313 em-

presas habían sido sometidas a proceso concursal.

El intento de seguir prorrogando la protección patrimonial a Po-

malca y Tumán viola el sistema concursal del Perú e ignora la auto-

ridad de Indecopi en estos asuntos, una pieza fundamental de la joven 

economía de mercado peruana. En la práctica se crea un mecanismo 

paralelo que puede convertirse en un mal ejemplo para otras 

situaciones. ¿Cuántas empresas más se sentirán tentadas a seguir el 

camino que propone el grupo Oviedo para estas dos azucareras? Los 

acreedores de las mencionadas azucareras no tendrían derecho a 

accionar el sistema concursal del Perú e Indecopi estaría pintada en la 

pared ante los «nuevos amigos» de los políticos que pueden tener su 

propia bancada y hacerse aprobar una ley a gusto y medida. Incluso se 

ha llegado al extremo de convertir a Indecopi en notario de su propia 

violación, una burla desfachatada.

Pero la protección patrimonial para estas dos empresas no solo 

violenta las leyes concursales del país, sino el propio derecho a la tutela 
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jurisdiccional efectiva tal como lo ha establecido el propio Tribunal 

Constitucional en una de sus resoluciones y la defensa de la propiedad 

privada consagrada en el texto constitucional.

El artículo 139 de la Constitución establece todos los principios 

que salvaguardan la tutela jurisdiccional efectiva, es decir, el derecho 

que tienen todos los ciudadanos de recurrir a los tribunales estable-

cidos por la propia Constitución y la ley (Poder Judicial e Indecopi en 

este caso) para hacer valer sus derechos ante cualquiera, algo que anula 

flagrantemente el régimen de protección patrimonial que los 

administradores de Pomalca y Tumán quieren al infinito. Al respecto, 

el reconocido abogado César Luna Victoria declaró al diario Correo y 

diversos medios de comunicación que «desde el punto de vista legal, y 

como el Poder Ejecutivo lo ha ratificado, la reactivación de la protec-

ción patrimonial a las empresas azucareras Tumán y Pomalca va en 

contra de la Constitución. La inconstitucionalidad reside en que uno 

no puede dar normas especiales para algunas empresas, las normas 

son generales». Añadió que si los trabajadores quieren una protección 

tienen que sujetarse a lo justo, que es acudir a Indecopi para obtenerla 

y no buscar una protección «especial» por parte del Congreso que 

evite el embargo de los bienes de la empresa.

En síntesis, las leyes concursales y los procedimientos ante Indeco-

pi permiten una reestructuración de Pomalca y Tumán para reflotarlas 

y sanear sus deudas, pero ese objetivo requiere que los actuales admi-

nistradores sean reemplazados por los acreedores, entre los cuales, los 

trabajadores tienen la primera prioridad por mandato constitucional. 

Después de pagarse las deudas laborales todo lo demás. Solo una gro-

sera manipulación social y política de un sector de trabajadores puede 

explicar el aparente apoyo a los Oviedo porque los propios traba-

jadores son los acreedores privilegiados en cualquier proceso concur-

sal en el Perú.
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II. EL CUENTO DEL REGRESO DEL LATIFUNDIO

El solo hecho de discutir si prorrogamos o no por un año más la Ley 

de Protección Patrimonial para las empresas azucareras representa un 

escándalo, pero si a este factor le agregamos que, el 22 de abril de 2009, 

un puñado de parlamentarios apristas encabezados por Jorge del 

Castillo presentó el proyecto de ley N. 3194 que pretendía limitar la 

extensión de la propiedad agrícola en la Costa para la inversión 

privada empresarial, el escándalo se convierte en una alarma nacional 

porque se vuelve evidente que el mercantilismo ha regresado por todo 

lo alto. Formular un proyecto para limitar la propiedad en la costa es 

un intento de legislar con nombre propio. En este caso no a favor sino 

en contra. Quienes defienden la protección patrimonial indefinida a 

favor del grupo Oviedo, son los mismos que proponen una supuesta 

legislación en contra del grupo Gloria que administra Cartavio, 

Casagrande y San Jacinto. ¿Por qué razón? Se arguye que el grupo Ro-

dríguez Rodríguez pretendería comprar Pomalca y Tumán no obstan-

te que, en comunicado en diversos diarios nacionales, Coazúcar S.A., 

su filial azucarera, ha desmentido categóricamente su intención de 

participar en la compra de las azucareras lambayecanas.



De esta manera, la defensa de los privilegios de la protección patri-

monial se sazonan con argumentos que buscarían evitar la concen-

tración de tierras y el regreso de los «latifundios» y que, además, salva-

guardarían el derecho de los pequeños y medianos agricultores a la 

propiedad. Para nosotros no es un argumento si Coazúcar S.A. ha des-

cartado comprar acciones en Pomalca y Tumán. En todo caso, la 

Constitución y las leyes, a nuestro entender, le reconocen ese derecho. 

Las únicas razones que valen para nosotros, son aquellas que funda-

mentan y consolidan el modelo de economía de mercado que ha per-

mitido que los capitales regresan al campo luego de la barbarie velas-

quista que convirtió la agricultura nacional en un verdadero desierto 

de pobreza. Pero antes de explicar nuestras razones en contra de la 

aberración jurídica que intenta limitar la extensión de la propiedad en 

la Costa, queremos aclarar algo. ¿Por qué se habla del regreso del 

latifundio? ¿Por qué se empieza a hablar de los «nuevos barones del 

azúcar»? Quienes tienen algunos años más o quienes hayan estudiado 

el fenómeno recordarán que escuchaban los mismos argumentos que 

se soltaban al viento antes de la reforma agraria velasquista.
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La palabra latifundio alude a los llamados barones del azúcar que 

eran los propietarios de las tierras cañeras antes del régimen velas-

quista: unidades económicas eficientes y de tecnologías de punta, pero 

en las que no existían derechos sociales de los trabajadores. Esta 

ausencia de derechos fermentó una ideología de izquierda que, en vez 

de incorporar esos derechos reclamados a estas entidades agrarias, 

terminó desembocando en el absurdo velasquista de la creación de 

cooperativas. Los devastadores resultados son conocidos por todos. 

Con el regreso de la gran inversión a la agricultura no retornaron 

las grandes familias que eran llamadas «los barones del azúcar». No, de 

ninguna manera. Ingresaron modernas sociedades anónimas fiscali-

zadas por todos los peruanos a través de la Comisión Nacional Super-

visora de Valores (Conasev), la Sunat, Indecopi y el Poder Judicial. 

Todas las juntas de accionistas de estas empresas se rigen por las leyes 

nacionales y son sometidas al escrutinio público. De allí que una de las 

características de las nuevas empresas azucareras es el reconocimiento 

de los derechos de trabajadores sin cortapisas. En un interesante 

artículo de José Chlimper publicado en el diario Correo señala lo si-

guiente: «Diametralmente opuesto, lo que hoy existen son empresas 

agrarias con fundos grandes, con empleados asalariados, con vaca-

ciones, CTS, jornada de cuarenta y cinco horas a la semana, horas ex-

tras, seguridad social, uniformes ad hoc, protección contra el chantaje 

sexual (mejor que algunas ONG) y, cuando es condición de trabajo, 

transporte y almuerzos pagados». En el instituto Apoyo se elaboró el 

siguiente cuadro para establecer las diferencias entre los derechos de 

trabajadores de las compañías azucareras de hoy con la época previa a 

la reforma agraria:
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Fuente: Apoyo Consultoría

¿Por qué entonces se usa en el debate la palabra «latifundio»? Entre 

los nacionalistas de Ollanta Humala la cosa se entiende, porque pro-

pugnan el cambio del actual modelo económico para seguir las pautas 

de los llamados proyectos bolivarianos en América Latina. De allí que 

hayan presentado un proyecto pretendiendo limitar la extensión de la 

propiedad agrícola en la Costa a solo diez mil hectáreas. Pero, ¿cómo 

entender la posición de Jorge del Castillo y de algunos apristas y 

fujimoristas?

Se usa la palabra latifundio no obstante que el regreso de la inver-

sión a la agricultura no solo se desarrolla con grandes inversionistas, 

sino también con el aporte de centenares de pequeños inversionistas. 

Una sociedad anónima no solo garantiza los derechos de los trabaja-

dores, sino que trae el accionariado difundido y el control público de 

las actividades de la empresa. Se emplea la palabra latifundio para crear 

miedo en el debate no obstante que, en las viejas haciendas prerefor-

ma agraria se trataba con familias o con el jefe de familia, mientras que 

ahora se trata con accionistas de origen diverso y que pueden estar en 
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cualquier parte del mundo. La diferencia radica en lo siguiente: al 

margen de cuanto capital se tenía, antes solo pocos accedían a la 

propiedad de la tierra, hoy todos pueden ser propietarios. Se men-

ciona la palabra latifundio no obstante que, en las haciendas previas al 

velascato, los trabajadores se relacionaban con capataces en tanto que 

ahora se vinculan a gerentes que asumen claras responsabilidades por 

sus errores. Los maltratos de los capataces eran tan conocidos que 

inspiraron novelas y corrientes como el indigenismo. ¿Cómo, pues, se 

puede comparar a los modernos gerentes con los caporales de ayer?

Algo más: se usa la palabra latifundio no obstante que la mayoría de 

nuevos inversionistas son nacionales y algunos de ellos, inclusive, de 

neto origen provinciano. Una realidad que debe hincharnos de orgullo 

a todos los peruanos, porque el modelo económico se ha desarrollado 

a tal velocidad que ha producido la suficiente acumulación de capital 

para las millonarias inversiones en la industria del azúcar. No estamos, 

pues, frente a los nuevos barones del azúcar sino a inversionistas 

cholos —ante una verdadera choledad empresarial—, que manejan 

empresas modernas y globalizadas y que reconocen todos los 

derechos a sus trabajadores.

Contra el régimen económico de la Constitución

El nuevo régimen de la propiedad establecido en la Carta Política de 

1993 tiene en su régimen económico uno de los núcleos duros de su 

espíritu, una de las vigas maestras del sistema constitucional estable-

cido: la vigencia de una economía de mercado. Y una de las condicio-

nes impostergables de ese régimen económico es su régimen de pro-

piedad. Gracias a este núcleo duro constitucional que protege la em-

presa y la propiedad, se multiplican las inversiones en el campo, en la 

agroindustria y, particularmente, en la industria azucarera. Cualquier 

modificación del espíritu constitucional no solo es inconstitucional 

sino que desalentaría al masivo regreso del capital al campo.
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No podemos olvidar que la debacle de nuestra economía y el 

estancamiento social que vivimos durante tres décadas, se debió a que, 

desde el velascato hasta el primer gobierno de García, se prohibió la 

inversión privada en el campo, en la minería, la pesca y hasta el 

turismo. Se dejó a las regiones en el abandono más injusto de su 

historia, condenando a sus pobladores a la pobreza y la exclusión. Ese 

modelo llamado de desarrollo hacia adentro, fomentó la inversión en 

industrias sin sostenibilidad en las ciudades de la Costa, principal-

mente, Lima. Este modelo abusaba del consumidor que se debatía 

entre productos de mala calidad y precios altos y la escasez temporal o 

permanente, según el caso. De ese modelo se originó la pobreza de un 

país tan rico en recursos naturales y posibilidades y se produjo el aisla-

miento internacional, el sobreendeudamiento nacional, expresión de 

los proyectos faraónicos del Gobierno que dilapidó recursos públicos 

en inversiones productivas equívocas.

Es solo a partir de mediados de los años 90, específicamente desde 

la constitución del 93, que el país empieza su proceso de recuperación, 

convirtiéndose en un destino privilegiado de inversión. Pero como 

todavía tenemos menos de veinte años inmersos en el marco de la eco-

nomía global y con políticas públicas más racionales, construyendo 

nuestro prestigio como una economía de mercado moderna, es muy 

importante cuidar la formación y solidez de las instituciones demo-

cráticas y económicas que nos permitan ser un país respetable y pre-

decible.

Por eso es tan dañino que se alienten procesos contrarios al espíritu 

y letra de la Constitución, por eso es tan importante no sembrar dudas 

sobre el comportamiento de las distintas instancias gubernamentales.

El proyecto que pretende limitar la extensión de la propiedad 

agrícola en la costa a cuarenta mil hectáreas es inconstitucional. Para 

formular semejante afirmación el reconocido constitucionalista 

Aníbal Quiroga León (VER INFORME EN ANEXO 4) invoca el 
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artículo 70 de la Constitución de 1993 que señala que la propiedad es 

inviolable y este derecho es garantizado por el Estado. También 

prescribe que este derecho debe ser ejercido en armonía con el bien 

común y dentro de los límites de esta. A continuación se declara que a 

nadie puede privarse del derecho de propiedad sino, exclusivamente, 

por causa de seguridad nacional o de necesidad pública declarada de 

modo previo por ley del Congreso y previo pago en efectivo de la 

indemnización justipreciada que incluya una compensación por el 

eventual perjuicio que ella pudiera causar, pero semejantes limi-

taciones a la propiedad tienen forzosamente que tener un carácter 

temporal. Es decir, para afectar la propiedad de cualquier peruano de-

ben conjugarse las palabras seguridad nacional con temporalidad o 

necesidad pública con temporalidad o quizá las tres juntas en casos 

extremos como en una guerra o un terremoto devastador. Pero, ¿qué 

tienen que ver estos conceptos con las sociedades anónimas azuca-

reras que han creado tanta prosperidad en nuestros cañaverales?

Como se ve, nuestra Constitución solo reconoce dos limitaciones 

al derecho de propiedad: la seguridad nacional y la necesidad pública. 

¿Qué problema de seguridad nacional o de necesidad pública existen 

con las empresas azucareras para establecer el límite de cuarenta mil 

hectáreas a la extensión de la propiedad agrícola? ¿Acaso hay un pro-

blema de seguridad nacional porque los campos de caña prosperan y 

alcanzamos el autoabastecimiento nacional en azúcar? ¿Acaso hay 

problema de necesidad pública porque miles de trabajadores azucare-

ros consiguen salarios dignos y beneficios sociales? Nadie lo entiende.

Continuando con su impecable razonamiento acerca de que cual-

quier restricción a la propiedad que no considere los temas de segu-

ridad nacional o de necesidad pública es inconstitucional, el Dr. Qui-

roga León menciona el artículo 72 de la Constitución que establece 

que «la ley puede, solo por razones de seguridad nacional, establecer 

temporalmente restricciones y prohibiciones específicas para la 
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adquisición, posesión, explotación y transferencia de determinados 

bienes». Como se dice, más claro no canta el gallo. Cualquier restric-

ción a la propiedad tiene un carácter temporal. ¿Cuál sería la tempora-

lidad de la limitación de la extensión de la propiedad agrícola en la 

Costa? En otras palabras, existen tres palabras mágicas que, según 

nuestra Carta, podrían limitar el ejercicio de la propiedad: seguridad 

nacional, necesidad pública y temporalidad. Otra vez, ¿qué tienen que 

ver estos conceptos con las empresas azucareras? Como queda esta-

blecido con absoluta claridad, Jorge del Castillo y los promotores de 

esta iniciativa se estrellan abiertamente contra los preceptos consti-

tucionales. En la Constitución de 1993, actualmente vigente, no existe 

el concepto de «interés social» que se invocaron en las anteriores 

cartas constitucionales para establecer límites a la propiedad o even-

tualmente expropiaciones.

Algo más agrava el contenido absurdo de este proyecto: solo se 

pretende legislar para las tierras agrícolas de la Costa y no para la Selva 

y la Amazonía y, entonces, la liebre salta sin pudor. Es evidente que se 

quiso legislar con nombre propio o, mejor dicho, en contra de alguien 

o un grupo que tiene nombre propio. Así se pretenden hacer las leyes 

en el Perú. No se legisla por la naturaleza de las cosas sino por la 

diferencia de las personas.

Al respecto, el doctor Quiroga León señala lo siguiente: «El pro-

yecto de ley que comento no solo no establece una causalidad en la 

seguridad nacional ni tiene carácter temporal, sino que no llega a 

explicar ni justificar el porqué de su ámbito normativo, además de las 

flagrantes inconstitucionalidades, establece una diferenciación en la 

propiedad agraria de la zona de la costa, de la propiedad agraria en la 

zona de la sierra o en la zona amazónica».

El régimen de propiedad de la actual Constitución no establece 

diferencias en la propiedad agrícola, rural, rústica, urbana o afín. 

¿Cómo se les ocurre establecer diferencias entre la propiedad agrícola 

de la costa con la de la sierra y la selva?
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En su desesperación por encontrar justificaciones legales y consti-

tucionales, los autores del proyecto invocan leyes derogadas que se 

promulgaron bajo constituciones derogadas. Sin ser expertos en el 

derecho constitucional se nos hace evidente que se trata de actos 

apurados por justificar una decisión. El Dr. Quiroga León lo dice con 

todas sus letras: «El referido proyecto cita como antecedentes de su 

fundamentación, la Ley 15037, del 21 de mayo de 1964, y la Ley 15242, 

que dio inicio al proceso histórico de reforma agraria. Lo que no cita 

ni dice, es que ambas normas legales son manifiestamente precons-

titucionales, y por su mérito no se puede imponer una adecuada inter-

pretación constitucional a normas de una Carta Constitucional pro-

mulgada casi treinta años después».

Gran propiedad y pequeña propiedad

Uno de los argumentos de quienes defienden el proyecto de límites de 

tierras en la costa a cuarenta mil hectáreas es que la gran propiedad, 

tarde o temprano, terminaría absorbiendo a la pequeña propiedad. Se 

afirma que se busca establecer límites máximos a la propiedad agrícola 

con la finalidad de garantizar la difusión de la de pequeña y mediana 

propiedad de la tierra, evitando una excesiva concentración de la 

propiedad agraria que nos lleve a una situación de hecho, como la pre-

existente a la reforma agraria en los años sesenta.

No obstante, luego de más de quince años de que la inversión, bajo 

el amparo de la Constitución y legislación actuales, regresara al campo, 

sobre todo, en la industria azucarera, la situación de los pequeños 

agricultores es inmejorable con respecto a la época de las cooperativas 

velasquistas que, al parecer, son la fuente de inspiración de quienes 

plantean establecer límites a la propiedad de la tierra. Durante la época 

del velascato, los pequeños agricultores no tenían ninguna posibilidad 

de formalizar sus pequeños predios porque la idea de propiedad en el 
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campo se reducía al concepto de cooperativas o SAIS. Un ejemplo 

claro sobre esta situación es mencionado por José Chlimper: «El lati-

fundio se mantuvo y creció notablemente durante la primera década y 

más después de la reforma agraria de Velasco, con la tremenda con-

centración de tierras generadas por la misma reforma, la creación de 

las grandes cooperativas y la exclusión de los campesinos sin tierra, a 

favor de los burócratas del Estado y los activistas políticos encargados 

de las cooperativas». Hoy, por el contrario, todos los pequeños agri-

cultores pueden formalizar sus propiedades mediante los programas 

de titulación.

Los parceleros tampoco tenían posibilidad de integrarse al proceso 

productivo de las excooperativas porque, simplemente, estas entida-

des eran sinónimo de antiproducción. Hoy, por el contrario, los pe-

queños agricultores pueden participar de las cadenas productivas de 

producción y exportación impulsadas por las grandes empresas agra-

rias, porque la productividad se multiplica exponencialmente con la 

economía de mercado y los diversos tratados de libre comercio que el 

Perú ha firmado y va a firmar. En el contexto de ruina económica de 

las cooperativistas velasquistas y del propio país, el pequeño agricultor 

no tenía asistencia técnica ni posibilidades de crédito. ¿Cómo así, en-

tonces, se atreven a sostener que la gran propiedad es enemiga de los 

pequeños agricultores?
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Fuente: Apoyo Consultoría

De otro lado, los pequeños agricultores no deberían temer un ápice 

el éxito de la gran empresa, porque si de expandir la frontera agrícola 

se trata, los ojos de los grandes inversionistas están en otro lugar. 

Según Apoyo, en la costa peruana existe un significativo potencial de 

la frontera agrícola. En la costa, las pampas eriazas (propiedad del 

Estado) con potencial agrícola alcanzan una extensión mayor a las 

seiscientas mil hectáreas. Esta cifra representa el 48% de las hectáreas 

cultivadas en el área costeña. Los proyectos Majes, Olmos, Alto Piura 

y Chavimochic III expandirán la frontera agrícola en más de cien mil 

hectáreas en el mediano plazo. La gran inversión, por lo tanto, apun-

tará hacia esta oferta de tierras y no hacia las propiedades de los parce-

leros, porque negociar uno por uno a sabiendas que muy pocos vende-

rán, representa costos de transacción difíciles de manejar por los 

grandes proyectos.
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Fuente: IRENA, planes estratégicos de gobierno regionales del MINAG

Censo agropecuario de 1994

Elaboración: Apoyo Consultoría

Y vale la pena insistir en la afirmación de que muy pocos venderán 

porque la parcela para el pequeño agricultor es la propia vida a menos 

que enfrente una situación extrema. Y como ya lo hemos dicho ahora, 

la situación de los parceleros ha mejorado considerablemente.

Algo más: ninguno de los dos proyectos señalados que pretenden 

limitar la extensión de la propiedad agrícola nos dice que se hará «con 

la tierra sobrante» de muchas comunidades campesinas que son las 

mayores terratenientes de la costa. Por ejemplo, la Comunidad Cam-

pesina de Olmos, que está en la costa es dueña de más de doscientos 

cincuenta mil hectáreas. Ni qué decir de las comunidades campesinas 

de la sierra de La Libertad, Junín o Puno, donde las hay unidades con 

más de quinientas mil hectáreas. En todo caso, esas preguntas son las 

que surgen de formularse proyectos tan absurdos e inviables sobre 

limitar la propiedad de las tierras.

Según el censo agropecuario de 1994, la costa peruana cuenta con 

más de ochocientas cincuenta mil hectáreas de superficie agrícola. Las 

grandes empresas agrarias tienen una presencia decisiva, pero coexiste 

armónicamente con la pequeña y mediana agricultura. Además, la 
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distribución de la propiedad agraria en el Perú es similar a la que se 

observa en otros países de la región.

Elaboración: Apoyo Consultoría

Control de la posición de dominio en la industria azucarera

Uno de los argumentos de los promotores para establecer límites a la 

propiedad agrícola en la costa, es la posibilidad de que un determi-

nado grupo económico adquiera tal cantidad de tierras que llegue a 

desarrollar una posición de dominio en contra de los consumidores y 

los demás agentes del mercado. Antes de continuar, vale señalar que 

nuestra Carta Política en su artículo 61, establece con absoluta clari-

dad que «el Estado facilita y vigila la libre competencia. Combate toda 

práctica que la limite y el abuso de posiciones dominantes o posicio-

nes monopólicas». Es decir, de acuerdo al precepto constitucional no 

se permite el abuso de la posición de dominio. Pero de la misma lec-

tura de la Constitución queda establecido que el Estado no prohíbe ni 

sanciona la posición de dominio. Y es que no existe otra manera de 

reconocer el pleno ejercicio de la libre competencia. ¿A qué nos 



referimos? Dentro de una economía de mercado, las empresas 

fracasan o triunfan, de modo que las compañías exitosas, por mandato 

soberano de los consumidores y de nadie más, adquieren una posición 

predominante en el mercado. Los ejemplos son varios y, en el mundo 

moderno, nadie discute la preeminencia de algunas empresas sobre el 

conjunto del mercado. Se trata del gobierno de los consumidores. 

Con estas cuestiones preliminares, es necesario definir qué se co-

noce como una posición de dominio. En nuestra legislación, el artícu-

lo 4 del Decreto Legislativo 701 intenta una aproximación estable-

ciendo que «se entiende que una o varias empresas gozan de una 

posición de dominio en el mercado, cuando pueden actuar de modo 

independiente con prescindencia de sus competidores, compradores, 

clientes o proveedores, debido a factores tales como la participación 

significativa de las empresas en los mercados respectivos, las caracte-

rísticas de la oferta y la demanda de los bienes y servicios, el desarrollo 

tecnológico o servicios involucrados, el acceso de competidores a 

fuentes de financiamiento o suministros, así como redes de distri-

bución». Como se aprecia, se trata de la descripción de la situación de 

una o más empresas dominantes en el mercado porque así lo deter-

minaron los consumidores. En seguida se vuelve imperativo definir 

qué se conoce como el abuso de una posición de dominio. Para eso 

vale la pena referirse al siguiente artículo del mismo Decreto 

Legislativo 701 que establece que «se considera que existe abuso de 

posición de dominio en el mercado, cuando una o más empresas que 

se encuentran en la situación descrita en el artículo anterior, actúan de 

manera indebida, con el fin de obtener beneficios y causar perjuicios a 

otros, que no hubieran sido posibles, de no existir la posición de 

dominio».

Tal como se establece en los dos artículos arriba citados, existe una 

clara diferencia entre la posición de dominio y el abuso de esa 

posición. Abusar de la posición implica una «actuación indebida» para 
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«causar perjuicio a otros», valiéndose de la posición de dominante. El 

abuso es un delito sancionado por nuestra legislación.

Definido el tema, entonces, surge la pregunta: ¿en un mercado tan 

abierto como el peruano es posible que surja una posición de 

dominio? Si una o varias compañías empiezan a fijar los precios en una 

economía como la peruana, sobre la marcha, se crea una enorme 

rentabilidad para la importación del azúcar que desplomaría las 

estrategias de la empresa que abusa de una posición. No hay mejor 

vigilante contra las estrategias en contra del mercado que el propio 

mercado. Más aún en el caso del azúcar, cuyo precio está determinado 

por el mercado internacional. Para diversos productos agrarios tales 

como el azúcar y el algodón se cuentan con bolsas mercantiles en la 

que se establecen los precios que sirven como referencia a los precios 

locales. En otras palabras, quizás en un régimen como el de Hugo 

Chávez, en que los precios se fijan de acuerdo a los caprichos del jefe 

de Estado, el argumento de los nacionalistas y del propio Jorge del 

Castillo a favor de la limitación de la propiedad para evitar abusos 

tendría algo de lógica. En el Perú no tiene ni pies ni cabeza.

Sin embargo, la legislación de Indecopi establece mecanismos para 

evitar posiciones de dominio o conductas colusorias. De allí que 

existan numerosos antecedentes de resoluciones de esta entidad, 

sancionando diversas empresas agrarias tal como se puede apreciar en 

el siguiente cuadro:

Elaboración: Apoyo Consultoría
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Uno de los hechos más graves del proyecto que limita la extensión 

de la propiedad agrícola en la costa es que vuelve a vulnerar las fun-

ciones centrales de Indecopi. Uno percibe que los defensores de estos 

proyectos (incluido el proyecto de prorrogar la protección patrimo-

nial) consideran que Indecopi es un enemigo central a derrotar por-

que, de una u otra manera, esta entidad no obstante sus errores, se ha 

venido convirtiendo en una pieza clave del sistema de libre com-

petencia.

El único camino en el Perú para evitar una posición de dominio es a 

través de Indecopi y no mediante leyes especiales. De acuerdo con la 

Ley de Defensa de la Libre Competencia que rige en el Perú, el control 

de conductas colusorias y de abuso de posición de dominio en el 

mercado se ejerce ex-post y no mediante el control de estructuras 

(control ex-ante). La excepción a esta regla se da en el sector eléctrico, 

en cuanto a la ley antimonopolio y anti oligopolio del sector eléctrico 

que establece el control de concentraciones económicas en dicho 

sector.
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III. ATENTADO CONTRA LA ECONOMÍA DE 

MERCADO

El proyecto que pretende ampliar la protección patrimonial para las 

empresas azucareras administradas por el grupo Oviedo y la iniciativa 

que plantea establecer límites a la propiedad agrícola en la costa 

representan atentados a la esencia de la normatividad que ha permi-

tido el regreso de la inversión al campo luego de la barbarie velasquista 

y, sobre todo, un ataque directo al espíritu y filosofía de la economía de 

mercado que establecen que todos somos iguales ante la ley sin 

excepciones. Si un grupo económico puede tener su propia legislación 

a través de una bancada parlamentaria que maneja a su antojo, 

entonces, la seguridad de las inversiones depende de los «contactos 

que tengas en el Congreso» y de la capacidad de poner avisos en los 

medios de comunicación. Pretender mantener la protección patrimo-

nial viola la Constitución, las leyes de Indecopi, la autoridad del Esta-

do a través de la Sunat, pero sobre todo incrementa el nivel de riesgo 

de las inversiones en el Perú. El mensaje es clarísimo: los políticos se 

pueden meter en los negocios y te pueden ayudar o fregar. Al igual que 

los viejos tiempos en que el destino de la economía se resolvía en reu-

niones con pisco y butifarra. Auténticos misiles contra las vigas maes-

tras que sostienen la economía de mercado.

Si se aprobara el proyecto de límites de tierras, el desánimo se 

convertiría en pavor. El mensaje sería aterrador: los políticos pueden 

legislar sobre la propiedad en contra de un grupo y favorecer 

indirectamente a otro. ¡Se pueden meter con la propiedad como en 

cualquier republiqueta del siglo pasado! En medio del debate, el tufillo 

velasquista, chavista, nos indica que en el Perú las cosas no están claras 

con respecto al futuro del modelo económico. Con semejantes inicia-

tivas es evidente que el riesgo país se dispararía y el desánimo ahogaría 

el optimismo que se respira en la floreciente industria azucarera.
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Surgen las sociedades anónimas azucareras

Pero, ¿cómo empezó el renacimiento de la industria azucarera luego 

de la devastadora experiencia de las cooperativas? En 1996, después 

de varios intentos por cambiar el modelo cooperativo y, bajo la tutela 

de la Constitución de 1993, se promulgó el D.L. 802, Ley de 

Saneamiento Económico Financiero de las Empresas Agroindus-

triales Azucareras, mediante la cual se promovió la conversión de las 

azucareras en sociedades anónimas. Desde entonces se ha invertido 

cuatrocientos cincuenta millones de dólares entre las empresas de 

Laredo, Cartavio, San Jacinto, Paramonga, Chucarapi, Casagrande y 

Andahuasi. Un verdadero diluvio de capitales si comparamos este 

volumen con la época de la descapitalización del campo.

Si se compara los resultados de la gestión de las cooperativas con el 

nuevo modelo societario, las ventajas del último con respecto al 

anterior saltan a la vista. Como ya sabemos, la industria azucarera y los 

grandes ingenios de la costa fueron cooperativizados por el régimen 

velasquista y un puñado de burócratas empezó a manejar las antiguas 

haciendas. A pesar de las protecciones de todo tipo, como tasas 

arancelarias a la importación (20%), sobretasas (55%) y franja de 

precios, medidas que afectaban directamente al consumidor y 

favorecían a los burócratas del velascato, los resultados fueron 

devastadores para el país. Una verdadera hecatombe. Antes de Velas-

co, la industria azucarera peruana exportaba aproximadamente qui-

nientas mil toneladas de azúcar y empleaba a veintiocho mil traba-

jadores. En los siguientes tres quinquenios, una de las principales 

actividades exportadoras del Perú se orientó casi exclusivamente al 

mercado interno y, más tarde, se volvió dependiente de las impor-

taciones. Como se aprecia, el desastre es indiscutible. Ni siquiera 

éramos capaces de garantizar el autoabastecimiento.
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Cifras que brillan como el oro

Las cifras que revelan el renacimiento de la industria azucarera debe-

rían ser motivo de orgullo nacional y todos los peruanos deberíamos 

cuidar este proceso como si fuese la niña de los ojos de la nueva 

agroindustria que se desarrolla en el Perú. De allí que proyectos como 

la ley que prorroga la protección patrimonial y el que establece límites 

a la propiedad agrícola de la costa son absurdos e incomprensibles en 

medio de una situación como la que describimos. Las cifras se 

convierten en música para los oídos de cualquier peruano de buena 

voluntad. Según el Centro de Estudios Estratégicos de IPAE, durante 

el período 2005 - 2010, años en que la inversión de las sociedades 

anónimas azucareras empieza a rendir sus primeros frutos, la 

producción nacional de caña de azúcar creció a una tasa promedio de 

casi 10% anual, pasando de 6 034 millones de toneladas métricas en el 

2005 a más de 9 060 millones en el 2010. Es decir, la producción de 

caña se incrementó en 50%. Todo un récord para un quinquenio. 

Asimismo, la superficie de caña sembrada se incrementó en más de 

23% durante el mismo período mencionado.

Y algo que sorprende a tirios y troyanos: la productividad por hec-

tárea se ha disparado. En el 2009, el Perú consiguió el primer lugar en 

el mundo produciendo 136 ton/ha, seguido de Egipto y Tanzania con 

120 ton/ha. Algunas empresas azucareras como Casagrande está 

consiguiendo rendimientos de hasta 158 ton/ha.
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Asimismo, la producción de azúcar creció en 80%: de 592 mil 

toneladas a más de un millón de toneladas. Si a estos datos le agrega-

mos el hecho de que casi hemos alcanzado el autoabastecimiento en 

azúcar, entonces, el optimismo se transforma en una euforia justifica-

2000 63.808 7.135.154 111,8 724.096

2001 60.373 7.385.946 122,3 759.935

2002 68.050 8.419.786 123,7 877.588

2003 77.720 8.863.958 114,1 958.808

2004 70.851 6.945.686 98 747.571

2005 61.549 6.304.065 102,4 694.599

2006 65.847 7.245.833 110 805.133

2007 67.952 8.228.623 121,1 910.325

2008 69.127 9.395.959 135,9 1.007.170

2009 75.348 9.936.945 131,9 1.064.499

2010 75.893 9.618.100 126,7 1.019.337

Crec. 2005-10 4,30% 9,60% 5,00% 8,50%

Indicadores de la recuperación de la industria azucarera

Fuente: MINAG   -   Elaboración: Centro de Estudios Estratégicos - IPAE

Años
Área 

Cosechada (ha)
Caña de Azúcar              

(Tn)
Rendimiento 

(Tn/ha)
Azúcar               

(Tn)
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da. De acuerdo con cifras del IPE, el consumo mensual de azúcar es 

de 100 mil toneladas, de las cuales el 80% es producción interna y el 

otro 20% se importa. Un 8% se exporta a Estados Unidos para 

aprovechar el precio preferencial de la cuota americana. No obstante 

un detalle: del total de azúcar rubia que, en su absoluta mayoría se 

destina al consumo interno, solo un 3% es importado.

Según información publicada por el diario Gestión, durante el año 

2010 los resultados para las azucareras bajo el modelo de sociedad 

anónima no podían ser más prometedores. Para ser fieles a la verdad, 

los logros no solo se explican por cuestiones de eficiencia productiva, 

sino por el alza del precio del azúcar en el mercado internacional. Las 

ganancias de las compañías azucareras inscritas en el Registro Público 

del Mercado de Valores crecieron 147% interanual a 446 millones. El 

grupo Gloria representó el 45% del negocio azucarero a través de sus 

subsidiarias: Casagrande, Cartavio, San Jacinto, Chiquitoy y Sintuco. 

Casagrande fue la azucarera más rentable de 2010, tras aumentar su 

rendimiento patrimonial en 11 puntos porcentuales (23,7%).

Vale precisar que todas las compañías del sector se vieron favoreci-

das por el incremento del precio del azúcar. Por ejemplo, Paramonga, 

del grupo Wong, alcanzó el tercer lugar en cuanto a ganancias. Sin 

2000 724.096 170.954 41.716 8.533 844.801 33

2001 759.935 187.147 41.617 9.055 896.410 34

2002 877.588 138.306 41.805 9.741 964.348 36

2003 958.808 10.943 61.128 9.086 899.537 33

2004 747.571 180.280 41.355 8.865 877.631 32

2005 694.599 251.546 32.188 9.140 904.817 32

2006 805.133 243.254 108.566 9.398 930.423 33

2007 910.325 245.742 48.272 11.078 1.096.717 38

2008 1.007.170 208.163 61.964 11.534 1.141.835 40

2009 1.064.499 146.020 82.120 11.284 1.117.115 38

2010 1.019.337 210.547 93.615 11.363 1.124.906 38

Consumo       
per cápita         

(kg x persona)

Consumo aparente de azúcar                                                                                                                                                                                                                  
(Toneladas)

Fuente: MINAG   -   Elaboración: Centro de Estudios Estratégicos - IPAE

Años Producción Importación Exportación Merma
Consumo      
Humano
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embargo, una vez más, Pomalca y Tumán se declararon en rebeldía 

contra el sistema porque no presentaron a la Conasev sus estados 

financieros del último trimestre del 2010. ¿Con tanta rentabilidad 

cómo iban a explicar el perro muerto a sus deudores?

La importancia de la gran propiedad

¿Serían posibles semejantes resultados con límites a la propiedad 

agraria en la costa? ¿Se habrían invertido 450 millones de dólares con 

semejantes restricciones a la propiedad? Es evidente que no. No se 

puede, entonces, desligar las cifras de la industria azucarera del 

tamaño de los fundos cañeros y que los mercantilistas quieren 

bautizar como «el regreso del latifundio». Y es que la gran propiedad 

permite aprovechar economías de escala y de ámbito, garantiza una 

gran asignación de recursos y es el sistema más eficiente para la am-

pliación de la frontera agrícola mediante millonarias inversiones.

Según Apoyo se requiere 150 millones de dólares para establecer 

una planta de procesamiento como la de Casagrande o Cartavio. Para 

recuperar esa inversión en 5 años, considerando los precios actuales, 

se tendría que procesar 3,8 millones de toneladas de caña al año (20 

mil hectareas cultivadas). A partir de allí se produce una cadena de 

subproductos de la caña que justifica y hace necesario los grandes 

ingenios: el bagazo de la caña, por ejemplo, puede ser utilizado para la 

generación de energía eléctrica.
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IV. OTRO TERRITORIO LIBERADO, ESTA VEZ, EN 

LAMBAYEQUE

Luego de la observación del Ejecutivo al proyecto que pretendía 

ampliar la protección patrimonial a las empresas azucareras, el grupo 

Oviedo amenazó con desabastecer el mercado con la paralización de 

la producción en Pomalca y Tumán, pero lo hizo mediante sectores de 

trabajadores, a quienes utiliza como escudo de sus intereses no 

obstante las millonarias deudas laborales y sociales que les tiene. Hubo 

de todo: desde bloqueos de carreteras y quema de llantas hasta 

múltiples avisos en diarios nacionales. El objetivo era levantar olas de 

protestas para que el Estado a través de la Sunat, Indecopi, el Poder 

Judicial y la Policía Nacional no ejercieran ninguna autoridad en 

Pomalca y Tumán, de manera que no se aplicaran las leyes nacionales 

para resolver los problemas de estas empresas. 

La estrategia de crear dos islas legales al margen de la normatividad 

del país, en realidad, buscaba establecer territorios liberados para 

Pomalca y Tumán. Ni más ni menos que las mismas estrategias que 

desarrollan los narcotraficantes, los taladores ilegales de los bosques y 

los mineros informales que fracturan la autoridad del estado nacional 

con el fin de ejercer sus actividades ilícitas.

Sin darnos cuenta, los ciudadanos y sin la alerta de los intelectuales, 

los peruanos asistimos a la demarcación de un territorio al interior del 

país, un territorio libre, un territorio donde no se desea la presencia del 

Estado ni del mercado formal. La alianza del narcotráfico con el terro-

rismo, la tala ilegal, la minería ilegal y el contrabando armado de algu-

nos inescrupulosos del sur, ensoberbecidos por la rentabilidad de sus 

actividades, con el uso de la violencia en todas sus formas, con la ce-

guera de la sociedad, amparados en los niños y la pobreza y, con la 

colaboración consciente o inconsciente de una serie de ONGs am-
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bientalistas y de derechos humanos, van dibujando una frontera invi-

sible detrás de la cual, con cualquier disculpa, se evita el desarrollo de 

los proyectos de inversión formales y la presencia permanente del 

Estado.

Una de las grandes tareas pendientes de la siguiente administración 

estatal debiera ser el desarrollo de una estrategia y plan de acción para 

erradicar a estas lacras sociales.

Cada vez que el Gobierno pretende aplicar la ley nacional a la acti-

vidad ilegal de estos sectores, la conducta siempre ha sido la misma: se 

habla de amenazas al único sustento que tiene el campesino cocalero, 

el talador nativo que vende la madera, el pequeño comerciante y el 

minero ilegal y, sobre la marcha, se crea el conflicto social con el 

respectivo bloqueo de la carretera, la toma de la hidroeléctrica u otro 

tipo de acciones de violencia que hacen añicos a la autoridad del 

Estado. Sin embargo, ha quedado demostrado que detrás del campe-

sino cocalero están los grupos de narcotraficantes que acopian la 

droga; detrás de las protestas de sectores nativos, se esconden los 

intereses de los grandes madereros informales que quieren al Estado 

lejos de sus regiones; detrás de los pequeños comerciantes se esconde 

el lucrativo negocio del contrabando y detrás de los mineros ilegales 

están grandes negociantes. No se trata, pues, de los pobres cocaleros, 

de los menesterosos taladores o de los pobres comerciantes, ni de los 

sufridos mineros artesanales. En el caso que nos convoca, tampoco se 

trata de los trabajadores azucareros sino de los intereses mercantilistas 

del grupo Oviedo.

Los resultados de estas estrategias de rebelión contra la autoridad 

estatal se encuentran a plena luz del día. El narcotráfico se expande 

como un cáncer que amenaza la salud nacional. Al año 2009, el Perú 

tenía 60 mil hectáreas de coca, según ONUD, de las cuales, solo el 3% 

era utilizada legalmente mientras que el 97% restante se destina a la 

producción de droga. Los cultivos se extienden en 14 departamentos 
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y el control de los insumos que utilizan los narcotraficantes es un 

fracaso total. La gasolina y los insumos químicos siguen pasando a 

vista y paciencia de todos. Según el libro Narcotráfico: amenaza al 

crecimiento sostenible, publicado por Macroconsult, en el país se mueven 

anualmente 1 200 millones de dólares en esta actividad ilícita. En 

cuanto a la tala ilegal de madera, según el IPE, como consecuencia de 

la deforestación y degradación de los bosques, todos los años se 

pierde en promedio 150 mil hectáreas. Debido a esta ilícita actividad, 

el Perú pierde 200 millones de dólares anuales y depende de la impor-

tación de madera no obstante que tenemos un potencial de expor-

tación de 10 mil millones de dólares. Existen entre 7 y 10 millones de 

hectáreas deforestadas que se podrían reforestar. Sin embargo, Chile 

con menos potencial, exporta 3 mil millones de dólares. En cuanto a la 

minería ilegal, el Estado acaba de ordenar la destrucción de las dragas 

de medianos mineros a lo largo de 200 kilómetros del río Madre de 

Dios. Con esta actividad ilegal, dicho departamento deja de percibir 

50 millones de soles por concepto de canon y se calcula que los 

mineros informales perciben una ganancia de 850 millones de dólares 

y extraen entre 16 y 18 toneladas al año. Pero lo más grave de todo: 

para sacar el oro se vierten 450 toneladas de mercurio cada año a los 

ríos de Madre de Dios. Y aquí aparece con nitidez un terrible cóctel 

contra el país: territorio liberado, actividad informal, negocio ilícito y 

amenaza a la ecología de los bosques y ríos.

En el caso de la minería informal existe un ingrediente particular: 

se lucha contra las grandes mineras formales denunciando la supuesta 

contaminación de ríos y bosques, denuncias que representan una ge-

neralización malintencionada y, con la violencia desplegada, se 

fractura la autoridad del Estado. La gran minería abandona sus 

proyectos y, entonces, viene la oleada de actividad informal. Un caso 

emblemático es el de Tambogrande. Las organizaciones extremistas 

ecológicas desarrollaron una campaña artera contra la Minera 
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Manhattan que tenía una concesión legal para explotar oro y claros 

compromisos de salvaguardar el medio ambiente. La campaña fue 

despiadada. Se llegó hasta hablar de que el clásico limón de Tambo-

grande que sirve para nuestro ceviche estaba en peligro. Los extre-

mistas se impusieron y Manhattan se retiró, pero luego vinieron miles 

de mineros informales que comenzaron contaminar con mercurio y 

nadie podía controlarlos. A Manhattan se le podía fiscalizar y exigir 

compromisos ambientales, ¿qué se puede controlar con miles de 

mineros ilegales?

Territorio liberado en el azúcar

Apenas el Ejecutivo observó la ley, los administradores de Pomalca 

publicaron sendos avisos en los diarios insultando al ministro de 

Economía Ismael Benavides, quien representaba al dueño principal 

de esa empresa: el Estado (todavía no se había producido la 

transferencia de acciones estatales a los trabajadores). Por la cantidad 

de inversión publicitaria surge la pregunta: ¿cómo se permite que el 

grupo Oviedo desarrolle una millonaria campaña a favor de sus 

intereses? Quizás una de las novedades de este conflicto social haya 

sido el surgimiento de una guerra mediática sin precedentes no solo 

por los avisos pagados sino por la manera cómo los medios se invo-

lucraron en la disputa. En algunos casos, algunos diarios cambiaron 

sus líneas editoriales: aparecieron criticando al grupo Oviedo y luego 

se sumaron al coro que propugnaba la ampliación de la ley de 

protección patrimonial. Otros entregaron sus líneas editoriales en pro 

del ataque mercantilista a la joven economía de mercado peruana.

Luego de la observación del proyecto que comentamos, Pomalca y 

Tumán acordaron cerrar los ingenios y desabastecer el mercado na-

cional. ¿En qué se diferencia una amenaza de este tipo con un bloqueo 

de carretera o el asalto de una hidroeléctrica? ¿Acaso no estamos ante 
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un claro delito penal que, en cualquier sociedad desarrollada, impli-

caría el camino directo a la cárcel? Pero las cosas no se quedaron en 

amenazas, porque el 11 de enero de este año se inició una huelga 

general en las dos empresas mencionadas, exigiendo la ampliación de 

la protección patrimonial.

Entre las acciones de violencia social se tomó el puente Reque en 

Chiclayo y se bloqueó la Panamericana Norte. Pero la cosa no quedó 

allí. Una delegación de azucareros se trasladó a Lima y se instaló en la 

plaza Dos de Mayo para seguir presionando a las autoridades. Se 

calcula que el grupo Oviedo ha gastado una suma superior a medio 

millón de soles en organizar estas protestas y la marcha a Lima. Una 

supuesta Federación de Trabajadores Azucareros marchó al Congre-

so y pidió una audiencia con el propio Presidente Alan García e inten-

taron vender azúcar en las calles mientras amenazaban con una huelga 

nacional que paralizaría toda la industria azucarera. Una huelga 

general con bloqueo de carreteras. ¡Qué les parece! 

Pero, ¿cómo manipulan a sectores de trabajadores a quienes les 

deben millones de soles? Se desinforma diciéndoles que el trámite 

ante Indecopi los despojará de sus derechos, no obstante que la prio-

ridad de este organismo es el pago de las deudas laborales y sociales. 

También se les soborna por participar en las protestas. Por ejemplo, el 

secretario general de Trabajadores de Pomalca, Miguel Chero, declaró 

a los medios que se pagó a cada azucarero la suma cien soles por en-

rolarse en las protestas. Asimismo, el Ministerio de Trabajo denun-ció 

que los administradores del grupo Oviedo presionaban a los tra-baja-

dores de Pomalca y Tumán amenazándolos con perder sus puestos, 

con descontarles sus sueldos y disminuir en 1% la CTS si es que no 

participaban en los actos de violencia. A esa conclusión se lle-gó luego 

de que los inspectores del Ministerio ingresaran a la empresa Tumán.
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Zurrándose en las leyes e instituciones

Luego de que el Ejecutivo observara la ley de protección patrimonial, 

el grupo Oviedo se declaró en rebeldía nacional contra las leyes 

nacionales y pretendió desarrollar una junta de accionistas el pasado 

25 de enero, reeligiendo a cinco de los sietes directores anteriores, 

según información proporcionada por la Conasev. El gerente general 

de Essalud, Javier Rosas, rechazó abiertamente la pretensión del 

grupo Oviedo y, en comunicación cursada el directorio y la gerencia 

general de Pomalca, sostuvo que la junta de accionistas no cumplió 

con las formalidades legales para su convocatoria, porque el 21 de 

enero se anunció formalmente que la junta programada para el 25 de 

enero no se llevaría a cabo. Como era natural, el Fondo Nacional de 

Financiamiento de la Actividad Empresarial (Fonafe) que, en ese 

entonces, era el representante del 33% de acciones que el Estado tenía 

en esta empresa, y Essalud desconocieron la Junta General de 

Accionistas que se desarrolló en Pomalca el 25 de enero. Pero las cosas 

no quedan allí. Ante esta situación, las autoridades de Fonafe 

denunciaron penalmente al grupo Oviedo por haber marginado al 

Estado de la Junta General de Accionista pese a que el Estado era el 

dueño principal (no se había producido la transferencia de acciones). 

Este acto de rebeldía terminó con la negativa de la Superintendencia 

de Registros Públicos de Chiclayo de inscribir el directorio que era 

promovido por el grupo Oviedo.

Otra expresión del desafío a la autoridad es la manera cómo el 

grupo Oviedo, en abierta rebelión contra el sistema de derecho, ha 

impedido la valorización de las acciones del Estado en Pomalca y 

Tumán porque no ha presentado la información financiera actuali-

zada. Al respecto, el director ejecutivo de Proinversión, Jorge León, en 

declaraciones a los medios, denunció que la negativa de estas empre-

sas a entregar información es sistemática. Proinversión había plan-

teado esas solicitudes más de nueve veces.
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Jueces contra jueces enfrentados por azucareras

Miles de trabajadores de Tumán rechazan por tercera vez a un grupo 

de matones que intentaba asumir el control de la empresa, obede-

ciendo una medida cautelar que ordenaba establecer una nueva junta 

de administración en la empresa. Al margen de qué lado está la razón 

en los hechos, este tipo de noticias se multiplican en Pomalca y Tumán 

luego de que el Ejecutivo observara la ley de Protección Patrimonial 

dejando la sensación de que en estas azucareras se ha instalado una 

especie de viejo oeste norteamericano en que todas las cosas se 

resuelven a punta de balazos y que el ejercicio de la violencia se ha 

privatizado de tal manera que la Policía Nacional no tiene presencia 

alguna. El jefe policial de la región, Warner Iglesias, advirtió que no 

contaban con los efectivos suficientes para ejecutar la medida cautelar.

Pero lo grave de todo es que los propios jueces, las propias auto-

ridades judiciales, se enfrentan abiertamente entre sí. German Auris 

Evangelista, juez provisional de Utcubamba en Amazonas, ordenó la 

medida cautelar a favor de uno de los acreedores de Tumán y, ante los 

enfrentamientos que se desencadenaron, Javier Villa Stein, jefe de la 

Oficina de Control de la Magistratura del Poder Judicial, anunció que 

investigaría al magistrado de Utcubamaba por emitir una resolución 

fuera de su jurisdicción.

La manera cómo se tramitó la medida cautelar, revela de qué 

manera la ausencia del imperio de la ley en Pomalca y Tumán, por la 

estrategia del mercantilismo de crear zonas liberadas de la autoridad 

estatal, ha comprometido a los propios jueces en estas disputas. La 

medida cautelar del juzgado de Utcubamba fue recibida por el juez de 

paz de Ferreñafe, Fernando Zurita, quien a su vez exhortó al juez de 

paz letrado de Tumán, pero este magistrado rechazó la mencionada 

resolución. Más tarde, la juez del Quinto Juzgado Civil de Chiclayo, 
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Nancy Liliana Celis revocó la medida cautelar y, entonces, se creó toda 

una cadena de enfrentamientos entre magistrados que, al final, revelan 

hechos de corrupción y la propia impotencia del Poder Judicial para 

abordar un tema como el de Tumán y confirman que estas azucareras 

se han convertido en verdaderos territorios liberados.
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V. CAÑA: AZÚCAR PARA LOS PERUANOS Y ETANOL 

PARA EL MUNDO

El alentador futuro de los sembríos de caña en el Perú no solo se 

explica por el actual modelo económico, las bendiciones del clima de 

la Costa norte que permiten sembrar caña todo el año, nos coloca en el 

primer lugar en productividad mundial, sino también —aunque sea 

un hecho paradójico— por el calentamiento del planeta que obliga a la 

humanidad a consumir combustibles limpios: en este caso, el etanol, 

que convierte a la caña de azúcar en el oro de la agricultura nacional.

El mundo se propone contrarrestar las consecuencias perniciosas 

del efecto invernadero. Entre los años 2008 y 2012 se deberán reducir 

en 5% las emisiones dañinas, y para ello, entre otras acciones, se 

promueve el uso de combustibles no convencionales en el marco del 

Protocolo de Kyoto, firmado y ratificado por más de 175 países. Con 

ese objeto, los países implementan las siguientes políticas:

—Fomento al desarrollo sostenible de combustibles alternativos.

—Promoción de cultivos utilizados como materias primas ener-

géticas.

—Fomento al desarrollo industrial y tecnológico, tendientes a la 

eficiencia energética.

—Incentivos a la inversión en proyectos de sustitución de fuentes 

energéticas de origen fósil.

—Garantías de acceso a los mercados.

—Establecimiento de estándares de emisiones y cuidado del me-

dio ambiente.

En Europa, Suecia, Alemania y España se ha exonerado totalmen-

te de impuestos al etanol; en Francia, Inglaterra, Bélgica y Polonia, de 
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manera parcial. En Estados Unidos, se ha dispuesto la eliminación de 

todos los impuestos internos y aranceles a la importación de etanol 

proveniente del Perú, en el marco del Acuerdo de Promoción 

Comercial.

En el Perú, el Congreso de la República aprobó el Protocolo de 

Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 

Cambio Climático. De allí que, en nuestro país, se promueva, en la 

letra, el consumo interno de combustibles limpios. 

Los agoreros del pesimismo y las catástrofes sueltan mentiras 

diciendo que destinar cultivos para biocombustibles es atentar contra 

la alimentación de la humanidad. Ponen de ejemplo la situación de 

Estados Unidos en que la creciente utilización de cultivos de maíz 

para producir etanol ha significado que las reservas de maíz de ese país 

se desplomen a su nivel más bajo en los últimos quince años, según 

información del Departamento de Agricultura USA. Además, los 

precios de este grano se han duplicado en los últimos seis meses. Sin 

embargo, ese argumento en el Perú es una falsedad de toda falsedad 

porque no se afectaría una sola hectárea destinada a producir alimen-

tos. El desarrollo de etanol en el país permitiría movilizar inversiones 

agrícola-industriales mayores de dos mil millones de dólares y ampliar 

la frontera agrícola en doscientas mil hectáreas. Es decir, con la 

ampliación de la frontera agrícola se garantizaría largamente el abaste-

cimiento de azúcar para todos los peruanos y se exportaría etanol. Se 

crearía una súper industria azucarera globalizada, miles de empleos, 

millones en divisas y se contribuiría a limpiar la tierra y a evitar el 

calentamiento global.

Caña de azúcar: una bendición para el Perú

Hablar del futuro de la caña de azúcar es hablar de una cartera de pro-

yectos y de la conversión del país en una verdadera potencia agrícola. 
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De allí que esas locuras mercantilistas como la prórroga de la 

protección patrimonial y el establecer límites a la propiedad agrícola 

no solo se conviertan en atentados contra la floreciente industria 

azucarera, sino en la negación de un futuro lleno de promesas. 

(Reiterar alusión a diferencias maíz y etanol.)

La caña de azúcar es la fuente más eficiente de etanol porque se 

obtiene con el mejor balance energético: una unidad de etanol 

produce 8,3 veces más de energía de la energía que se consumió para 

producirla. Supera largamente, por ejemplo, al maíz de los americanos 

que produce 1,3 – 1,8 más de energía de la energía requerida para su 

producción y a la remolacha de los europeos que produce 1,9 más de 

energía de la energía utilizada en su generación. Como se ve, la ventaja 

de la caña de azúcar es abismal. Además, por cada hectárea de caña se 

puede superar los 8 000 litros. Con la implementación de proyectos 

que permitirían ampliar la frontera agrícola, se produciría 1 800 

millones de litros anuales de etanol, de los cuales el 95% se destinaría 

al mercado internacional y la diferencia al mercado interno.

Potencial de inversiones en proyectos de etanol

La búsqueda de combustibles alternativos (limpios) ha generado un 

crecimiento sostenido de la demanda por etanol a nivel mundial y, en 

particular, en el mercado de los Estados Unidos, con el que el Perú 

cuenta con ventaja comercial de exportación con arancel cero, me-

diante el Tratado de Libre Comercio con el gran país del norte.

Estas condiciones establecen una gran oportunidad para la diver-

sificación y el desarrollo de la industria azucarera peruana, pero, ade-

más, una gran oportunidad de crecimiento de la frontera agrícola en 

un producto que no distorsionaría los precios de los productos agrí-

colas de exportación peruanos.

En ese sentido, el país cuenta con una cartera inicial de proyectos 
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de inversión para la producción de etanol del orden de los 480 mi-

llones de dólares, que se desarrollarían en la Costa norte en un área de 

41 mil hectáreas y que permitiría la generación de una capacidad de 

producción de 394 millones de litros de etanol por año.

Pero el área total de desarrollo potencial de caña de azúcar, solo en 

la Costa norte, ascendería a cerca de 200 mil hectáreas, considerando 

las áreas que pertenecen a las empresas azucareras y sembradores 

individuales que aún no están en producción y sus nuevos proyectos. 

Las áreas de los productores de arroz que tendrán la alternativa de 

cambiar su cultivo por la caña, así como los proyectos que vienen 

desarrollando empresas privadas nuevas en el rubro en la Región 

Piura con una proyección de 14 mil hectáreas De estas 200 mil 

hectáreas, 100 mil serían exclusivamente para la producción de etanol.

El potencial de desarrollo del etanol se extiende además a la 

Amazonía en zonas de ceja de selva, deforestadas por la agricultura 

migratoria y la tala de bosques, con aptitud para la instalación de no 

menos de 100 mil hectáreas adicionales de caña de azúcar para etanol 

en las áreas de secano (riego por lluvias) de los departamentos de San 

Martín, Huánuco, Loreto y Ucayali.

En resumen el desarrollo potencial de etanol podría comprender, 

en el corto plazo, cerca de 200 mil hectáreas de cultivos nuevos de 

caña de azúcar con inversiones mayores a 2 000 millones de dólares.

Limpieza del planeta

Los agoreros del pesimismo y los seudoecologistas se quedan sin 

argumentos: En términos ambientales, la caña es un excelente agente 

para producir etanol, característica que le permite combatir el efecto 

invernadero y el cambio climático durante su crecimiento y, posterior-

mente, como etanol contribuir en disminuir las emisiones contami-

nantes. Según el Ministerio de Agricultura de Brasil, una hectárea de 
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caña de azúcar puede absorber más de 60 toneladas de dióxido de 

carbono y producir 42 toneladas de oxígeno puro.

Otro factor que favorece la producción de etanol a partir de la caña 

de azúcar en el Perú, es su bajo nivel de consumo relativo de agua de 

riego con respecto a cultivos tradicionales de la costa norte peruana. 

Así tenemos que el consumo promedio por mes es de solo 1330 
3m /ha con riego tradicional, mientras que otros cultivos como el 

arroz, maíz amarillo y las menestras registran consumos mensuales 
3promedio de 2 800, 1 780 y 1 400 m /ha respectivamente. Algo más. 

Con el uso de sistemas de riego tecnificados, la eficiencia del uso del 

recurso hídrico en los cañaverales aumentará hasta un consumo 
3promedio mensual de 1 160 m /ha.





Anexo 1
Normas vinculadas al proceso
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Ley de la actividad empresarial de la industria azucarera

LEY Nº 28027 (*)

(*) Numeración rectificada mediante Fe de Erratas.

CONCORDANCIAS: D.S. N° 127-2003-EF (REGLAMENTO)

Ley N° 28448

D.S. N° 083-2005-EF (Normas referidas a la Ley de la Actividad Empresarial de la Industria 

Azucarera)

R.M. N° 01351-2006-AG (Conforman Comisión Técnica Multisectorial encargada de 

elaborar el Plan Nacional de Desarrollo de la Industria Azucarera)

Ley N° 29299 (Ley de ampliación de la protección patrimonial y transferencia de 

participación accionaria del Estado a las Empresas Agrarias Azucareras)

R. Nº 018-2009-INDECOPI-COD (Aprueban Directiva denominada «Normas de 

Implementación de la Ley Nº 29299, Ley de Ampliación de la Protección Patrimonial y Transferencia 

de Participación Accionaria del Estado a las Empresas Agrarias Azucareras»)

D.S.Nº 249-2010-EF (Aprueban las disposiciones reglamentarias que regulan el ejercicio del 

derecho de adquisición preferente de los trabajadores de las empresas agrarias azucareras a que se 

refiere la Ley Nº 29388, Ley que modifica el Artículo 2 de la Ley Nº 29299)

D.U.Nº 008-2011 (Decreto de Urgencia que autoriza la transferencia de la participación 

accionaria del Estado en las empresas agrarias azucareras a favor de los trabajadores, ex trabajadores y 

jubilados de las mismas como pago de sus acreencias laborales)

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

La Comisión Permanente del Congreso de la República

ha dado la Ley siguiente:

LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY DE LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL DE LA INDUSTRIA 

AZUCARERA

Artículo 1.- Objeto de la Ley

La presente Ley tiene por objeto propiciar el desarrollo de la industria 

azucarera nacional independientemente de la modalidad de organización 

empresarial y composición accionaria, promoviendo la inversión en esta actividad a 
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fin de que genere empleo, disminuya la pobreza, participe activamente en el 

desarrollo regional, la generación de ingresos tributarios, seguridad alimentaria, 

ahorro e incremento de divisas y el desarrollo de otras actividades agroindustriales.

Artículo 2.- Del saneamiento económico financiero.- Capitalización de la 

deuda tributaria

2.1 Las empresas agrarias azucareras en las que el Estado tiene participación accionaria y en las que desde la entrada en 

vigencia del Decreto Legislativo Nº 802 no se haya transferido más del 50% de las acciones representativas del capital social, podrán 

capitalizar la totalidad de la deuda tributaria generada al 31 de mayo de 2003, respecto de los tributos que administren y/o 

recauden la Superintendencia de Administración Tributaria - SUNAT, el Seguro Social de Salud - ESSALUD y, la Oficina de 

Normalización Previsional - ONP. No procederá la capitalización parcial de la deuda tributaria. (*)

(*) Numeral 2.1, modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28288, publicada el 

17-07-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.1 Las empresas agrarias azucareras en las que el Estado tiene participación 

accionaria y en las que desde la entrada en vigencia del Decreto Legislativo Nº 802 

no se haya transferido más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones 

representativas del capital social, podrán capitalizar la totalidad de la deuda tributaria 

generada al 31 de mayo de 2003, respecto de los tributos que administren y/o 

recauden la Superintendencia de Administración Tributaria - SUNAT, el Seguro 

Social de Salud - ESSALUD y la Oficina de Normalización Previsional - ONP. No 

Procederá la capitalización parcial de la deuda tributaria.

Las empresas agrarias azucareras a las que se refiere el párrafo anterior son 

exclusivamente aquellas en las que, a la fecha de publicación de la Ley, las acciones de 

propiedad de los trabajadores, ex trabajadores, los jubilados, sus sucesores y el 

Estado, adquiridas en virtud de lo dispuesto en el Decreto Legislativo Nº 802, sus 

normas complementarias y ampliatorias, representan más del cincuenta por ciento 

(50%) de su capital social.»

2.2 Para acogerse a la capitalización de la deuda tributaria, las empresas agrarias 

azucareras deberán cumplir con el siguiente procedimiento:

2.2.1 La solicitud de capitalización de la deuda tributaria se presentará ante los órganos administradores y/o recaudadores de 

los tributos, dentro de los sesenta (60) días naturales contados a partir de la vigencia de la presente Ley. La presentación de la 

solicitud deberá ser aprobada por el directorio de la empresa. (*)

(*) Numeral modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28207, publicada el 22-

04-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.1 La solicitud de capitalización de la deuda tributaria se presentará ante los órganos administrativos y/o recaudadores de 

los tributos hasta el 31 de mayo de 2004. La presentación de la solicitud será aprobada por el directorio de la empresa.» (*)(**)

(*) De conformidad con el Artículo 1 de la Resolución de 

Superintendencia N° 127-2004-SUNAT, publicada el 27-05-2004, para efecto 
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de lo dispuesto en el presente numeral 2.2.1, las empresas agrarias 

azucareras deberán presentar su solicitud de acogimiento dentro del nuevo 

plazo establecido, en los siguientes lugares: Contribuyentes de la 

Intendencia de Principales Contribuyentes Nacionales, en la Mesa de Partes 

de la citada intendencia; los demás contribuyentes, en la Mesa de Partes de la 

dependencia que corresponda de acuerdo a su domicilio fiscal.

A fin de cumplir con la referida obligación, el contribuyente deberá 

presentar su solicitud en dos ejemplares.

(**) Numeral 2.2.1, modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28288, 

publicada el 17-07-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.1 La solicitud de capitalización de la deuda tributaria se presentará ante los 

órganos administrativos y/o recaudadores de los tributos hasta el 31 de julio de 

2004. La presentación de la solicitud deberá ser aprobada por el directorio de la 

empresa.» (*)

(*) De conformidad con el Artículo 1 de la Resolución de Superintendencia 

N° 177-2004-SUNAT, publicada el 25-07-2004, para efecto de lo dispuesto en 

el presente Numeral 2.2.1, las empresas agrarias azucareras deberán 

presentar su solicitud de acogimiento dentro del plazo establecido, en los 

siguientes lugares:

— Contribuyentes de la Intendencia de Principales Contribuyentes 

Nacionales, en la Mesa de Partes de la citada intendencia;

— Los demás contribuyentes, en la Mesa de Partes de la dependencia 

que corresponda de acuerdo a su domicilio fiscal.

A fin de cumplir con la referida obligación, las empresas agrarias 

azucareras deberán presentar su solicitud en dos ejemplares.

2.2.2 El directorio convocará a Junta General de Accionistas dentro de los cinco 

(5) días naturales posteriores a la fecha en la que aprobó la presentación de la 

solicitud de capitalización del total de adeudos tributarios, la que se realizará de 

conformidad con la Ley General de Sociedades y los estatutos correspondientes. En 

la primera convocatoria constará la fecha y el lugar de la segunda y tercera 

convocatoria.

2.2.3 La Junta General de Accionistas en reunión con agenda única acordará 

delegar en el directorio la facultad de aprobar el aumento de capital por 

capitalización de las deudas tributarias que consten en las resoluciones aprobatorias 

de los órganos administradores y/o recaudadores de los tributos. En virtud de esta 

delegación el directorio adoptará las acciones correspondientes a la capitalización y 

entregará los certificados de acciones correspondientes.

2.2.4 En el caso de que la Junta General de Accionistas no se lleve a cabo 
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conforme a lo señalado en el numeral 2.2.2. precedente o si llevándose a cabo no se 

apruebe la capitalización de la deuda tributaria, SUNAT, ESSALUD y ONP darán 

por concluido el proceso de conciliación a que se refiere el numeral siguiente.

2.2.5 Los órganos recaudadores y/o administradores de los tributos aprobarán en el plazo de noventa (90) días naturales de 

recibida la solicitud de capitalización, los montos a capitalizar, previa conciliación con la empresa, la que debe producirse en el 

término de setenta y cinco (75) días naturales siguientes a la fecha de presentada la solicitud; en el caso de no llegarse a un acuerdo en la 

conciliación de la deuda, se tendrá en cuenta a efectos de la capitalización el monto determinado por el órgano administrador y/o 

recaudador del tributo. (*)

(*) Numeral modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28207, publicada el 22-

04-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.5 Los órganos recaudadores y/o administradores de los tributos aprobarán, en un plazo máximo de treinta (30) días 

naturales de recibida la solicitud de capitalización, los montos a capitalizar, previa conciliación con la empresa, la que debe producirse 

en el término de treinta (30) días naturales siguientes a la fecha de presentada la solicitud; en el caso de no llegarse a un acuerdo en la 

conciliación de la deuda, la empresa tendrá un plazo de treinta y cinco (35) días de presentada la solicitud para acudir al Tribunal 

Fiscal, para que este último se pronuncie en un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días sobre el monto de la deuda que se tendrá 

en cuenta a efectos de capitalización.» (*)

(*) Numeral 2.2.5, modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28288, publicada 

el 17-07-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.5 Los órganos recaudadores y/o administradores de los tributos aprobarán 

en un plazo máximo de treinta (30) días naturales de recibida la solicitud de 

capitalización, los montos a capitalizar, previa conciliación con la empresa, la que 

debe producirse en el término de treinta (30) días naturales siguientes a la fecha de 

presentada la solicitud; en el caso de no llegarse a un acuerdo en la conciliación de la 

deuda, la empresa tendrá un plazo de treinta y cinco (35) días de presentada la 

solicitud para acudir al Tribunal Fiscal, para que este último se pronuncie en un 

plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días sobre el monto de la deuda que se tendrá 

en cuenta a efectos de capitalización.» (*)

(*) De conformidad con la Sexta Disposición Final de la Ley N° 28288, 

publicada el 17-07-2004, se amplía por treinta (30) días naturales el plazo de 

conciliación previsto en el presente numeral 2.2.5, para las empresas que a la 

fecha hayan presentado su solicitud de capitalización.

2.2.6 Para los efectos de la determinación de la deuda tributaria materia de la 

capitalización, el saldo del tributo se reajustará aplicando la variación anual del 

índice de precios al consumidor de Lima Metropolitana, o una variación anual del 

seis por ciento (6%) la que sea menor, desde la fecha del último pago, o en su defecto, 

desde la fecha de exigibilidad de la deuda hasta el mes anterior a la fecha de 

acogimiento a la capitalización de los adeudos tributarios.
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CONCORDANCIAS: R. N° 175-2003-SUNAT, Art. 3

R. N° 127-2004-SUNAT, Art. 2

R. N° 177-2004-SUNAT, Art. 2

R. N° 186-2004-SUNAT, Art. 1

2.2.7 La SUNAT, antes de emitir la resolución aprobatoria de la deuda tributaria 

a capitalizar, deberá imputar contra dicha deuda, los montos depositados en la 

cuenta del Banco de la Nación a nombre de la empresa azucarera hasta tres (3) días 

hábiles antes de la fecha de presentación de la solicitud de capitalización.

CONCORDANCIAS:    D.S. N° 083-2005-EF, Art. 2

2.2.8 El directorio efectuará el aumento de capital en un plazo no mayor de veinte (20) días naturales, contados a partir del día 

siguiente de recibidas las resoluciones emitidas por los órganos administradores y/o recaudadores de los tributos, debiendo proceder a 

su inscripción registral de manera inmediata. Asimismo emitirá y entregará los certificados de acciones resultantes de la 

capitalización en un plazo máximo de treinta (30) días naturales a partir de la inscripción registral de aumento de capital. (*)

(*) Numeral modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28207, publicada el 22-

04-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.8 El directorio efectuará el aumento de capital en un plazo no mayor a veinte (20) días naturales, contados a partir del 

día siguiente de recibidas las resoluciones emitidas por los órganos administradores y/o recaudadores de los tributos, debiendo 

proceder a su inscripción registral de manera inmediata. Asimismo, emitirá y entregará los certificados de acciones resultantes de la 

capitalización en un plazo máximo de veinte (20) días naturales a partir de la inscripción registral de aumento de capital. En los 

casos en que las empresas agrarias azucareras hayan completado el trámite preliminar de este requisito en razón de la Ley Nº 28027 

y que no hayan cumplido con lo señalado en este numeral, los plazos para su cumplimiento correrán a partir de la vigencia de la 

presente Ley.» (*)

(*) Numeral 2.2.8, modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28288, publicada 

el 17-07-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.8 El directorio efectuará el aumento de capital en un plazo no mayor a 

veinte (20) días naturales, contados a partir del día siguiente de recibidas las 

resoluciones emitidas por los órganos administradores y/o recaudadores de los 

tributos, debiendo proceder a su inscripción registral de manera inmediata. 

Asimismo, emitirá y entregará los certificados de acciones resultantes de la 

capitalización en un plazo máximo de veinte (20) días naturales a partir de la 

inscripción registral de aumento de capital. En los casos en que las empresas agrarias 

azucareras hayan completado el trámite preliminar de este requisito en razón de la 

Ley Nº 28027 y que no hayan cumplido con lo señalado en este numeral, los plazos 

para su cumplimiento correrán a partir de la vigencia de la presente Ley.»
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CONCORDANCIAS:     D.S. N° 083-2005-EF, Art. 1

2.2.9 Concluido el proceso de capitalización de adeudos tributarios, los órganos 

administradores y/o recaudadores de los tributos suspenderán la verificación o 

fiscalización sobre dicha deuda, estando a su vez impedidas las empresas agrarias 

azucareras de presentar solicitudes de devolución o reconocimiento de saldos a 

favor correspondientes a períodos y tributos que han sido capitalizados.

2.2.10 El acogimiento a la capitalización de la deuda tributaria prevista en la 

presente ley extingue las multas, recargos, intereses y/o reajustes, así como los 

gastos y las costas previstas en el Código Tributario hasta la fecha de acogimiento 

por deudas exigibles al 31 de mayo de 2003.

2.2.11 La presentación de la solicitud de acogimiento a la capitalización de los 

adeudos tributarios determina la extinción de la totalidad de las multas que no 

requieren subsanación, así como sus intereses, recargos y/o reajustes. En los casos 

que requieran subsanación, se deberá presentar conjuntamente con la solicitud de 

capitalización, las declaraciones juradas o rectificatorias respectivas. Si SUNAT 

detectara la existencia de infracciones que requieran subsanación, las considerará 

como parte de la deuda a capitalizar.

Se consideran como infracciones que requieren subsanación aquellas descritas 

en los literales a) al f) del artículo 6 del Decreto Legislativo Nº 914.

2.2.12 Los deudores tributarios que tuvieran deudas por fraccionamiento de 

carácter general o especial, beneficios de regularización y/o aplazamientos para el 

pago, podrán acogerse a este régimen de capitalización de adeudos tributarios por el 

monto pendiente de pago, excluidos los intereses del tributo y del fraccionamiento, 

las multas, así como sus intereses y reajustes. Para el efecto la deuda se reajustará 

conforme a lo dispuesto en el numeral 2.2.6.

2.2.13 El régimen de capitalización de adeudos tributarios será de aplicación igualmente a las empresas agrarias azucareras a 

las que se refiere el numeral 2.1, y que transfieran dentro de los doce (12) meses siguientes de la entrada en vigencia de la presente Ley, 

más del cincuenta por ciento (50%) del capital social ya sea mediante venta de acciones o emisión de nuevas acciones, pudiendo 

incorporar la deuda tributaria generada hasta el mes anterior al que hubiera ocurrido dicha transferencia; en este caso deberá tenerse 

en cuenta que el plazo para la presentación de la solicitud de capitalización será de cuarenta y cinco (45) días naturales contados a 

partir de la celebración de la primera Junta General de Accionistas posterior a la transferencia de más del cincuenta (50%) del capital 

social ya sea mediante venta de acciones o emisión de nuevas acciones. (*)

(*) Numeral modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28207, publicada el 22-

04-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.13 El régimen de capitalización de adeudos tributarios será de aplicación igualmente a las empresas agrarias azucareras 

a las que se refiere el numeral 2.1 y que transfieran dentro de los doce (12) meses siguientes de la fecha establecida en el numeral 2.2.1, 
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más del cincuenta por ciento (50%) del capital social ya sea mediante venta de acciones o emisión de nuevas acciones, pudiendo 

incorporar la deuda tributaria generada hasta el mes anterior al que hubiera ocurrido dicha transferencia; en este caso deberá tenerse 

en cuenta que el plazo para la presentación de la solicitud de capitalización será de treinta (30) días naturales contados a partir de la 

celebración de la primera Junta General de Accionistas posterior a la transferencia de más del cincuenta por ciento (50%) del capital 

social ya sea mediante venta de acciones o emisión de nuevas acciones.» (*)

(*) Numeral 2.2.13, modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28288, 

publicada el 17-07-2004, cuyo texto es el siguiente:

«2.2.13 El régimen de capitalización de adeudos tributarios será de aplicación 

igualmente a las empresas agrarias azucareras a las que se refiere el numeral 2.1 y que 

transfieran dentro de los doce (12) meses siguientes de la entrada en vigencia de la 

presente Ley, más del cincuenta por ciento (50%) del capital social, ya sea mediante 

venta de acciones o emisión de nuevas acciones, pudiendo incorporar la deuda 

tributaria generada hasta el mes anterior al que hubiera ocurrido dicha transferencia; 

en este caso deberá tenerse en cuenta que el plazo para la presentación de la solicitud 

de capitalización será de treinta (30) días naturales contados a partir de la celebración 

de la primera Junta General de Accionistas posterior a la transferencia de más de 

cincuenta por ciento (50%) del capital social ya sea mediante venta de acciones o 

emisión de nuevas acciones.»

CONCORDANCIAS:   R. N° 175-2003-SUNAT, Art. 1

2.2.14 No está afecto al pago de impuesto a la renta cualquier ingreso o 

excedente de utilidades contables que se generasen como consecuencia directa del 

ajuste contable derivado de la aplicación de la presente Ley.

CONCORDANCIAS: D.S. N° 127-2003-EF, Art. 3 del Reglamento.

Artículo 3.- Régimen especial de reprogramación de aportes al Sistema 

Privado de Pensiones

3.1 Establécese con carácter excepcional el Régimen de Reprogramación de 

Aportes de las Empresas Agrarias Azucareras al Fondo Privado de Pensiones 

(REPROEAA-AFP) para las deudas previsionales del Sistema Privado de 

Pensiones.

3.2 Las empresas agrarias azucareras en las que el Estado tiene participación 

accionaria y que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, no hayan 

transferido más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones representativas de su 

capital social, podrán acogerse al Régimen de Reprogramación de Aportes de las 

Empresas Agrarias Azucareras al Fondo Privado de Pensiones (REPROEAA-AFP) 
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por concepto de aportes al Sistema Privado de Pensiones, que se encuentren 

pendientes al 31 de mayo de 2003, así como toda deuda que por concepto de aportes 

al Sistema Privado de Pensiones hubiera sido materia de solicitud de acogimiento al 

beneficio de fraccionamiento dispuesto por la Ley Nº 27130 y sus modificatorias, 

incluso si hubieran perdido el beneficio.

3.3 El plazo para la presentación de la solicitud de acogimiento al REPROEAA-AFP es de sesenta (60) días naturales 

contados a partir de la vigencia del reglamento de la presente Ley. El acogimiento al REPROEAA-AFP estará supeditado a la 

aprobación de las Administradoras de Fondos de Pensiones ante las que se formule la solicitud. (*)

(*) Numeral modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28207, publicada el 22-

04-2004, cuyo texto es el siguiente:

«3.3 El plazo para la presentación de la solicitud de acogimiento al REPROEAA-AFP será de sesenta (60) días naturales 

contados a partir de la vigencia de la presente Ley. El acogimiento al REPROEAA-AFP estará supeditado a la aprobación de las 

Administradoras de Fondos de Pensiones ante las que se formule la solicitud.» (*)

(*) Numeral 3.3, modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28288, publicada el 

17-07-2004, cuyo texto es el siguiente:

«3.3 El plazo para la presentación de la solicitud de acogimiento al 

REPROEAA-AFP será de sesenta (60) días naturales contados a partir de la 

vigencia de la presente Ley. El acogimiento al REPROEAA-AFP estará supeditado 

a la aprobación de las Administradoras de Fondos de Pensiones ante las que se 

formule la solicitud. En un plazo de sesenta (60) días el Poder Ejecutivo dictará las 

disposiciones reglamentarias para garantizar los derechos pensionarios de los 

trabajadores y que los mismos no sean afectados por el REPROEAA-AFP».

3.4 La deuda insoluta correspondiente al aporte obligatorio de afiliados se 

actualizará aplicando la rentabilidad nominal obtenida desde la fecha de exigibilidad 

en el Sistema Privado de Pensiones de conformidad con la tabla de actualización que 

establezca la Superintendencia de Banca y Seguros, de acuerdo al reglamento de la 

presente Ley.

3.5 La parte de la deuda insoluta correspondiente a las primas de seguros y 

comisión por administración se actualizará aplicando la variación anual del índice de 

precios al consumidor de Lima Metropolitana o una variación anual del seis por 

ciento (6%), la que sea menor, desde la fecha del último pago o en su defecto desde la 

fecha de exigibilidad de la deuda hasta el último día del mes previo a la fecha de 

presentación de la solicitud de acogimiento. Quedan extinguidas las multas, 

recargos, intereses, gastos y costas que hayan podido generar respecto de deudas por 

aportes, primas o comisiones desde que resultó exigible el pago hasta su 

acogimiento al REPROEAA-AFP.
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3.6 Las deudas del régimen REPROEAA-AFP debidamente actualizadas 

podrán ser pagadas al contado dentro de los quince (15) días hábiles siguientes de 

recibida la comunicación de la Administradora del Fondo de Pensiones que acepta la 

solicitud de acogimiento.

Asimismo, dichas deudas podrán ser pagadas de forma fraccionada hasta en 

setenta y dos (72) cuotas mensuales iguales aplicándose, en este último caso, el factor 

de financiamiento que será determinado por la Superintendencia de Banca y 

Seguros conforme se establezca en el reglamento de la presente Ley.

3.7 El incumplimiento del pago de una o algunas cuotas sujetas al 

fraccionamiento consecutivas o no consecutivas, no producirá la extinción del 

beneficio otorgado por la presente Ley. Las cuotas impagadas estarán sujetas a los 

intereses moratorios que para el efecto establezca la Superintendencia de Banca y 

Seguros. La distribución del monto recaudado por concepto de intereses 

moratorios se efectuará en forma proporcional a la participación de los siguientes 

conceptos: aporte del afiliado, prima de seguros y comisión de administración.

3.8 Todos los pagos efectuados dentro del REPROEAA-AFP tendrán efecto 

cancelatorio.

3.9 La Superintendencia de Banca y Seguros dispondrá que las Administradoras 

Privadas de Fondos de Pensiones determinen conjuntamente con las empresas 

agrarias azucareras el monto real de las deudas objeto del REPROEAA-AFP en la 

forma y los plazos que establezca el reglamento de la presente Ley.

3.10 Para los efectos de la determinación de las deudas a que se refiere el numeral 

3.9, las empresas agrarias azucareras que no hayan cumplido con comunicar 

oportunamente el cese de sus trabajadores o la interrupción temporal de la relación 

laboral a través de la Declaración Jurada de Pago de Aportes, quedarán obligadas a 

presentar ante cada AFP una declaración jurada con firma legalizada del 

representante legal de la empresa para extinguir la obligación de pago de aportes por 

los períodos no laborados por uno o más trabajadores.

3.11 Será de aplicación al REPROEAA-AFP en lo que no se le oponga lo 

dispuesto en las Leyes Núms. 27130, 27358 y 27389, así como el Decreto Supremo 

Nº 009-2001/EF, y sus normas complementarias, modificatorias y conexas.

3.12 Dispóngase la suspensión inmediata de cualquier procedimiento judicial 

iniciado por las Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones contra las 

Empresas Agrarias Azucareras por los conceptos señalados en el REPROEAA-

AFP, en caso se produzca la aprobación a que se refiere el numeral 3.3.

CONCORDANCIAS: D.S. N° 127-2003-EF, Art. 5 del Reglamento.

Artículo 4.- Protección patrimonial
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4.1 A partir de la vigencia de la presente Ley y por el lapso de doce (12) meses, 

quedan suspendidas la ejecución de medidas cautelares, garantías reales o personales 

y similares sobre los activos de las empresas agrarias azucareras en las que el Estado 

tiene participación accionaria y que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente 

Ley, no hayan transferido más del cincuenta por ciento (50%) del capital social ya sea 

mediante venta de acciones o emisión de nuevas acciones. Los embargos 

preventivos o definitivos en forma de inscripción sobre los bienes inmuebles o 

muebles registrables, así como las garantías reales continuarán inscritas pero no 

podrán ser materia de ejecución. Durante el referido período, los acreedores no 

podrán iniciar contra las empresas agrarias azucareras ninguno de los 

procedimientos concursales establecidos en la Ley Nº 27809.

Asimismo, quedan suspendidos en el estado en que se encuentren los procesos 

concursales iniciados después de la entrada en vigencia del Decreto de Urgencia Nº 

058-98. (1)(2)(3)(4)(5)(6)(7)

(1) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley N° 28288, publicada el 17-07-

2004, se prorroga hasta el 31-12-2004, el plazo establecido en el presente 

numeral 4.1.

(2) De conformidad con el Artículo 3 de la Ley N° 28288, publicada el 17-07-

2004, se precisa que lo dispuesto en el presente numeral 4.1, no alcanza a los 

contratos de molienda suscritos a partir de la vigencia de la presente Ley 

entre las empresas agrarias azucareras y los sembradores de caña de azúcar 

independientes, los cuales están sujetos a las disposiciones del Código Civil.

(3) De conformidad con el Artículo 1 de la Ley N° 28448, publicado el 30-12-

2004, se amplía en forma improrrogable hasta el 31-12-2005, el plazo 

establecido en el presente numeral.

(4) De conformidad con el Artículo 1 de la Ley Nº 28662, publicada el 30 

Diciembre 2005, se amplía  en forma improrrogable hasta el 30 de setiembre 

de 2006, el plazo establecido por el numeral 4.1 del artículo 4 de la la prseente 

Ley, modificada por las Leyes núms. 28448 y 28288, respectivamente.

(5) De conformidad con el Artículo 1 de la Ley N° 28885, publicada el 23 

septiembre 2006, se se amplia hasta el 31 de diciembre de 2008, el plazo 

establecido en el presente numeral. Asimismo, se establece que las empresas 

azucareras procederán a presentar ante el Ministerio de Agricultura un 
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Programa de Reflotamiento Empresarial que incluirá un Plan de 

Inversiones, asimismo un Programa de Reconocimiento y Cronograma de 

Pagos, según las obligaciones que tienen contraídas con el Estado y con 

terceros.

(6) De conformidad con el Artículo 1 de la Ley N° 29299, publicada el 17 

diciembre 2008, se amplía, hasta el 31 de diciembre de 2010, la protección 

patrimonial contenida en el presente numeral. Se acogen a la presente Ley 

únicamente las empresas en las que, al 1 de enero de 2009, el Estado 

mantenga participación accionaria. Precísase que el período adicional de 

seis (6) meses previsto en el numeral 4.4 del presente Artículo es computado 

desde la fecha de vencimiento del plazo señalado en la ley vigente al 

momento de la transferencia.

(7) De conformidad con el Artículo 5 de la Ley N° 29299, publicada el 17 

diciembre 2008, precísase que el régimen de protección patrimonial, 

previsto en el presente numeral, no constituye impedimento para el pago 

total o parcial de las obligaciones contraídas por la empresa agraria 

azucarera en el Cronograma de Pagos, ni de las obligaciones reconocidas 

por las empresas agrarias azucareras como capital de trabajo y de los 

convenios de pago que deberán suscribir con los gobiernos locales. No están 

incluidos en la protección patrimonial los contratos de molienda suscritos 

entre las empresas agrarias azucareras y los sembradores de caña de azúcar 

independientes, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la Ley 

Nº 28288, Ley que otorga nuevos plazos a las empresas azucareras acogidas a 

la Ley Nº 28027. Todas las demás acreencias de cualquier naturaleza 

tributaria o no tributaria, sin importar su estado u origen, quedan incluidas 

en la protección patrimonial.

CONCORDANCIAS: R. Nº 018-2009-INDECOPI-COD (Aprueban Directiva denominada «Normas 

de Implementación de la Ley Nº 29299, Ley de Ampliación de la

Protección Patrimonial y Transferencia de Participación Accionaria del Estado a las 

Empresas Agrarias Azucareras»)

4.2 Las empresas agrarias azucareras que no hayan presentado la solicitud de 

capitalización de adeudos señalada en la presente Ley dentro del término 

establecido para hacerlo y/o aquellas que no hayan concluido el procedimiento de 

capitalización de la deuda tributaria dentro del plazo señalado en la presente Ley, 
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perderán de manera automática y definitiva los beneficios del marco de protección 

patrimonial establecido en el artículo 4.

4.3 Para los efectos de lo señalado en el numeral 4.2 se entenderá que el procedimiento de 

capitalización de la deuda tributaria concluye con la emisión y puesta a disposición de los certificados 

de acciones resultantes de la capitalización de conformidad a lo dispuesto en el numeral 2.2.8. (*)

(*) Numeral modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28207, publicada el 22-

04-2004, cuyo texto es el siguiente:

«4.3 Para los efectos de lo señalado en el numeral 4.2 se entenderá que el 

procedimiento de capitalización de la deuda tributaria concluye con la emisión y 

puesta a disposición de los certificados de acciones resultantes de la capitalización 

de conformidad a lo dispuesto en el numeral 2.2.8 y con ello, la SUNAT procederá a 

dejar sin efecto los valores que contienen la deuda materia de capitalización una vez 

concluido dicho proceso.» (*)

(*) De conformidad con la Cuarta Disposición Final del Decreto Supremo 

N° 071-2004-EF, publicada el 01-06-2004, y para efecto de lo dispuesto en el 

presente numeral 4.3, se entiende por «valores» a las órdenes de pago, 

resoluciones de determinación, resoluciones de multa u otras que 

contengan deuda tributaria que hubiera sido materia de capitalización.

CONCORDANCIA: Ley N° 28448, Art. 3

4.4 Sin perjuicio del plazo de vigencia del régimen de protección patrimonial 

establecido en el presente artículo, en caso que durante la vigencia del mismo las 

empresas agrarias azucareras a las que se refiere el numeral 4.1 de la presente Ley 

transfieran más del cincuenta por ciento (50%) del capital social ya sea mediante 

venta de acciones o emisión de nuevas acciones, el marco de la protección 

patrimonial se extenderá en los mismos términos y alcances por seis (6) meses 

adicionales computados desde el vencimiento del plazo previsto en dicho numeral. 

(*)

(*) De conformidad con el Artículo 1 de la Ley N° 29299, publicada el 17 

diciembre 2008, se amplía, hasta el 31 de diciembre de 2010, la protección 

patrimonial contenida en el numeral 4.1 del presente Artículo. Se acogen a la 

presente Ley únicamente las empresas en las que, al 1 de enero de 2009, el 

Estado mantenga participación accionaria. Precísase que el período 

adicional de seis (6) meses previsto en el numeral 4.4 de la presente Ley es 

computado desde la fecha de vencimiento del plazo señalado en la ley 

vigente al momento de la transferencia.
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CONCORDANCIAS: D.S. N° 127-2003-EF, Art. 4 del Reglamento

Artículo 5.- Destino de los recursos provenientes de la venta de las 

acciones del Estado en las empresas agrarias azucareras

5.1 Los recursos provenientes de la transferencia de las acciones del Estado en 

las empresas agrarias azucareras a las que se refiere el artículo 2 de la presente Ley, 

con excepción de los obtenidos por la transferencia de las acciones de titularidad del 

Seguro Social de Salud - ESSALUD, la Oficina de Normalización Previsional - 

ONP, así como de las acciones a las que se refiere el artículo 6 de la presente Ley se 

destinarán al saneamiento de las empresas emisoras de tales acciones, única y 

exclusivamente para el pago de las acreencias de naturaleza laboral que frente a 

dichas empresas mantiene sus jubilados, trabajadores y las Administradoras 

Privadas del Fondo de Pensiones que hubiesen aceptado la solicitud de acogimiento 

al REPROEAA-AFP. Dicho pago se efectuará de manera proporcional en función a 

los importes de tales acreencias.

5.2 Para tales efectos se constituye, con carácter excepcional, el Fondo 

Financiero para el Saneamiento de Pasivos Laborales para cada una de las empresas 

agrarias azucareras, el mismo que estará conformado por los recursos líquidos 

provenientes de la transferencia de las acciones de propiedad del Estado en dichas 

empresas, de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 5.1. Dicho Fondo no recibirá 

transferencias del Tesoro Público, bajo ninguna circunstancia.

5.3 La administración de los Fondos Financieros estará a cargo del Fondo 

Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado - FONAFE.

5.4 El Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del 

Estado - FONAFE podrá celebrar con la entidad seleccionada un contrato de 

administración y tendrá dentro de sus atribuciones verificar la validez y exigibilidad 

de los pasivos laborales que serán amortizados con los recursos que integran el 

fondo sobre la base de los registros contables y demás documentación sustentatoria 

que deberá ser proporcionada por las empresas agrarias azucareras.

5.5 El Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del 

Estado - FONAFE instruirá a la entidad seleccionada para efectos de la 

administración de los Fondos Financieros, correspondiéndole la fiscalización del 

cumplimiento del contrato y del uso, de acuerdo a las disposiciones de la presente 

Ley, de los recursos que integren los Fondos Financieros.

CONCORDANCIAS: D.U.Nº 008-2011, Art. 3

D.U.Nº 008-2011, Art. 3
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Artículo 6.- Liquidación de los Fondos Económicos Especiales

6.1 Liquídanse los Fondos Económicos Especiales que se hubieren constituido 

en virtud de lo dispuesto en el Decreto de Urgencia Nº 111-97 y sus normas 

complementarias.

6.2 El proceso de liquidación estará a cargo del Fondo Nacional de 

Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado - FONAFE. Para tales 

efectos FONAFE podrá encargar la liquidación a una entidad seleccionada de 

conformidad a lo dispuesto en el reglamento de la presente Ley. FONAFE solicitará 

la venta de las acciones que conforman los Fondos Económicos Especiales de 

conformidad a la legislación vigente.

6.3 El saldo resultante de la liquidación de los recursos que conforman los 

Fondos Económicos Especiales será distribuido de conformidad a lo dispuesto por 

el Decreto de Urgencia Nº 051-98 y el reglamento de la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.- Dáse por concluida a partir de la vigencia de la presente Ley la 

representación de los delegados o representantes de los accionistas ante las Juntas 

Generales de Accionistas de las empresas agrarias azucareras, otorgada en virtud a 

lo señalado en el Decreto de Urgencia Nº 111-97, Decreto de Urgencia Nº 060-2001 

o cualquier otra norma legal complementaria, ampliatoria y conexas.

A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley quedan sin efecto los 

procedimientos de elección de delegados o representantes, para las empresas 

agrarias azucareras, siendo únicamente de aplicación lo dispuesto en la Ley General 

de Sociedades. En consecuencia, las empresas agrarias azucareras deberán proceder 

a adecuar sus estatutos a lo dispuesto en la presente Ley.

Segunda.- Déjase sin efecto lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto de 

Urgencia Nº 108-97, artículos 1, 2 y 3 del Decreto de Urgencia Nº 111-97, sus 

normas complementarias, así como todas las disposiciones legales que se opongan a 

lo establecido por la presente Ley.

Tercera.- En un plazo no mayor de dieciocho (18) meses, contados a partir de la 

entrada en vigencia de la presente Ley, el Estado deberá transferir su participación 

accionaria de conformidad con la normatividad legal vigente. (1)(2)(3)

(1) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley N° 28448, publicado el 30-12-

2004; se amplía hasta el 31-12-2005 en forma improrrogable la transferencia 

de la participación accionaria del Estado a que se refiere la presente 

disposición transitoria

(2) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley Nº 28662, publicado el 30 
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Diciembre 2005, se extiende también en forma extraordinaria el plazo para 

efectuar la transferencia de la participación accionaria del Estado a que se 

refiere la presente Disposición, dicho plazo vencerá el 30 de septiembre de 

2006, bajo responsabilidad.

(3) De conformidad con el Artículo 4 de la Ley N° 28885, publicada el 23 

septiembre 2006, se extiende en forma extraordinaria hasta el 31 de 

diciembre de 2008, el plazo para que se efectúe la transferencia de la 

participación accionaria del Estado, a que se refiere la presente Disposición 

Final.

Cuarta.- El Ministerio de Economía y Finanzas reglamentará la presente Ley en 

un plazo no mayor a cuarenta y cinco (45) días posteriores a su entrada en vigencia.

Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, a los veintiséis días del mes de junio de dos mil tres.

CARLOS FERRERO

Presidente del Congreso de la República

JESÚS ALVARADO HIDALGO

Primer Vicepresidente del Congreso

de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los diecisiete días del mes de julio del 

año dos mil tres.

ALEJANDRO TOLEDO

Presidente Constitucional de la República

BEATRIZ MERINO LUCERO

Presidenta del Consejo de Ministros
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Ley de ampliación de la protección patrimonial y transferencia de 

participación accionaria del Estado a las Empresas Agrarias Azucareras

LEY Nº 29299

CONCORDANCIAS: R. Nº 004-2009-INDECOPI-COD (Crean la Oficina 

de Supervisión del Régimen de Protección Patrimonial y designan Jefe de la 

misma)

R. Nº 018-2009-INDECOPI-COD (Aprueban Directiva denominada 

«Normas de Implementación de la Ley Nº 29299, Ley de Ampliación de la 

Protección Patrimonial y Transferencia de Participación Accionaria del 

Estado a las Empresas Agrarias Azucareras»)

D.S.Nº 249-2010-EF (Aprueban las disposiciones reglamentarias que 

regulan el ejercicio del derecho de adquisición preferente de los trabajadores 

de las empresas agrarias azucareras a que se refiere la Ley Nº 29388, Ley que 

modifica el Artículo 2 de la Ley Nº 29299)

D.U.Nº 008-2011 (Decreto de Urgencia que autoriza la transferencia 

de la participación accionaria del Estado en las empresas agrarias 

azucareras a favor de los trabajadores, ex trabajadores y jubilados de las 

mismas como pago de sus acreencias laborales)

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República;

Ha dado la Ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY DE AMPLIACIÓN DE LA PROTECCIÓN PATRIMONIAL Y 

TRANSFERENCIA DE PARTICIPACIÓN ACCIONARIA DEL 

ESTADO A LAS EMPRESAS AGRARIAS AZUCARERAS

Artículo 1.- Ampliación de la protección patrimonial

Amplíase, hasta el 31 de diciembre de 2010, la protección patrimonial 

contenida en el numeral 4.1 del artículo 4 de la Ley Nº 28027, Ley de la actividad 
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empresarial de la industria azucarera, modificada por las Leyes núms. 28288, 28448, 

28662 y 28885.

Se acogen a la presente Ley únicamente las empresas en las que, al 1 de enero 

de 2009, el Estado mantenga participación accionaria.

Precísase que el período adicional de seis (6) meses previsto en el numeral 4.4 

del artículo 4 de la Ley Nº 28027 es computado desde la fecha de vencimiento del 

plazo señalado en la ley vigente al momento de la transferencia.

Artículo 2.- Transferencia de la participación accionaria del Estado

Establécese un plazo de ciento ochenta (180) días contados a partir de la promulgación de la 

presente Ley para que la Agencia de Promoción de la Inversión Privada (Proinversión) inicie, bajo 

responsabilidad, el proceso de transferencia de la participación accionaria que el Estado tiene en 

estas empresas.

Las empresas agrarias azucareras acogidas a la presente Ley tienen un plazo improrrogable 

de noventa (90) días calendario para presentar a la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y 

Valores (Conasev) los estados financieros auditados y aprobados por la junta general de accionistas.

Los directorios de estas empresas son civil y penalmente responsables del cumplimiento de lo 

dispuesto en el segundo párrafo. Las empresas que no cumplen con lo dispuesto en el presente artículo 

pierden la protección patrimonial. (*)

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 29388, publicada el 18 

julio 2009, cuyo texto es el siguiente:

«Artículo 2.- Transferencia de la participación accionaria del Estado

Establécese un plazo de ciento ochenta (180) días, contado a partir del 1 de 

julio de 2009, para que la Agencia de Promoción de la Inversión Privada 

(Proinversión) inicie, bajo responsabilidad, el proceso de transferencia de la 

participación accionaria que el Estado tiene en estas empresas. La Agencia de 

Promoción de la Inversión Privada (Proinversión) otorga el derecho preferente a los 

trabajadores de las empresas agrarias azucareras acogidas al régimen patrimonial de 

la Ley Nº 28207, Ley que Otorga Nuevos Plazos a las Empresas Azucareras 

Acogidas a la Ley Nº 28027, para la adquisición de las acciones del Estado en las 

empresas en las que laboran, de manera excluyente, de conformidad con el siguiente 

detalle:

1. Derecho individual y preferencial para adquirir directamente hasta el veinte 

por ciento (20%) del total de las acciones emitidas en las empresas en que laboran; o

2. los trabajadores que, en forma conjunta, representen un mínimo del veinte 

por ciento (20%) de los trabajadores que tengan contrato de trabajo a plazo 

indeterminado y cuenten con más de tres (3) meses de antigüedad pueden ejercer el 
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derecho preferente sobre el total de las acciones.

La Agencia de Promoción de la Inversión Privada (Proinversión) fija el plazo 

para que los trabajadores ejerzan su derecho de preferencia y la forma de determinar 

el precio respectivo; vencido dicho plazo, las acciones pueden ser vendidas a 

terceros, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Legislativo Nº 674, Ley de 

Promoción de la Inversión Privada en las Empresas del Estado.

Las empresas agrarias azucareras acogidas a la presente Ley tienen un plazo 

improrrogable de noventa (90) días calendario para presentar a la Comisión 

Nacional Supervisora de Empresas y Valores (Conasev) los estados financieros 

auditados y aprobados por la Junta General de Accionistas de los años anteriores a 

2008. El correspondiente al año 2008 debe presentarse a más tardar el 30 de junio de 

2009.

Los directorios de estas empresas son civil y penalmente responsables del 

cumplimiento de lo dispuesto en el segundo párrafo. Las empresas que no cumplan 

con lo dispuesto en el presente artículo pierden la protección patrimonial.»

CONCORDANCIAS: LEY N° 29388, Art. 2 y 3

Artículo 3.- De los programas requeridos

El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 

Propiedad Intelectual (Indecopi), bajo responsabilidad, verifica la presentación de la 

documentación requerida para acogerse a lo dispuesto en el artículo 1, y determina 

el procedimiento para la presentación y el seguimiento necesarios para el presente 

proceso. No se aplicará al presente procedimiento la Ley Nº 27809, Ley General del 

Sistema Concursal.

Las empresas agrarias azucareras actualizan y presentan el Programa de 

Reflotamiento Empresarial, el Programa de Reconocimiento de Obligaciones y el 

Cronograma de Pagos al Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 

Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) en un plazo máximo de un (1) año 

contado a partir de la vigencia de la presente Ley. El Programa de Reconocimiento 

de Obligaciones y el Cronograma de Pagos serán reajustados periódicamente hasta 

junio de 2010.

El cronograma de pagos prioriza los pagos de remuneraciones y beneficios 

sociales, de conformidad con el artículo 24 de la Constitución Política del Perú. 

Asimismo, se priorizan las obligaciones alimentarias y los aportes previsionales.

El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 

Propiedad Intelectual (Indecopi) informa trimestralmente a las Comisiones de 

Economía, Banca, Finanzas e Inteligencia Financiera; y Agraria del Congreso de la 
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República sobre los avances en el cumplimiento del Programa de Reflotamiento 

Empresarial, del Programa de Reconocimiento de Obligaciones y del Cronograma 

de Pagos, así como de la transferencia de la participación accionaria del Estado.

CONCORDANCIAS: D.U.Nº 008-2011, Art. 3

Artículo 4.- Incumplimiento

El incumplimiento de la suscripción de los convenios de pago con los 

municipios, contenidos en el artículo 5, de la entrega de la información prevista en el 

segundo párrafo del artículo 2 y de lo establecido en el segundo párrafo del artículo 3 

de la presente Ley o del Programa de Reconocimiento de Obligaciones y el 

Cronograma de Pagos, por parte de las empresas agrarias azucareras deja sin efecto 

su acogimiento a la protección patrimonial dispuesta en el artículo 1, condición que 

será determinada por el Indecopi.

Artículo 5.- Precisión sobre la aplicación de la protección patrimonial

Precísase que el régimen de protección patrimonial, previsto en el numeral 4.1 

del artículo 4 de la Ley Nº 28027, no constituye impedimento para el pago total o 

parcial de las obligaciones contraídas por la empresa agraria azucarera en el 

Cronograma de Pagos, ni de las obligaciones reconocidas por las empresas agrarias 

azucareras como capital de trabajo y de los convenios de pago que deberán suscribir 

con los gobiernos locales.

No están incluidos en la protección patrimonial los contratos de molienda 

suscritos entre las empresas agrarias azucareras y los sembradores de caña de azúcar 

independientes, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la Ley Nº 

28288, Ley que otorga nuevos plazos a las empresas azucareras acogidas a la Ley Nº 

28027. Todas las demás acreencias de cualquier naturaleza tributaria o no tributaria, 

sin importar su estado u origen, quedan incluidas en la protección patrimonial.

Artículo 6.- Plan Nacional de Desarrollo de la Industria Azucarera

El Poder Ejecutivo difunde e implementa el Plan Nacional de Desarrollo de la 

Industria Azucarera, dispuesto en el artículo 3 de la Ley Nº 28662, Ley que prorroga 

el plazo para acogerse al Régimen de Protección Patrimonial que establece la Ley Nº 

28027, Ley de la actividad empresarial de la industria azucarera.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
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ÚNICA.- Derogatoria

Deróganse o déjanse sin efecto las normas que se opongan a la presente Ley.

Comunícase al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, a los quince días del mes de diciembre de dos mil ocho.

JAVIER VELÁSQUEZ QUESQUÉN

Presidente del Congreso de la República

ÁLVARO GUTIÉRREZ CUEVA

Segundo Vicepresidente del

Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dieciséis días del mes de 

diciembre del año dos mil ocho.

ALAN GARCÍA PÉREZ

Presidente Constitucional de la República

YEHUDE SIMON MUNARO

Presidente del Consejo de Ministros



— 90 —



— 91 —



— 92 —



— 93 —



— 94 —



— 95 —



— 96 —



— 97 —



— 98 —



— 99 —



— 100 —



— 101 —



— 102 —



— 103 —



— 104 —



— 105 —



— 106 —



— 107 —



— 108 —



Anexo 2
Editoriales y artículos periodísticos que expresan un 

consenso nacional contra el mercantilismo
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«El mercantilismo en los tiempos del cólera»

Por: Fritz Du Bois.

En: Perú.21. Sección Opinión.

Lima, viernes 12 de noviembre de 2010.

Para los políticos un período electoral debe de generar la misma 

ansiedad que una epidemia de cólera para cualquier otro mortal, si se 

contagian de impopularidad el drenaje del apoyo electoral les puede 

causar la muerte en la política de manera terminal.

Es por ello que se desesperan y buscan ganarse la simpatía de sus 

electores como sea. De esa forma aparecen leyes populistas. Pero la 

desesperación también los lleva a buscar fondos de cualquier manera 

para financiar su campaña electoral y una forma rápida para que los 

parlamentarios logren recursos es a través de propuestas mercanti-

listas, cuyos beneficiarios agradecidos por el servicio prestado apor-

tan a los candidatos.

Así tenemos, por ejemplo, que la ley de protección patrimonial a un 

solo grupo empresarial, que administra dos complejos azucareros, es 

el más escandaloso caso de mercantilismo con nombre propio que 

hemos presenciado en muchos años.

Más aun, en esta ocasión parece que los interesados se descuidaron 

por lo que tuvieron que hacer un apurado lobby parlamentario. 

Mientras que los promotores de la ley se vieron obligados a arrear 

compañeros para lograr el quórum necesario. A pesar que tuvieron 

que correr, al final lo lograron y el proyecto va camino al Pleno donde, 

sin duda, será aprobado. Ello a pesar de que el sector azucarero no 

requiere de ningún apoyo especial, ya que es como cualquier otro, en él 

existen empresas eficientes que tienen ganancias con las cuales pagan 

sus deudas y salarios sin tener que pedirle nada al Estado. Incluso, el 

grupo al que intentan beneficiar tiene, evidentemente, liquidez 

demostrada no solo por la gran cantidad de amigos políticos con los 
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que cuenta sino también porque pagan el costoso equipo de fútbol 

que tienen tratando de llegar a la final del campeonato descentra-

lizado.

Por tanto, no entendemos la justificación para ese tratamiento dis-

torsionante e inmoral. Excepto, claro está, que para ese grupo empre-

sarial la ley en cuestión es espectacularmente rentable, ya que no le 

pagan a los acreedores y encima como, tampoco se venden las 

acciones del Estado, se han adueñado, en la práctica, de empresas que 

valen no menos de 100 millones de dólares, sin haberlas comprado. 

Un verdadero negocio redondo que compartirán, estoy seguro, con 

sus amigos tan preocupados en protegerlos de la injusticia de pagar 

sus deudas y competir en el mercado.

http://peru21.pe/impresa/noticia/mercantilismo-tiempos-

colera/2010-11-12/289722

http://peru21.pe/impresa/noticia/mercantilismo-tiempos-colera/2010-11-12/289722


— 113 —

«Congreso diabético»

Por: Aldo Mariátegui

En: Correo, sección Columna del director.

Lima, viernes 19 de noviembre de 2010

Sería una sinvergüenzada politiquera que el Congreso vuelva a 

extender la protección patrimonial a las cooperativas azucareras que 

aún subsisten en el norte, tal como se viene maniobrando ahora en el 

Congreso. No tiene razón económica de ser y es discriminatorio que 

exista un sector en una economía de libre mercado que esté al margen 

de las obligaciones y contingencias que todos los demás agentes 

económicos soportan cada día. Lo que se observa allí son azucareras 

quebradas que son manejadas por grupitos de sabidos (que ni siquiera 

controlan la mayoría de acciones), los que manipulan a los 

desesperados cooperativistas y hacen su agosto entre ese paraguas y la 

informalidad con la que manejan las ventas por lo bajo y las cuentas 

(me pregunto cuánto estará perdiendo el Estado en impuestos). 

Como los enquistados manejan mucho dinero, las críticas son 

bastante mediatizadas, los silencios o cherries muy extendidos e incluso 

se hace populismo con equipos de fútbol local. Y claro, el Congreso 

prorroga esto tanto por cómodos intereses electoreros como por 

evitarse problemas, además que al APRA (sobre todo a Sipán y Del 

Castillo) no le interesa alienarse apoyos en el norte.

Ya es hora de que ese mangoneo se acabe, de que no se extienda 

más ese privilegio indebido y de que ProInversión de una vez por 

todas proceda a subastar las acciones estatales de estas agónicas 

cooperativas (Cayaltí, Pomalca, Tumán, etc.) para que éstas se tornen 

en sociedades anónimas normales, que tributen y que se manejen de 

manera transparente. Es que hay casos que claman al cielo, como 

Cayaltí. Esta azucarera se encuentra quebrada desde hace mucho 

tiempo, pero en la época de Toledo se tomó la fatal decisión, a 
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iniciativa del entonces presidente regional lambayecano Yehude 

Simon, de hacer ingresar a Cofide como salvavidas mediante un 

fideicomiso, cuando lo sensato era transferirla al sector privado para 

que éste se encargue de sanearla con sus recursos y no con los de los 

contribuyentes. En siete años no sólo no se ha revertido la situación de 

la azucarera, sino que encima se han perdido recursos de los 

contribuyentes en esquemas absurdos de sustitución de cultivos, que 

como bien apunta el analista Ricardo Valcárcel, han significado 

sangrías por S/.14 millones en el 2008 y S/.24 millones el año pasado, 

con un 45% del área cultivable abandonada y sólo el 18% dedicada al 

azúcar, cultivo que irónicamente hoy es un gran negocio. Se le debe 

cerca de S/.30 millones a EsSalud y otros entes, además de que las 

deudas bancarias del fideicomiso de Cofide van por los S/.80 

millones. Como se ve, Cayaltí ha sido un Vietnam para Cofide y habría 

que agradecerle a políticos como Yehude Simon (ahora aliado de 

PPK. ¿Por qué PPK no le pregunta por Cayaltí a este inepto? ¿Por qué 

PPK se alía con quien fue un desastre en el premierato y que ya está 

desahuciado políticamente?) y a Manuel Otero Bonicelli, ese genial ex 

gerente general de Cofide y ex asesor parlamentario del pumista Javier 

0.5% Canseco que ideó esta desastrosa intervención, motivado por su 

sesgo ideológico izquierdista y apoyado por el economista 

heterodoxo Daniel Schydlowski, entonces titular de ese ente.

Incluso Otero contrató a conocidos activistas rojos, como el 

también pumista Nicolás Lynch (al que Otero también asesoró 

cuando éste fue ministro de Educación) y Edmundo Murrugarra, para 

consultorías en Cayaltí. No sé cuánto sabrían ambos de la industria 

azucarera. Hasta se contrató al siquiatra Max Hernández, 

seguramente para tratar los problemas mentales de las cañas de 

azúcar...

Siete años de fracasos y ahora todavía se escuchan voces que se 

oponen a que de una vez este cadáver de Cayaltí pase al sector privado, 
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que es lo sensato (como cuerdo sería también liquidar Cofide, nido 

estatal de burócratas que nos ha servido de muy poco). Y que también 

suceda lo mismo con las otras cooperativas azucareras. Si los Oviedo y 

los Huancaruna quieren seguir controlándolas, pues que paguen su 

valor de mercado en una subasta abierta. El Congreso no debe volver 

a cubrirse de vergüenza prorrogando esa protección patrimonial 

mercantilista y politiquera. Y que se vendan las acciones del Estado de 

una vez. Prefiero un eventual oligopolio de Gloria (para eso existe 

Indecopi) que la desastrosa situación actual.

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSe

cci_id=84&txtSecci_parent=&txtNota_id=483844

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSecci_id=84&txtSecci_parent=&txtNota_id=483844
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«Azucareras: Un negocio que debe caminar solo»

En: El Comercio. Sección Editorial.

Lima, sábado 4 de diciembre de 2010, sección Editorial.

En cada proyecto de ley que se aprobó en el Congreso para extender la 

protección patrimonial a las azucareras (con el último serían siete), se 

mencionó la palabra «improrrogable». Los hechos demuestran que la 

medida no ha funcionado y nada garantiza que eso ocurrirá durante el 

2011.

Ninguna otra empresa en el país recibe un marco de protección 

similar al que beneficia a las azucareras: se evitan los embargos de los 

acreedores y los procesos concursales, e incluso el pagar impuestos al 

Estado. Esto lo convierte en discriminatorio.

Las empresas beneficiarias, Pomalca, Tumán y Cayaltí, tienen 

deudas al 30 de setiembre del 2009 que ascienden a S/.862 millones. 

Estas compañías le deben a los trabajadores, a las AFP, ONP, Sunat, 

Essalud, a los gobiernos locales y a otras empresas. Y se han compro-

metido a honrar estas deudas recién al 2037, como es el caso de 

Pomalca y Tumán, azucareras en manos de la administración judicial 

del grupo Oviedo, cercano a Palacio por cierto.

Curiosamente, el flujo de caja de estas empresas es muy intere-

sante: el año pasado las ventas de Pomalca ascendieron a S/.107 millo-

nes, Tumán a S/.113 millones y Cayaltí a S/.22 millones.

Todo esto en un contexto en que el precio internacional del azúcar 

registra picos históricos: en noviembre alcanzó los US$788 dólares la 

tonelada, cuando en los últimos años no superaba los US$300. El 

mercado local, pese a ser casi autosuficiente, también ha registrado 

alzas en el precio. Por ello, el resto de empresas azucareras en manos 

de inversionistas privados camina bastante bien, con utilidades más 

que interesantes, lo que demuestra que el negocio en sí no requiere de 

ayudas estatales.
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Tomando en cuenta lo que plantea el Congreso y la actual coyuntu-

ra de precios, lo que ocurre en la práctica es que se termina ayudando a 

los actuales administradores de estas azucareras a ganar más frente a 

las que no tienen protección patrimonial.

Así, los legisladores pretenden impedir la venta de las acciones del 

Estado en dichas azucareras «hasta que no se den las condiciones del 

mercado». Lo real es que Pro Inversión tiene dificultades en valorizar 

las acciones para venderlas en el mercado bursátil, porque el grupo 

Oviedo no ha transparentado su información financiera actualizada. 

De manera indirecta, entonces, el Parlamento interfiere en los líos co-

merciales de privados, cuando esas acciones del Estado son ambicio-

nadas principalmente por el grupo Oviedo —que se mantendrá a 

cargo de la administración judicial de Pomalca y Tumán el 2011— y 

otras empresas del sector.

En todo caso, los actuales congresistas son corresponsables de que 

no se haya pagado las deudas a los trabajadores y al propio Estado, al 

haber extendido los plazos sin exigir un plan de salida, lo que alargó el 

problema. Esperamos que, como lo adelantó el ministro de Econo-

mía y Finanzas, Ismael Benavides, el dictamen sea observado y se evite 

una nueva extensión del plazo. El Estado debe dejar que las empresas, 

sean del sector que fueren, aprendan a ganar y perder por sus propios 

medios.

Paralelamente, el Estado no puede seguir postergando sus obliga-

ciones derivadas del desastroso e improvisado experimento de la dic-

tadura socialista de Juan Velasco Alvarado, con el consecuente retraso 

agroexportador del país.

http://elcomercio.pe/impresa/notas/azucareras-negocio-que-

caminar-solo/20101204/679023

http://elcomercio.pe/impresa/notas/azucareras-negocio-que-caminar-solo/20101204/679023
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«No a la protección a las azucareras»

En: Gestión, sección Editorial.

Lima, martes 7 de diciembre de 2010.

No debería haber tratamientos discriminatorios en una economía que 

se precia de ser libre y de mercado, y menos si ello favorece no 

precisamente a los más necesitados, como parece ser el caso de la ley 

de protección patrimonial de las empresas azucareras en las que el 

Estado mantiene participación accionaria (32.88% de Pomalca, 

7.22% de Tumán y 23.53% de Cayaltí) recientemente prorrogada por 

el Congreso y de la que también extiende el plazo para la venta de las 

acciones estatales (en ambos casos hasta el 31 de diciembre del 2011).

Aparte de ocasionar una pérdida de valor de las acciones de las mismas 

empresas azucareras, esta ley tiene efectos perversos como, por 

ejemplo, fomentar una competencia desleal en desmedro de otras 

empresas que cumplen con sus obligaciones tributarias y pasivos 

oportunamente.

De otro lado, como ha dicho el propio presidente García, si la pro-

tección patrimonial es eterna, las empresas que gozan del beneficio se 

hunden más en deudas (a los trabajadores, a la Sunat, a Essalud). El 

mandatario ha anunciado que el estado evaluará si esta protección está 

beneficiando a algún grupo económico que con poca aportación de 

capital ya tiene el dominio administrativo, gracias a jueces y a recursos 

de amparo. Es decir, no ha descartado malos manejos en el marco de 

este beneficio.

Al parecer, el Ejecutivo observaría la prórroga aprobada y enviaría 

al Congreso un nuevo proyecto modificatorio. El problema es que las 

sucesivas prórrogas ya abarcan varios años y es tiempo de que el 

estado se retire totalmente de las empresas azucareras, como lo ha 

subrayado el ministro de Economía, Ismael Benavides, quien además 

afirmó que la posición del Ejecutivo era observar esta norma e impe-

dir la prórroga.
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En realidad, esta será la segunda prueba de fuego para Benavides. 

La primera fue la defensa del presupuesto público del 2011, la cual 

perdió parcialmente ya que el presupuesto aprobado recoge parte 

importante de las propuestas de los congresistas apristas que 

sustituyeron partidas que no tenían financiamiento.

Si finalmente la ley de protección patrimonial de las empresas azu-

careras se prorroga, sea porque el congreso aprueba la norma por in-

sistencia (con apoyo de la banca aprista) o porque el Ejecutivo envía 

alguna fórmula que implique ello, el MEF habrá perdido su segunda 

batalla.

http://gestion.pe/impresa/edicion/2010-12-07/14657

http://gestion.pe/impresa/edicion/2010-12-07/14657
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«¿Por qué solo proteger a las empresas privadas azucareras?»

Por: Germán Lench Cáceres*

En: La Razón. 

Lima, 12 de diciembre de 2010.

El proyecto de Ley Nº 4303/2010-CR presentado en el Congreso de 

la República, pretende seguirle otorgando protección a las empresas 

privadas azucareras, así mismo propone suspender la venta de 

acciones estatales en las empresas Pomalca, Tumán y Cayaltí.

La iniciativa legislativa menciona que con su aprobación, se 

obtendrá estabilidad económica, social y laboral, sin embargo en su 

análisis costo beneficio cuantitativamente no demuestra nada, mucho 

menos los beneficios que el país obtendrá por continuar dando 

protección a privados; o sea incumple con el Reglamento del Congre-

so que tiene fuerza de Ley y exige sustentos técnicos para los Proyec-

tos de Ley.

Lo grave es, que desde hace aproximadamente ocho años, desde el 

2003, se viene brindando la denominada protección patrimonial, pero 

surge una afirmación lógica: Si en tanto tiempo los accionistas 

privados no han ordenado o reestructurado las azucareras, entonces 

corresponde que paguen su ineficiencia.

Según datos oficiales en los últimos 20 años en el Perú, se ha reflo-

tado la industria azucarera, y el cultivo de caña de azúcar ha crecido de 

forma importante entre 1990 y 2009, la producción de caña se 

incrementó en 70%, paso de 5.9 millones a 10.1 millones de toneladas.

La producción de azúcar creció en 80%, pasó de 592 mil toneladas 

a más de un millón de toneladas; los últimos cuatro años se batió 

récord de producción, en especial el año. En el periodo acotado, la 

superficie sembrada con caña de azúcar creció en 53%, al pasar de 

48.4 mil a 76.6 mil ha. El rendimiento se ha incrementado, en el 2009 

se extendió a las 136 t/ha, logrando el primer lugar en el mundo, 
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seguido por Egipto y Tanzania, con 120 t/ha. Algunas empresas azu-

careras, como Casa Grande, del grupo Gloria, están logrando rendi-

mientos de hasta 158 t/ha.

Este panorama induce a definir acciones concretas: el Estado debe 

vender las acciones que tiene en estas empresas. Un tema de privados 

lo deben resolver sus dueños, si no pueden es su problema; lo criti-

cable es que se sigan debatiendo Proyectos de Ley que no demuestran 

beneficios, por darles a las azucareras un trato diferente a otras 

empresas; pero lo que si es verdad, es que sus accionistas son grupos 

empresariales en auge, que en los últimos años han diversificado sus 

negocios y vienen creciendo en otros rubros complementarios, claro y 

en algunos casos, ganaron dinero con el incremento del precio del 

azúcar en el mercado interno. Ojalá que las mismas ganancias las 

hayan tenido los agricultores de caña. ¿Habría que ver?

(*) Economista.

http://www.larazon.com.pe/online/indice.asp?tfi=LROpinion02&

td=12&tm=12&ta=2010

http://www.larazon.com.pe/online/indice.asp?tfi=LROpinion02&td=12&tm=12&ta=2010
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«Azúcar: que el mercado decida»

En: Expreso, sección Editorial.

Lima, martes 21 de diciembre de 2010.

La venta de las acciones del Estado en los complejos azucareros 

Pomalca, Tumán y Cayaltí —32.33% de participación en Cayaltí, 

32.88% en Pomalca y 7.21% en Tumán— ha detonado, entre otros 

factores, el problema del azúcar en el país y ha dado lugar a un 

cuestionado proyecto de ley impulsado por un sector de la bancada 

oficialista que suspende esta venta y prorroga por un año más la pro-

tección contra embargos a las azucareras. La medida, tal como está 

planteada,  beneficiaría principalmente al Grupo Oviedo por lo que se 

ha señalado que este proyecto de ley ya aprobado en el Congreso tiene 

nombre propio.

¿Qué hace el Estado con acciones de empresas azucareras? No se 

necesita ser un experto para entender que lo único que cabe aquí es la 

venta de tales acciones y que el problema, como lo ha reiterado el 

ministro de Economía, Ismael Benavides, lo resuelva luego el sector 

privado en su propio ámbito. Pero hay algo más y contundente en el 

fondo y en la forma: estas empresas tienen vigente un régimen desde 

el 2003 que las protege de medidas cautelares o procedimientos con-

cursales por parte de los acreedores. Sin embargo debe considerarse 

que cuando fue aprobado este régimen el sector azucarero de Perú 

pasaba por un período de inestabilidad, que ha sido superado debido a 

la recuperación de los precios fundamentalmente. Con ese sistema 

proteccionista, las empresas lo que han hecho es hundirse más en 

deudas con sus trabajadores, y con la Sunat, en vez de asegurar su 

recuperación definitiva. Es por ello que el ministro de Economía, 

Ismael Benavides, ha sido claro: si no han podido recuperarse en todo 

este tiempo o son ineptos o no quieren hacerlo para seguir gozando de 

un régimen de excepción que los proteja de todo y, por cierto, de la 

libre competencia.
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Hay, además, algo más serio y complicado. El grupo Oviedo tiene, 

merced a recursos de amparo y sentencias judiciales, el dominio ad-

ministrativo. Pese a ser una empresa productiva no ha alcanzado ese 

control, como es lo natural, con inversiones, reingeniería e inyección 

de recursos sino con el manejo de toda la tramoya judicial. Ese es, 

justamente, la secuela de todo monopolio o de todo proteccionismo: 

empresas expertas en todo menos en saber hacer negocios y en 

ganarse en buena lid un lugar preferente en el mercado.

El controvertido proyecto está listo para su promulgación pero 

todo indica —y en buena hora que sea así— que el presidente García 

lo observará. Es tan clara y precisa la posición del ministro Benavides 

como ampuloso y raro el accionar del grupo Oviedo, que dicha 

observación cae por sí sola. Estamos en una economía de mercado y 

todos debemos atenernos a ella y competir en igualdad de condi-

ciones. Los regímenes de excepción no se justifican de ninguna mane-

ra pues atentan contra la esencia del mercado. Que el Estado venda 

sus acciones al mejor postor y que el mercado haga lo que tiene que 

hacer. Esa es la receta para salir del atolladero.

http://www.expreso.com.pe/editorial/azucar-que-el-mercado-

decida

http://www.expreso.com.pe/editorial/azucar-que-el-mercado-decida
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«Ley azucarera es inconstitucional»

En: El Comercio, sección Editorial.

Lima, jueves 6 de enero de 2011.

En buena hora el presidente Alan García se animó a decir las cosas por 

su nombre y calificar de tratamiento discriminatorio e inconsti-

tucional el régimen de protección patrimonial del cual gozan las em-

presas azucareras en las cuales el Estado es accionista.

Entre los argumentos esgrimidos por el Poder Ejecutivo para ob-

servar la autógrafa de la ley congresal que pretendía prorrogar dicho 

régimen, se subraya que este «se ha convertido en un sistema paralelo, 

más laxo e imperfecto, al actual sistema concursal». Por ello, concluye 

que es discriminatorio con relación al resto de empresas que no gozan 

de un sistema de beneficios similar.

Aparte de contravenir el artículo 60 de la Constitución, que exige 

un mismo tratamiento legal para «la actividad empresarial, pública o 

privada» y el 103, que prohíbe dar leyes con nombre propio, se indica 

que la protección patrimonial «perennizará el dominio de grupos con 

escasa participación en el capital social, mínima inversión y posición 

privilegiada para la comercialización del producto a través de 

empresas que son también de su propiedad».

Sobre este último punto, el grupo Oviedo, el administrador de las 

empresas Pomalca y Tumán a quien se alude tácitamente, no ha 

esclarecido las razones por las que vende a bajo precio las bolsas de 

azúcar a sus empresas comercializadoras, de tal manera que estas 

últimas se llevan todo el margen de ganancias y no las propias azuca-

reras con deudas millonarias y en proceso de salir del hoyo.

En respuesta, el grupo Oviedo ha recordado que el mismo García 

ya firmó en dos oportunidades leyes de prórroga para este régimen 

discriminatorio. Pero, es claro que hoy la situación es diferente: la 

economía del país es otra, el agro genera miles de millones y los 
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precios locales del azúcar han mejorado notablemente los rangos de 

utilidad de las empresas del sector.

El camino más eficiente, como lo indica la propia observación, es 

el procedimiento concursal en el Indecopi, que protege a todos los 

acreedores y prioriza el pago de deudas laborales.

Sin embargo, no todo está dicho. La Comisión Agraria intenta ra-

tificar su propuesta inicial, sin allanarse a las observaciones del Ejecu-

tivo, y busca que la Comisión Permanente la ponga a votación de 

inmediato, lo que sería negativo y contraproducente. Esperamos que 

la decisión final sea coherente con nuestra Constitución y no prorro-

gue regímenes discriminatorios.

h t t p : / / e l c o m e r c i o. p e / i m p r e s a / n o t a s / l e y - a z u c a r e r a -

inconstitucional/20110106/694515

http://elcomercio.pe/impresa/notas/ley-azucarera-inconstitucional/20110106/694515
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«Una dulce extorsión»

Por: Fritz Du Bois.

En: Perú.21, sección Opinión.

Lima, lunes 10 de enero de 2011.

No sabemos exactamente en qué momento ocurrió, pero el hecho 

alarmante es que el manejo del tema azucarero está adquiriendo 

ribetes delictivos, que uno usualmente hubiera asociado a actividades 

criminales como el narcotráfico o el contrabando. Extraño destino 

para un humilde producto doméstico que le encanta a los peruanos.

Primero, tuvimos un escandaloso proyecto de ley con nombre propio, 

justamente auspiciado por el secretario general del Apra, quien hoy, 

tratando de poder seguir gozando de inmunidad parlamentaria, está 

intentando limpiar su expediente tan cuestionado. Luego de la correc-

ta observación por parte del Gobierno, a ese mamarracho de los parla-

mentarios, llegó la reacción matonesca de los que ya se sentían bene-

ficiados, adoptando una actitud de intimidación propia de un ham-

pón, amenazando con dejar desabastecido el mercado si el proyecto 

no era promulgado.

Si consideramos que el proyecto en cuestión es un «perro muerto» 

legal, diseñado para beneficiar a un privilegiado grupo empresarial, 

que se embolsicará una millonada al no tener que pagar sus cuantiosas 

deudas, con el manto de protección que recibiría del Estado, entonces 

se entiende la desesperación de los involucrados por materializarlo. 

Incluso, uno se pregunta cuánto habrá sido lo que invirtieron en el 

proceso inicial de aprobarlo. En realidad, hay mucho en juego, desde 

la estabilidad jurídica, que debería impedir que con el apoyo de parla-

mentarios alguien pueda aspirar a tener un marco legal individual, 

hasta el principio constitucional de la no discriminación y el 

tratamiento que se debe de dar a todos por igual.

Así que sería realmente desastroso que el Gobierno ceda ante la 
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intimidación; el día de mañana cualquier otro también sacará su ley 

con nombre propio. El mercantilismo ya no tiene lugar alguno en una 

economía moderna, por lo que aprobar ese proyecto sería retroceder 

20 años y perder todo lo avanzado.

Por ello, nos parece adecuado que el Gobierno tome todas las 

medidas del caso para evitar que la prepotencia logre su propósito. No 

solo es necesario suspender temporalmente la exportación de azúcar 

para mantener un buen nivel de inventarios, también se debe facilitar 

la importación y hacerlo con carácter de urgencia, para que los 

embarques lleguen lo antes posible, evitando de esa manera que los 

que están detrás de esta inaceptable intimidación salgan ganando.

http://peru21.pe/impresa/noticia/dulce-extorsion/2011-01-

10/294224

http://peru21.pe/impresa/noticia/dulce-extorsion/2011-01-10/294224
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«No al uso de trabajadores como escudos»

En: El Comercio, sección Editorial.

Lima, jueves 13 de enero de 2011.

Los controvertidos casos de las azucareras y de Doe Run tienen que 

ser evaluados como desviaciones de un régimen de mercado saludable 

y competitivo, que no podemos seguir permitiendo.

En un mercado de libre competencia, la supervivencia de una 

empresa está determinada por su capacidad de ofrecer a los consu-

midores un producto o servicio que colme sus expectativas. Y cuando 

una empresa es exitosa con una propuesta de valor, el mercado activa 

un círculo virtuoso que tiene una serie de impactos beneficiosos, 

como el generar trabajo decente.

Desafortunadamente, los mercados no siempre permiten la libre 

competencia ni las empresas son siempre exitosas. Un ejemplo es el 

mercado azucarero peruano, donde, a pesar de haber impuesto el 

Estado un régimen de protección patrimonial claramente discrimina-

torio y anticompetitivo, las empresas favorecidas siguen gestionán-

dose de manera calamitosa.

En condiciones normales, cuando una compañía se gestiona mal, 

el mercado tiende a expectorarla, lo que es siempre trágico, pues im-

plica que algunas personas se quedarán sin trabajo. Pero eso no le da 

derecho a ningún empresario a pedirle prebendas mercantilistas al 

Gobierno bajo la excusa —y amenaza de acciones más violentas— de 

que, de no recibirlas, sus trabajadores se quedarán sin trabajo.

Lamentablemente, es una mala costumbre de algunas empresas 

que victimizan a sus trabajadores para que el Gobierno interceda por 

ellas e impida que se vayan a la quiebra. Doe Run Perú lo quiso hacer 

antes y ahora pretenden hacerlo las azucareras, a las cuales no se les 

prorrogó la absurda protección patrimonial.

Tal amenaza es intolerable. Cuando una empresa grande quiebra y 
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se pierden empleos, sin duda hay un costo social que todos quisié-

ramos evitar. Sin embargo, la forma en que el Gobierno debe enfren-

tarlo es asegurando que el mercado tenga el dinamismo económico 

suficiente para reincorporar a esas personas. Pero, en ningún caso ello 

debe implicar favorecer a algunas empresas que, por su mala gestión, 

no merecen seguir operando.

Aprendamos la lección de la última crisis financiera estadou-

nidense: no instauremos regímenes legales que hagan que algunas em-

presas sean «muy grandes para quebrar» (too big to fail), al punto de que 

el Estado tenga que salir a su rescate incluso cuando se manejen de 

manera inapropiada o inmoral.

http://elcomercio.pe/impresa/notas/no-al-uso-trabajadores-

como-escudos/20110113/697814

http://elcomercio.pe/impresa/notas/no-al-uso-trabajadores-como-escudos/20110113/697814
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«Los reyes magos a Jauja y los rusos a Pomalca»

Por: Ricardo V. Lago.

En: Correo, sección Invitado por el director.

Lima, sábado 29 de enero de 2011.

Estoy empezando a creer que en Lima estamos en la antesala de la 

«exuberancia irracional», y el síntoma más claro son los ritmos a que 

están creciendo los precios de los bienes raíces. Los alquileres de los 

apartamentos y casas de playa ya se acercan e incluso exceden niveles 

europeos y norteamericanos. Observo a muchos haciendo cuentas 

demasiado alegres y cada vez suena más el metálico dentro y fuera de 

los bolsillos. Sí, sé que me dirán que el IPC está al 2.1%, pero el IPC es 

uno de tantos índices de inflación, pero no es la inflación misma. El 

Índice de Precios al Mayoreo ya está en 4.6%, amén del precio de los 

activos. El ministro de Economía y el BCR ya cambiaron la luz del 

semáforo de verde a amarillo en cuanto al riesgo inflacionario. 

Nuevamente el BCR no tiene otra opción más que dejar caer al dólar, a 

niveles no vistos en 30 meses, para que la presión del arbitraje 

internacional y la importación coadyuven en la lucha contra la 

inflación. Sobre todo a la vista de que, a pesar del empeño de Ismael 

Benavides, frenar el ritmo de crecimiento del gasto público no va a ser 

fácil. Agravante es la locuaz «generosidad» de algunos candidatos 

presidenciales con la plata del contribuyente. No pocos agentes 

económicos parecen estar descontando a futuro los efectos en la 

inflación. Los candidatos ofrecen tasas de crecimiento entre el 6% y el 

8%, y creación de nuevos empleos de hasta dos millones y medio en 

cinco años. No tienen reparo en derramar dádivas por doquier y al 

mismo tiempo ofrecer precios bajos. ¿Y en qué marco analítico lo 

sustentan? Pues en el de los niños en Navidad: la teoría económica de 

los Reyes Magos, muchos regalos y todo gratis. Ponga los pies en la 

tierra, señor elector y señora electora, ustedes saben bien que sólo los 
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prestidigitadores sacan conejos de la chistera. Y también saben 

cuántas horas de sudor cuesta a la mayoría de la población meterse al 

bolsillo unos cientos de soles.

Y viene a cuento que un año después de su llegada al Perú, 

Francisco Pizarro, de camino a Cusco, decidió reposar en Jauja (Junín) 

porque era sede de enormes tampu (depósitos), donde los incas 

habían acumulado enormes cantidades de alimentos, vestimentas y 

riquezas. La estancia en Jauja se prolongó más de la cuenta, pues ahí 

estaba todo a mano sin necesidad de trabajar.

El dramaturgo español Lope de Rueda lo plasmó en su sátira de 

1565 La tierra de Jauja: «pagan a los hombres por dormir, fustigan a los 

hombres que insisten en trabajar, los árboles son de tocino y sus hojas 

de pan fino. Las calles están adoquinadas con yemas de huevo y lonjas 

de tocino, asadas y fritas. Hay innumerables asadores de gallinas y 

perdices, los animales portan insertados cuchillos mientras recitan: 

engúlleme, engúlleme».

Formulo al presidente Alan García la siguiente propuesta. Que 

convoque a los principales candidatos para que se pronuncien ante al 

país sobre si sus promesas de aumentos de sueldo van en firme. Que 

calcule el promedio de los aumentos y el cronograma y proceda de 

inmediato a promulgarlos. Si efectivamente es una buena medida de 

política económica, ¿por qué esperarse a julio, si se puede hacer hoy 

mismo? Si van a agravar las finanzas públicas y la inflación mañana, 

¿qué más da que sea hoy?

Pero eso sí, proceda con dichas gratificaciones mediante un 

esquema coherente con la eficiencia económica y el esfuerzo 

individual. No decrete subidas ciegas e indiscriminadas a «tabla rasa» 

de sueldos acumulables, sino que hágalo con bonificaciones al 

desempeño individual de cada funcionario, médico, enfermero, 

policía, militar y maestro de acuerdo con su hoja de servicios. En el 

caso de la educación, lo tiene fácil: las directrices de la Carrera Pública 
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Magisterial. Al hacerlo, ayudaría a los candidatos a poner en marcha, 

desde hoy y de una forma coherente, lo que de «ornamento jaujesco 

electoralista» tienen sus propuestas. Haciendo usted, de paso, un gran 

servicio al elector al emplazar a los candidatos a presentar lo que de 

reformas genuinas tengan sus programas. En absoluto va con ironía; 

lo digo muy en serio.

Ojo con la exuberancia que «no está el horno para bollos»; esta 

semana la calificadora Moody's ha rebajado la deuda de Japón y S&P 

ha amonestado al Tesoro de EE.UU. Ahora una de privatizaciones. 

Entre 1993 y 2003 me tocó, desde el Banco Europeo para la 

Reconstrucción y Desarrollo, analizar y ayudar al Banco a invertir en 

las empresas que se privatizaban en Europa del Este y la ex Unión 

Soviética. Creía que en Rusia y Ucrania lo había visto todo y que ya 

estaba curado de espanto. Al documentarme estos días en la famosa (o 

mejor infame) Ley de Protección Patrimonial de las Azucareras del 

2003 y sus prórrogas sucesivas, llego a la conclusión de que en cuanto 

a privatizaciones, los ucranianos son unos niños de teta.

Pongo dos ejemplos que saltan a la vista de un simple —y torpe— 

aviso con que los administradores de la Empresa Agroindustrial 

Pomalca han diluviado a diario los periódicos. Primero, los 

administradores —y accionistas minoritarios— de una empresa, cuyo 

principal accionista y acreedor es el Estado, llaman mentiroso a Don 

Ismael Benavides. Y eso que el ministro de Economía es el 

representante nato del accionista principal y acreedor masivo de la 

empresa. Y por si no fuera lo suficientemente surrealista, una legión 

de congresistas no sólo defienden con uñas y dientes a los adminis-

tradores —en lugar de al ministro ante el insulto— sino que regalan a 

la empresa otros 12 meses para que decida cuánto quiere cancelar de 

sus deudas pendientes con el Estado. Segundo, las cifras en los avisos 

no me cuadran. Es sencillo, una simple regla de tres. Veamos. A: Si el 

precio internacional del azúcar ha crecido, entre 2005 y 2010, algo 
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menos de 500%, pongamos 400%. B: Si la cantidad de caña de azúcar 

cosechada ha crecido 456%, como muestran los números en el aviso. 

C: ¿Cómo se explica que la facturación haya crecido tan sólo 513% 

(número en el aviso), en lugar de por lo menos 800%?

Uno no puede dejar de formularse las siguientes preguntas: 

Primera: ¿Por qué venden tan barato el azúcar y quién es el agraciado 

comprador? ¿O es que hay gato goloso encerrado engulléndose el 

sucre? Segunda: ¿Por qué se les permite gastar el dinero —de una 

empresa de la que no son dueños— en insultar al representante del 

principal accionista-acreedor, el ministro de Economía, en lugar de 

utilizar dichos fondos para cancelar sus deudas pendientes con los 

trabajadores, EsSalud, la ONP y la Sunat? Tercera: ¿Cómo es que los 

congresistas fomentan algo tan contrario a los intereses de los 

contribuyentes, amén de tolerar que los administradores insulten al 

máximo representante del accionista principal, el Estado, del que los 

propios congresistas son empleados?

Mucho tienen por aprender rusos y ucranianos en cuanto a 

privatizaciones. ¡Pandilla de ignorantes! Fleten un Jumbo de Aeroflot 

a Lima, paséense por los ingenios, pregunten por «Sugar Daddy» y 

aprenderán lo que es un auténtico sweet deal.

No lo pudo expresar mejor Antonio Machado con aquel «Cami-

nante no hay camino, se hace el camino al andar»

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSe

cci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=541126&txtRedac_id=

RVL

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSecci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=541126&txtRedac_id=RVL
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«Las empresas agrarias azucareras»

Por: Sandra Belaunde

En: Perú Económico, sección Cómo optimizar. 

Lima, edición de enero de 2011.

A pesar de que los valles de la costa peruana son la tierra ideal para 

sembrar caña de azúcar, la industria azucarera nacional es totalmente 

frágil como lo evidencia la disputa por la pretendida prórroga de la 

protección patrimonial de las azucareras («Ley Oviedo»). Acá, cuatro 

propuestas para fortalecer la industria.

1.- Dejar de proteger a las azucareras

«Que sí, que no, que nunca te decides», ésta parece ser la tonada 

azucarera de este gobierno. Después de que el 4 de enero el Ejecutivo 

observara la prórroga de la polémica ley de protección patrimonial de 

las empresas azucareras y de que la Sunat y EsSalud empezaran a 

realizar embargos, la Comisión Agraria del Congreso, presidida por 

Aníbal Huerta, aprobó nuevamente la prórroga. Ahora pasará a una 

sesión extraordinaria del Pleno y necesitará 61 votos para que se 

apruebe.

La ley original, Ley 28027, fue aprobada en el 2003 con el objetivo 

de dar a dichas empresas un año para resolver su situación bajo un 

plan de reestructuración. A pesar de que cada año cuando se prorroga 

se le denomina «improrrogable», esto vuelve a suceder. Como afirman 

distintos expertos, incluido el ministro de Economía, Ismael 

Benavides, si en todos estos años de protección patrimonial no han 

ordenado o reestructurado las empresas, no lo van a hacer ahora. Las 

prórrogas no están beneficiando al sector; mejor es sincerar la situa-

ción.

De acuerdo con cifras presentadas por el Instituto Peruano de 

Economía (IPE), los flujos de caja de dichas azucareras son bastante 
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altos (ingresos de S/.113 millones anuales en el 2009 para Tumán y 

S/.119 para Pomalca); sin embargo, los estados de ganancias y 

pérdidas arrojan pérdidas (S/.24 millones anuales en el 2009 para 

Tumán y S/.13 millones para Pomalca). Los flujos de caja netos 

suben, pero los precios de las acciones bajan y las deudas no se pagan. 

Si realmente se quiere tener una industria azucarera sólida, el primer 

paso es que el Pleno no apruebe nuevamente esta prórroga.

2. Reestructurar Pomalca, Tumán, Pucalá y Cayaltí

El cronograma de pagos de deuda de Pomalca, Tumán y Cayaltí de 

la actual oferta de reestructuración se puede encontrar en el Indecopi. 

En el caso de Cayaltí, las deudas a personas individuales planean 

pagarse desde plazos de 2 años hasta 15 años, y 20 años a organismos 

como EsSalud, la Conasev y la BVL. Por su parte, Tumán tiene 

programado pagar hasta el 2026 a varios de sus acreedores y Pomalca 

cuenta con un cronograma de pagos hasta el 2032, con distintas 

fechas entre personas individuales y organismos. En el caso de Pucalá, 

ya está bajo régimen concursal, pero aún no ha habido junta en el 

concurso.

En el caso de las personas individuales, deben ser muchas las que 

no contarán con los años necesarios para recibir sus pagos. Levantado 

el régimen, se necesita que las empresas se presenten a un proceso 

concursal a través del Indecopi. Esto para evitar los embargos 

inmediatos por parte de los acreedores que pueden dejar a las 

empresas literalmente en el suelo. En este concurso, el Estado podrá 

definir, por un lado, el menor tiempo posible en que los acreedores 

puedan recibir su dinero; y por otro, reemplazar la administración. 

Así, el Estado vende sus acciones y se podría contratar a un banquero 

de inversión para que encuentre a los grupos que vayan a invertir en la 

industria, fomentando así mayor competencia. Ya antes hubo grupos 

nacionales e internacionales interesados por estas empresas.
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3. Permitir la exportación

Bajo el Decreto Supremo N 001.2011-AG, se busca prohibir la 

exportación de azúcar a EEUU. Esto es para no desabastecer al 

mercado interno. De acuerdo con cifras del IPE, el consumo mensual 

de azúcar en el país es de 100,000 toneladas. De éstas, el 80% es pro-

ducción interna y el otro 20% se importa. Asimismo, aproxima-

damente, el equivalente al 8% del consumo mensual se exporta a 

EEUU.

¿Por qué es buena idea seguir exportando ese 8%? El gobierno de 

EEUU le ha dado al Perú, como a otros países productores de azúcar, 

cuotas que permiten exportar a ese país a precios más altos que los del 

mercado internacional. Como dice el IPE, si esa cuota no se cumple, 

se puede perder. Por simple matemática es mejor exportar caro, y si es 

necesario importar más para cubrir la demanda, pues se importa a 

precios más económicos.

4. Mejorar la calidad de la caña y sembrar caña para etanol

Con una industria más sólida, habría mucho más espacio para 

producir etanol. De acuerdo con diversos modelos económicos, el 

Perú podría ser el país más productivo de etanol a nivel mundial. La 

limitación sería la baja cantidad de agua. Hacer estudios de agua 

significaría mucho dinero, pero se podrían actualizar los existentes (de 

los años sesenta) para ver la manera más eficiente de utilizarla. Por 

ejemplo, de acuerdo con algunos analistas, se podría sacar agua del 

subsuelo asegurándose de que la recarga de agua no sea mayor que el 

uso.

Asimismo, entre más alta la calidad de la caña, mayor produc-

tividad. Por ello, la industria, ya fortalecida, podría invertir en mejorar 

la genética desde trabajar proyectos junto con expertos interna-

cionales, por ejemplo, con Semicaña de Colombia. También se podría 
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financiar estudios afuera o en el Perú para que haya técnicos espe-

cialistas.

http://perueconomico.com/ediciones/53-2011-jan/articulos/906-

las-empresas-agrarias-azucareras

http://perueconomico.com/ediciones/53-2011-jan/articulos/906-las-empresas-agrarias-azucareras
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«Ley Oviedo: una norma inconveniente»

Por: José Godoy.

En: Diario16, sección Política.

Lima, jueves 03 de febrero de 2011.

A inicios de año el Presidente de la República observó un proyecto de 

Ley que extendería, por un año más, la imposibilidad que las empresas 

azucareras con accionariado del Estado puedan ser embargadas, sin 

importar el monto o condición de la deuda que las mismas tuvieran.

La norma, conocida en diversos medios como «Ley Oviedo» —en 

alusión al grupo económico que administra las empresas arriba 

aludidas—, fue observada por el gobierno al considerar que es 

discriminatoria frente a las demás empresas, en particular, las del 

sector azucarero.

Asimismo, en opinión del Poder Ejecutivo, este proyecto de Ley 

perennizará el dominio de grupos con escasa participación en el 

capital social, poca inversión para mejorar la productividad de la 

empresa y, a la vez, con posición privilegiada para la comercialización 

del producto a través de empresas que son de su propiedad.

Esta semana Ricardo Uceda presentó una extensa investigación en 

la revista Poder, que permitió corroborar las afirmaciones brindadas 

por el gobierno en el documento de observación. El reportaje señala 

por qué la norma debería ser rechazada, al extender por un año más un 

régimen «temporal», que no permite embargar por deudas —aunque 

las mismas se han incrementado— y que no incentiva la inversión, a 

pesar que Oviedo sigue ganando.

En el fondo, lo que tenemos en el referido proyecto de ley es un 

régimen paralelo a las normas de procedimiento concursal, creadas 

justamente para viabilizar la recuperación de una empresa en 

problemas o brindarle una salida ordenada del mercado. Con ello la 

autoridad de INDECOPI quedaba mellada.
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También se ha esgrimido como argumento para la aprobación de la 

«Ley Oviedo» una de sus disposiciones más controvertidas: la suspen-

sión de la venta de las acciones del Estado en las azucareras para evitar 

una posición de dominio en el mercado de un grupo empresarial (el 

conglomerado aludido es el grupo Gloria).

Pero con esta disposición se vulneraba otra de las facultades de 

INDECOPI: la protección de la libre competencia a través del control 

del abuso de posición de dominio. Si Gloria adquiere, finalmente, 

estas empresas y, con ello, controla buena parte del mercado 

azucarero del país, cualquier empresa que se sienta afectada por sus 

acciones puede acudir ante la entidad competente para iniciar un 

procedimiento administrativo sancionador.

Como vemos, flaco favor le hace a la institucionalidad y a la regula-

ción económica una norma como esta.

http://diario16.com.pe/columnista/9/josae-godoy/372/ley-

oviedo-una-norma-inconveniente

http://diario16.com.pe/columnista/9/josae-godoy/372/ley-oviedo-una-norma-inconveniente
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«Fútbol, azúcar y tributación»

Por: Beatriz Boza.

En: El Comercio. Sección Rincón del autor.

Lima, jueves 3 de febrero del 2011.

¿Se imagina un partido de fútbol en el que a un equipo los árbitros no 

le cobren posición adelantada y cada vez que mete foul le condonen la 

tarjeta roja? ¿Se imagina que eso lo dicte el reglamento del 

campeonato? Para algunos, se justificaría si son calichines jugando 

contra la selección nacional «para que estén en igualdad de 

condiciones» y «aprendan a jugar». ¿Es eso cierto? ¿Jugarían mejor 

nuestros calichines o aprenderían a faulear y se acostumbrarían a tener 

siempre un trato especial? Si quisiéramos mejorar la capacidad de 

nuestros jugadores, ¿no sería mejor invertir en entrenadores y clínicas 

de fútbol? Por pensar en apoyar a un equipo terminaríamos como 

sociedad teniendo un futbol cada vez más mediocre. Eso es lo que nos 

suele ocurrir con frecuencia en materia tributaria.

Resulta revelador leer el aviso publicado el domingo por las empre-

sas Pomalca y Tumán dirigido al ministro de Economía en el que indi-

can ser los principales contribuyentes en Lambayeque y compararlo 

con la relación de los 100 principales deudores que publi-ca ese 

mismo día Essalud, en la que esas dos empresas aparecen de lejos 

como las dos principales deudoras en el ámbito nacional. El pago 

oportuno de nuestros tributos es una obligación y un derecho ciuda-

dano porque con ellos financiamos el aparato estatal. Sean los arbi-

trios, el predial, IGV, renta o pagos a Essalud, sin nuestro aporte no 

podemos esperar que recojan la basura, tengamos policías en las 

calles, médicos, profesores, jueces o funcionarios sirviendo al público. 

Y es responsabilidad de la autoridad en los distintos niveles de 

gobierno recaudar lo que les ordena la ley.

¿Están nuestras autoridades cobrando lo que deben? ¿Cuentan con 
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la capacidad humana, económica y legal para hacerlo bien? ¿Colabo-

ran las distintas dependencias públicas en lograr una mejor recau-

dación? Según Gestión, trece municipios capitalinos premian a quienes 

no pagan a tiempo sus deudas tributarias. A su vez, mientras que al 

pequeño comerciante y al profesional independiente se les cobra sin 

vacilar, nuestro Congreso le ha dado a algunos clubes de fútbol 20 

años para pagar sus deudas y el Ejecutivo le donó a Alianza Lima un 

terreno en el sur en vez de embargarle el estadio de La Victoria. Estos 

son temas de voluntad política. Sunat puede mejorar, claro que sí, pero 

se requiere voluntad política para dotarla de profesionales mejor 

pagados para que el talento no siga yéndose al sector privado. 

Cuidemos, además, que los evasores no encuentren salidas apoyadas 

por otras autoridades.

h t tp : //e l comerc io. p e/ impre s a/no t a s/ fu tbo l - a zuca r -

tributacion/20110203/708028

http://elcomercio.pe/impresa/notas/futbol-azucar-tributacion/20110203/708028
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«Azúcar: preguntas y respuestas»

Por: Juan Carlos Valdivia

En: Correo, sección Columnas bizantinas

Lima, miércoles 23 de febrero de 2011

La supuesta solución que el Gobierno pretende dar a la situación de 

las azucareras de Lambayeque en las que el Estado mantiene acciones 

significa una variación radical de lo que se venía sosteniendo 

públicamente y, en la práctica, ceder ante la presión del grupo Oviedo 

y sus asalariados, para que ellos mantengan el control de dichas 

empresas.

Aquí cabe preguntarse: ¿quién generó la deuda impaga? Pues 

administraciones sucesivas de los mismos trabajadores (o avaladas 

por ellos). ¿Quién no pagó la deuda? El grupo Oviedo, que como han 

demostrado investigaciones realizadas por la revista Poder y por el 

programa Panorama, ha estado acumulando ganancias en sus comer-

cializadoras, manteniendo en estado de zozobra a las empresas 

azucareras. En el caso de Cayaltí, el caso es más grave. La complicidad 

de Yehude Simon, Alejandro Toledo y su ministro de Economía 

Pedro Pablo Kuczynski creó un fideicomiso en Cofide para admi-

nistrar la empresa, que lo único que ha logrado es depreciarla y some-

terla al grupo Oviedo, que industrializa y comercializa la caña que ahí 

se produce.

Entonces ¿por qué todos los peruanos tenemos que asumir los 

costos de esta operación condonando deudas y entregando acciones? 

Por un cambio producido en el gobierno aprista, que ha decidido que 

antes que aplicar la ley, es mejor entregar dichas empresas al control 

del grupo Oviedo.

¿Cuánto valen las acciones que se pretende entregar a los traba-

jadores? Pues cero. Si las deudas de las empresas azucareras son supe-

riores a su patrimonio, dichas empresas están técnicamente quebra-
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das. Y deberían pasar por Indecopi para un proceso de reestruc-

turación ordenado.

En todo caso, la solución al problema no estaba en ceder ante la 

presión de innumerables avisos pagados financiados por algún alma 

caritativa (pero ninguna entidad del Estado es capaz de investigar la 

procedencia de sus fondos), o de portadas compradas, congresistas 

sospechosamente diligentes y manifestaciones asalariadas. La solu-

ción estaba en aplicar la ley, y no en volver a crear una situación excep-

cional que sólo favorece a quienes han medrado de dichas empresas.

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSe

cci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=561712&txtRedac_id=

Valdivia

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSecci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=561712&txtRedac_id=Valdivia
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«Burla sobre burla»

Por:Jaime de Althaus Guarderas.

En: El Comercio. Sección Rincón del autor.

Lima, viernes 25 de febrero de 2011.

Los decretos de urgencia son leyes que no pueden darse por cualquier 

motivo y menos para beneficiar potencialmente a un grupo que se ha 

burlado del Estado Peruano. Según la Constitución, los decretos de 

urgencia son «medidas extraordinarias» con fuerza de ley que el 

Ejecutivo puede dictar «cuando así lo requiere el interés nacional», y 

no, por supuesto, el interés particular. Y eso es lo que ha ocurrido con 

aquel que ha sido dado para transferir las acciones del Estado a los 

trabajadores del las empresas azucareras Pomalca y Tumán, un 

verdadero abuso de derecho indefendible por donde se lo mire.

En primer lugar, porque se está disponiendo de recursos de todos 

los peruanos, de los contribuyentes, de Essalud, de la ONP, para 

regalárselos a los trabajadores de tres empresas. Una gracia como esa 

no puede ser dispuesta por imperio del Ejecutivo, por sí y ante sí, 

porque estaríamos ante un caso de patrimonialismo puro: el 

gobernante cree que los recursos —ya ni siquiera de la nación sino de 

los ciudadanos— son suyos, y puede disponer de ellos como le da su 

real gana. Ni siquiera patrimonialismo: robo, mondo y lirondo. Una 

gracia como esa, repetimos, de darse, solo podría ser otorgada —y, 

acaso, ni aun así— por el Congreso, que representa a los ciudadanos. 

El Congreso debe revisar esta norma.

En segundo lugar, porque a nadie se le escapa que esta era la solu-

ción deseada por el Grupo Oviedo, que tendrá ahora la oportunidad 

de ir comprando acciones a los trabajadores a precios de necesidad. La 

medida apunta, pues, en última instancia, a beneficiar a un grupo que, 

como decíamos, se ha burlado del Estado, porque ha aprovechado el 

inaudito privilegio de la protección patrimonial para que Pomalca y 
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Tumán sigan acumulando deudas con la Sunat, Essalud y la ONP 

mientras las empresas comercializadoras de estas personas 

acumulaban ingentes ganancias, como ha demostrado con clarísimos 

números el congresista Víctor Andrés García Belaunde. El Estado 

premia a quien lo ha engañado. Burla sobre burla.

Además, al no vender el Estado su parte a terceros inversionistas 

con verdadera capacidad económica, permite que los Oviedo sigan 

controlando esas empresas e impide que ellas se recapitalicen 

realmente. Ellas seguirán acumulando deuda pese a los altísimos 

precios del azúcar, para lo que siguen y seguirán pidiendo protección 

patrimonial, mientras las comercializadoras se seguirán 

enriqueciendo. No es posible que los intereses políticos clientelistas 

del Gobierno y del Partido Nacionalista —que en esto se han 

coludido— dispongan así de recursos de todos los peruanos en las 

mejores tierras del Perú.

h t t p : / / e l c o m e r c i o . p e / i m p r e s a / n o t a s / b u r l a - s o b r e -

burla/20110225/718766

http://elcomercio.pe/impresa/notas/burla-sobre-burla/20110225/718766


— 147 —



— 148 —

«¿Protección a azucareras contra viento y marea?»

En: El Comercio, sección Editorial.

Lima, jueves 10 de marzo de 2011.

Nuevamente, la majestad e institucionalidad del Congreso es afectada 

con maniobras realmente escandalosas y deleznables, contrarias al 

interés del país, que le enajenan aun más la confianza ciudadana y 

exigen un pronunciamiento de las máximas autoridades de los 

poderes públicos.

¿Cómo es posible que, de modo sorpresivo y saltándose con la 

garrocha los procedimientos parlamentarios, un grupo de 

congresistas del Apra y del humalismo unan fuerzas para aprobar en 

una comisión el proyecto de ley que establece medidas com-

plementarias al Decreto de Urgencia 008-2001 y que daría un nuevo 

marco de protección patrimonial a un grupo de azucareras?

Más aun, resulta que, como el documento no pudo ser visto en la 

Comisión de Economía por falta de quórum, se pasó de inmediato a la 

Agraria, donde se aprobó fuera de agenda y hoy se pretendería 

imponerlo en el pleno. Ello a sabiendas de la inconstitucionalidad de 

un proyecto discriminatorio y con nombre propio, que implicaría un 

nefasto precedente no solo para la inversión agroindustrial y la 

competencia empresarial en igualdad de condiciones, sino también 

para las arcas del Estado. Finalmente todos los contribuyentes 

peruanos terminaríamos pagando la ineficiencia de un grupo 

empresarial, que quién sabe por qué sospechosas razones cuenta con 

el aval incondicional de un grupo de congresistas de bancadas apa-

rentemente opositoras.

La versión previa del proyecto de protección patrimonial a dichas 

azucareras fue observada correctamente por el Ejecutivo. Pero, poste-

riormente, en una riesgosa solución a medias, el Gobierno decidió 

transferir las acciones que mantenía en las otrora cooperativas a favor 
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de los empleados y jubilados de esas empresas como pago de sus 

acreencias laborales, con lo cual, según los expertos, el mayor 

beneficiario fue el Grupo Oviedo, que tiene a su cargo la adminis-

tración de Pomalca y Tumán, y liberado de deudas laborales podría 

adquirir, dada su ascendencia sobre las cúpulas de trabajadores, las 

acciones mencionadas.

Mas, como lo advertimos entonces, «ni siquiera esta solución, pre-

sentada como alternativa a la desaparición de la protección patrimo-

nial, satisface a los trabajadores que, actuando como masca-rón de 

proa de grupos empresariales, insisten en que se les prolongue dicha 

protección», con el apoyo de algunos congresistas. Es lo que está 

pasando, con el agregado absolutamente injustificable de que esta vez 

la prórroga sería por dos años, en los que los trabajadores no podrían 

vender sus acciones, con lo que se prevé un mayor control del grupo 

empresarial mencionado.

El país no puede aceptar la política de los hechos consumados, y 

menos cuando se transgrede las prácticas y usos parlamentarios de 

modo tan grosero. Por ello exige una explicación a los voceros del 

Apra —que en el Ejecutivo actúa de una manera y en el Legislativo de 

otra totalmente opuesta— así como del Partido Nacionalista, cuyo 

líder y candidato presidencial dice promover una economía de 

mercado, pero sus confalonieros en el Congreso hacen lo contrario.

La representación congresal en pleno no puede dejarse sorprender 

y tiene que asumir su responsabilidad, ya que se deben primariamente 

al país y no a grupos de interés.

En este trascendental período de transición democrática, lo que se 

necesita es una firme y unívoca voluntad política del Gobierno y del 

Congreso para despolitizar el tema azucarero, poner punto final al 

injusto sistema de protección patrimonial, reafirmar la estabilidad 

jurídica del país y dar —a los ciudadanos y los agentes económicos— 

señales claras de coherencia, estabilidad y reglas de juego claras y sin 

subterfugios. Ni más, ni menos.
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http://elcomercio.pe/impresa/notas/proteccion-azucareras-

contra-viento-marea/20110310/725329

http://elcomercio.pe/impresa/notas/proteccion-azucareras-contra-viento-marea/20110310/725329
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Anexo 3
Editoriales y artículos periodísticos que objetan el 

intento de establecer límites a la propiedad
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«¿Volviendo a la reforma agraria?»

Por: Héctor Figari (*)

En: Gestión, sección Opinión.

Lima, martes 06 de julio de 2010.

Nuevamente vuelven a ser materia de comentario en la prensa los 

proyectos de ley que estarían promoviendo, distintos partidos 

políticos que pretenderían establecer un límite máximo de extensión 

para la tenencia de tierras con fines agrícolas por parte de un mismo 

grupo económico, en la zona costera del país.

Al respecto, e independientemente de la constitucionalidad de una 

eventual norma de este tipo, la cual es por lo menos discutible, y las 

observaciones particulares que pueda merecer cada uno de los textos 

de dichas propuestas en particular, considero que una disposición de 

este tipo generaría graves perjuicios en la economía, antes que 

beneficiarla de alguna manera, existiendo alternativas de regulación 

más adecuadas sobre el tema.

En efecto, el principal problema que presenta este tipo de normas 

es que establecen una extensión límite determinada de manera 

arbitraria, sin que se haya realizado un estudio profundo que pueda 

justificar esta medida. Más aún, sin evaluar si resulta razonable un 

límite determinado respecto de cada una de las actividades 

económicas que se pueda querer desarrollar en cada caso.

En efecto, la realidad económica y técnica de cada producto, y su 

mercado, son totalmente distintos entre sí. Así, una extensión 

determinada que puede parecer «excesiva» en el caso de un producto, 

podría no serlo en el caso de otro, o inclusive resultar necesaria.

Así, establecer una norma como los proyectos referidos que 

proponen es muy peligroso en el sector agrícola y en cualquier otro, ya 

que se estandariza de manera arbitraria la dimensión o volumen de 

uno de los insumos de producción (la tierra), sin tener en cuenta 



consideraciones de índole técnica y económica que puedan ser 

relevantes. Así, se sustituye el rol del empresario, quien está en mejor 

posición de asignar de manera eficiente los recursos para su actividad.

Para todos es conocido el efecto negativo que tuvo la reforma 

agraria del gobierno militar de los años 60 y 70 en nuestro país. 

Salvando las distancias que seguramente existen entre dicho régimen y 

el que proponen los proyectos referidos, no hay que perder de vista 

que la motivación de ambas situaciones es la misma: evitar que haya 

concentración de tierras o poder en unos cuantos.

Al respecto, la concentración de poder no debería asustarnos, o en 

todo caso motivar regulación como la propuesta, ya que existen otras 

medidas que sí pueden constituir una solución real al problema. Hay 

que recordar que nuestra legislación de libre competencia (Decreto 

Legislativo 1034) establece las medidas para sancionar los abusos de 

posición de dominio. Así, la posición de dominio o poder de mercado 

en sí misma no es ilegal, sino el abuso de la misma. Lo contrario, sería 

castigar la eficiencia y excelencia empresarial.

Por otro lado, si lo que preocupa es la existencia de grupos 

económicos que mediante adquisiciones puedan generar niveles de 

concentración en determinado mercado que puedan incentivar 

concertaciones o prácticas abusivas, existe siempre la opción del 

control previo de fusiones, medida que actualmente se aplica en 

nuestro país solamente en el sector eléctrico, y cuya aplicación a otros 

sectores no debe ser descartada.

El reto en ese caso es establecer con claridad las fronteras que se 

aplicarán para determinar qué operaciones deben pasar por el proceso 

de evaluación previa. Pero la gran ventaja es que este sistema no realiza 

una determinación arbitraria «a priori» ni generaliza la aplicación de la 

misma, sino que, por el contrario, permite que se realice una 

evaluación detenida y profunda a cada caso que se someta a 

evaluación, pudiendo considerarse en dicha evaluación la realidad 

técnica, económica y comercial de cada mercado.
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(*): Abogado del Estudio Muñiz.

http://gest ion.pe/impresa/notic ia/volviendo-refor ma-

agraria/2010-07-06/20307

http://gestion.pe/impresa/noticia/volviendo-reforma-agraria/2010-07-06/20307
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«Extensión agrícola: hay que patear al chancho para que 

aparezca el dueño»

Por: José Chlimper.

En: Correo, sección Phronesis.

Lima, miércoles 07 de julio de 2010.

Aun después de leer los dos proyectos de ley —presentado uno por el 

APRA y el otro por los humalistas— que establecen en 40,000 y 

10,000 hectáreas, respectivamente, el límite de la propiedad agraria (en 

el caso del segundo en la Costa), no me queda claro cuál es el problema 

que quieren resolver.

En las discusiones públicas que sobre lo que se afirma que dicen 

estos proyectos se han efectuado (creo que poca gente los ha leído), se 

habla de evitar el neo-latifundismo. Primer error. Gracias a Dios en el 

Perú ya no existe ni podría existir el latifundio. Si bien 

etimológicamente podemos hablar de «fundos grandes», la palabra 

latifundio nos lleva a un modelo de producción con relaciones 

sociales semifeudales que terminó cuando fracasó la Reforma 

Agraria. El latifundio se mantuvo y creció notablemente durante la 

primera década y más después de la Reforma Agraria de Velasco, con 

la tremenda concentración de tierras generada por la misma reforma, 

la creación de las grandes cooperativas y la exclusión de los 

campesinos sin tierra, a favor de los burócratas del Estado y los 

activistas políticos encargados de las cooperativas (ver Enrique 

Mayer, Perú Problema 34, IEP, CEPES, 2009).

Diametralmente opuesto, lo que hoy existe son empresas agrarias 

con fundos grandes, con empleados asalariados, con vacaciones, CTS, 

jornada de 45 horas a la semana, horas extras, seguridad social, 

uniformes ad hoc, protección contra el chantaje sexual (mejor que 

algunas ONG) y, cuando es condición de trabajo, transporte y 

almuerzo pagados. Empresas con accionariado difundido, más de 4 

millones de accionistas, vía los Fondos de Pensiones.
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Ninguno de los dos proyectos tipifica cuál es el problema que 

quiere resolver. Ninguno dice qué se hará con la tierra «sobrante» de 

las comunidades campesinas, que son las mayores terratenientes de la 

Costa, Sierra y Selva (las nativas). Sólo como ejemplo, la Comunidad 

Campesina de Olmos, que está en la Costa, es dueña de más de 

260,000 hectáreas. Ni qué decir de las comunidades de la Sierra de La 

Libertad, Junín o Puno, donde las hay con más de 500,000 hectáreas.

Todo esto me huele a un cabildeo y manipulación, no en contra de 

una sola empresa, como algunos dicen (Grupo Gloria), sino más bien 

a favor de otro(s) grupo(s).

Grupo(s) que hoy usufructúa(n) las acciones del Estado Peruano 

en empresas con innecesario régimen de protección patrimonial, sin 

accionistas claros, sin cuentas claras con la Sunat, y comercializando la 

producción a través de terceras empresas.

Mmm... Huele raro. Hay que patear al chancho para que aparezca el 

dueño.

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSe

cci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=387754&txtRedac_id=

Chlimper

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSecci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=387754&txtRedac_id=Chlimper
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«Limitando el desarrollo y modernización de la agricultura. 

Propuesta retrógrada»

Por: Fernando Cillóniz.

En: El Comercio, sección Opinión.

Lima, jueves 22 de julio de 2010.

Es evidente que la iniciativa parlamentaria de limitar la extensión de la 

propiedad agraria está dirigida a detener el crecimiento del grupo 

Gloria, principal propietario de Casa Grande, Cartavio, Sintuco y 

Chiquitoy en La Libertad, y de San Jacinto en Nepeña.

A ese respecto habría que preguntarse qué de malo tendría que dicho 

grupo empresarial expanda sus operaciones a Lambayeque, donde 

todavía existen empresas azucareras en las que el Estado participa con 

importantes paquetes accionarios.

Para ello habría que recordar lo que era Casa Grande antes de que 

el grupo Gloria tomara el control en enero del 2006. Caos 

administrativo, colapso total de la infraestructura de riego, maquinaria 

en estado ruinoso, campos abandonados y corrupción dirigencial 

escandalosa; miles de peruanos podemos dar fe de ello. Y ni qué decir 

de la situación financiera de la empresa, con adeudos enormes al 

Estado por falta de pago de impuestos, y a los propios trabajadores y 

jubilados de la empresa, a quienes jamás se les pagaron sus 

remuneraciones y beneficios sociales a tiempo. A esos extremos llegó 

Casa Grande luego de 30 años de usufructo gracias a la reforma 

agraria.

¿Entonces, qué de malo tiene que un grupo empresarial haya sido 

capaz de sacar a Casa Grande del abismo, y que pretenda expandir sus 

operaciones para hacer más de lo mismo?

¿Por qué no reconocer los méritos de haber aumentado 

significativamente la producción de azúcar de la empresa, y de haber 

saneado su situación financiera? ¿Por qué no apreciar el valor de dar 
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trabajo formal a miles de trabajadores peruanos y de remunerarlos 

oportunamente?

¿Por qué no celebrar el hecho de que el Perú haya recuperado su 

condición de exportador de azúcar, tal como lo fue hasta antes de que 

la reforma agraria hiciera trizas la estructura empresarial del agro 

peruano?

Lo del abuso de la posición de dominio sobre el mercado del azú-

car es un pretexto, porque para eso está el Indecopi y — mucho mejor 

y más efectivo que el Indecopi — la libertad de importar y competir en 

el negocio del azúcar. Si no, ¿por qué no se preocupan del pollo, del 

cemento, del acero, de la aviación civil, de la banca, etc., donde la 

posición de dominio de dichos mercados es mucho más marcada que 

en el caso del azúcar?

La propuesta de límites a la propiedad agraria atenta contra el 

proceso de capitalización y modernización del agro peruano. Primero 

fue el sector de frutas y hortalizas. Ahora se ha sumado el sector de 

cultivos industriales, donde destaca nítidamente el azucarero.

Como producto de ello, las remuneraciones y el valor de las tierras 

agrícolas vienen aumentando significativamente en favor de los 

campesinos y trabajadores del campo. He ahí —en el agro moderno y 

competitivo— la base social y productiva que está permitiendo que el 

Perú crezca más en el ámbito regional que en la capital.

La iniciativa de limitar la extensión de la propiedad agraria en el 

país es una iniciativa envidiosa y, por ende, iracunda, rencorosa y 

rabiosa. Además, la considero contraproducente, retrógrada e injusta. 

Los grandes perdedores serían los trabajadores del campo y los 

consumidores.

Por eso, tal iniciativa no debe prosperar.

h t t p : / / e l c o m e r c i o . p e / i m p r e s a / n o t a s / p r o p u e s t a -

retrograda/20100722/611947

http://elcomercio.pe/impresa/notas/propuesta-retrograda/20100722/611947
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«La extensión de la tierra»

Por: Cecilia Blume.

En: Correo, sección Al toro por las astas.

Lima, lunes 05 de julio de 2010.

En el Perú, la reforma agraria destruyó la agricultura limitando la 

extensión de la tierra y la propiedad de ésta. Lo propio sucedió con las 

ciudades periféricas. Luego de 40 años, el daño empieza a revertirse, lo 

que se aprecia en Trujillo, Piura, Ica y Chiclayo, ciudades de pleno 

empleo gracias en buena parte a la agricultura.

Sin razón aparente, en el Congreso hay dos proyectos para reducir 

el límite de propiedad de la tierra. El del APRA a 40 mil hectáreas y el 

del humalismo a 10 mil.

Hoy cualquiera puede ser propietario o arrendatario de un número 

indeterminado de hectáreas para explotación agrícola. Ello, como 

cualquier actividad empresarial, está determinado por el uso que se le 

dé a la tierra. Alguien que haga etanol, requerirá de grandes 

extensiones de tierra para producir este combustible a partir de caña. 

Otros cultivos no requieren de tanta tierra para otorgar beneficios 

económicos a sus dueños.

Hay quienes señalan que estos proyectos vienen dirigidos a Gloria, 

empresa que ha adquirido en los últimos años parte de las antiguas 

haciendas azucareras. ¿Ha presentado un problema para la economía 

del país está adquisición? Si ello fuera así, se deberían aplicar las 

normas sobre abuso de posición de dominio desarrolladas durante 

años por Indecopi.

Ahora, ¿por qué 10 mil o 40 mil hectáreas? Todo ello suena grande. 

¿Por qué no 1,000 o 500 si estos números pueden hacer de la 

agricultura bien llevada una actividad lucrativa? Obliguemos entonces 

a Plaza Vea y a Wong a tener «sólo» cuatro supermercados, pues 

también se puede lucrar con ellos. ¿Por qué tantos supermercados? 
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Como no hay respuesta, no restrinjamos la propiedad sin sentido ni 

explicación. Además, ¿cómo quedarían las comunidades campesinas, 

que son las mayores propietarias de tierras en el Perú? La agricultura se 

ha recuperado porque al revertirse la reforma agraria se permite usar 

la tierra como lo que es: un bien económico. Fruto de ese cambio 

tenemos trabajo mejor remunerado y con beneficios sociales en el 

campo, lo que equivale a niños más nutridos y mejor educados y nueva 

infraestructura, redundando todo en una mejor calidad de vida. ¿Por 

qué ponerle límites a una actividad sin razones aparentes? ¿O es que el 

humalismo y el aprismo buscan consagrar el latifundio? El Congreso 

debería dejar que la agricultura crezca dando empleo y no intervenir 

en una actividad que camina sin problemas, salvo que haya algo que no 

sepamos...

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSe

cci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=386378&txtRedac_id=

CBL

http://correoperu.pe/correo/columnistas.php?txtEdi_id=4&txtSecci_parent=&txtSecci_id=84&txtNota_id=386378&txtRedac_id=CBL
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«Faenón en el agro»

Por: Fritz Du Bois.

En: Perú.21, sección Opinión.

Lima, jueves 01 de julio de 2010.

No se puede negar que cuando los congresistas quieren algo, se 

preparan acuciosamente, coordinan entre las bancadas 

adecuadamente y buscan fórmulas imaginativas para evadir 

procedimientos o trabas. En suma, se vuelven sorprendentemente 

eficientes. El problema es que solo lo hacen por un interés creado o 

cuando hay gato encerrado.

El increíble intento por resucitar la reforma agraria, el más costoso 

error que se ha cometido en nuestra historia, está siendo preparado 

meticulosamente, como si se tratara de una emboscada de Sendero.

Así, tenemos que, días antes de que concluyera la legislatura, los 

promotores de la iniciativa, que según sus propios trabajadores tienen 

gran llegada, sumaron a los humalistas al proyecto y le colgaron a la 

propuesta aprista —que limita la propiedad a 40 mil hectáreas— una 

de minoría que reduce aún más, a la cuarta parte para ser exactos, el 

límite de propiedad en el agro.

Más importante aún, se aseguran de que el proyecto de ley no sea 

debatido en el Pleno, donde requeriría del voto por mayoría calificada 

para modificar una ley de desarrollo constitucional como es la Ley de 

Tierras, pero queda en el primer lugar de la agenda para la Comisión 

Permanente, donde los miembros son pocos, es fácil intercambiar 

favores y, lo peor, es con mayoría simple que se daría por aprobado.

Así que estamos ad portas de un verdadero escándalo. Pese a que la 

reforma de Velasco envió a la pobreza a la mitad de los peruanos, se 

repite el histórico error de impedir el pleno derecho a la propiedad en 

el agro. Lo peor de todo es que esta costosa equivocación se haría solo 

con el fin de favorecer a un grupo allegado que quiere mantener el 
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control de dos azucareras, pero sin pagar por ellas. En realidad, el solo 

hecho de fijar un límite, sea 10, 40 o 100 mil hectáreas, ya crea 

precariedad en los títulos de propiedad en el agro.

Incluso, como nuestros parlamentarios ya habrían aprendido 

cómo quitarle la virginidad a la propiedad rural, la seguirán 

manoseando cada vez que quieran solucionar el problema de un 

allegado. Después también vendrá la interpretación constitucional del 

tribunal que resolverá que todos, al margen de cuándo compraron, se 

deben de ajustar a los límites aprobados.

Al final, no tenemos duda alguna de que este escandaloso proyecto 

va a inhibir la inversión y destruir valor justamente en el sector más 

necesitado. Estamos frente a otro desastroso «faenón».

http://peru21.pe/impresa/noticia/faenon-agro/2010-07-

01/278854

http://peru21.pe/impresa/noticia/faenon-agro/2010-07-01/278854
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ANEXO 3

Lima, mayo 28 de 2009

C-068-2009-AQL

Señores

GRUPO GLORIA S.A.

Av. República de Panamá, 2461

Urb. Santa Catalina

La Victoria

Lima

PRESENTE.-

Atte. Dr. Fernando Devoto Achá

Asesor Legal Corporativo

Ref. Informe Legal Constitucional 

sobre el análisis y los alcances del 

Proyecto de Ley No. 3194/2009-CR de 

22 de abril de 2009 que pretende establecer 

«Límites de Extensión de la Propiedad 

Agraria en las Zonas Agrícolas de la 

Costa».------------------------

De nuestra consideración:

Con relación al asunto de la referencia, y conforme a vuestra amable 

solicitud formulada en vuestro amable e-mail del pasado 21 de mayo 

del año en curso, sírvanse encontrar adjunto a la presente el Informe 
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Legal –Constitucional sobre el análisis y el estudio de los alcances del 

Proyecto de Ley No. 3194/2009-CR, de 22 de abril del año en curso, 

presentado al Congreso de la República por el Sr. Congresista Alfredo 

Tomás Cenzano Sierralta, miembro de la Célula Parlamentaria A-

prista, en uso de las facultades de iniciativa legislativa que le confiere el 

Art. 22°, lit. c), del Reglamento del Congreso de la República, debi-

damente concordado con el Art. 107° de la Constitución Política del 

Estado, relativo a la posibilidad de establecer límites máximos per-

mitido al derecho de propiedad agrario en las zonas agrarias ubicadas 

en los valles de la costa, la extensión de 40 000 hectáreas de tierra a-

grícola, cualquiera sea el área de cultivo. Este límite de propiedad in-

cluiría a la propiedad directa o indirecta y a la propiedad de grupos 

económicos vinculados, siguiendo la definición de la Comisión Na-

cional Supervisora de Empresas y Valores (CONASEV), sancio-

nándose finalmente que toda transferencia de propiedad que se pu-

diera dar en contravención a lo así señalado, devendría en nula de ple-

no derecho. Asimismo, se facultaría a que en un plazo de 90 días de 

entrada en vigor tal normatividad, el Ministerio de Agricultura apro-

baría mediante Decreto Supremo la zonificación agraria de todos los 

departamentos y regiones del país, debiendo considerar las principales 

variables agroecológicas y socioeconómicas.

Dicho Proyecto de Ley, originado de dicho modo en el Congreso 

de la República, cuenta además con la adhesión de otros Congresistas 

del Partido Aprista Peruano, incluyendo la del actual Presidente de la 

Célula Parlamentaria Aprista.

I. ANTECEDENTES.-

I.1. La Constitución Política del Estado de 1979(D), establecía en el 

Art. 124° de su texto, que la propiedad obligaba a su titular a usarla en 

armonía con el interés social, siendo que el Estado debía promover el 

acceso a la propiedad en todas sus modalidades.
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I.2. En la segunda parte de la norma legal antes citada, se establecía la 

reserva de ley a los efectos de que por medio de esta se establecerían 

las formas, obligaciones, limitaciones y garantías del derecho de pro-

piedad. 

I.3. El Art. 125° de la Carta Constitucional de 1979(D), señalaba, a su 

vez, que la propiedad era inviolable, siendo que el Estado la garan-

tizaba. Nadie podía ser privado de la suya sino por causa de necesidad 

y utilidad públicas o de interés social, declarada conforme a ley, y 

previo pago de indemnización justipreciada.

I.4. En su segunda parte, se establecía una reserva de ley para los 

efectos del procedimiento de expropiación, su valorización, caduci-

dad y abandono.

I.5. En su tercera parte, esta noma legal señalaba que en caso de 

guerra, calamidad pública, reforma agraria, remodelación de centros 

poblados o para el aprovechamiento de fuentes de energía, el pago de 

la indemnización justipreciada se podía disponer en efectivo por 

armadas, o en bonos de aceptación obligatoria y libre disposición, 

redimibles forzosamente en dinero. Por ello mismo, allí se hacía una 

reserva de ley para los efectos del monto de emisión, plazos adecua-

dos de pago, intereses reajustables periódicamente, así como parte de 

la indemnización que debería pagarse necesariamente en dinero efec-

tivo y en forma previa.

I.6. El numeral 126° de la misma Carta Constitucional de 1979(D) se 

hacía una reserva de ley peruana en cuanto al tratamiento regulatorio 

de la propiedad en el Perú. Asimismo, se establecía que los peruanos y 

extranjeros tenían el mismo régimen jurídico frente a la propiedad sin 
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distinción alguna, con excepción de la adquisición de propiedad de los 

extranjeros en territorios ubicados dentro de los cincuenta kilómetros 

de las fronteras, ni concesiones mineras, ni de recursos naturales o de 

energía, so riesgo de perder a favor del Estado el derecho adquirido en 

contravención a ello, con excepción de los casos de necesidad na-

cional declarados así de modo previo por ley de la República, para la 

que se reservaba la excepción a la limitación acotada.

I.7. En el Art. 127° de la Constitución Política de 1979(D), se señalaba, 

finalmente y en adición a la previsión antes descrita, a los efectos del 

presente informe, la reserva de ley para regular, disponer, establecer o 

modificar las restricciones o prohibiciones especiales para la adquisi-

ción, posesión explotación y transferencia de determinados bienes 

(muebles o inmuebles) basado en la naturaleza condición o ubicación 

de los mismos.

I.8. El 05 de abril de 1992, como es de conocimiento público, se dio en 

el Perú un golpe de Estado dirigido desde la propia Presidencia de la 

República, conocido por ello como el «Autogolpe de Estado», subor-

dinándose de facto la Carta Política de 1979(D) a la Ley de Bases del 

Gobierno de Emergencia y Reconstrucción Nacional que se 

promulgó mediante Decreto Ley 25418. Con ello, se ingresó a un 

Gobierno claramente autoritario, por lo que se fue a un proceso de 

reconstitucionalización por medio de la instalación y funcionamiento 

—al poco tiempo del Autogolpe— del denominado Congreso Cons-

tituyente Democrático, que tuvo por objeto dual promulgar las leyes 

en el periodo autoritario y redactar la nueva Carta Política que iba a 

reemplazar la Carta de 1979, sometida en aquel momento.

I.9. Es así como el 29 de diciembre de 1993 se promulga la nueva 

Constitución Política de 1993, la misma que se publica el siguiente 30 



de diciembre, entrando en vigencia el siguiente 31 de diciembre de 

1993. Conforme a la hermenéutica constitucional básica, la Carta 

Política de 1993 reemplaza y sustituye íntegramente a la Carta Consti-

tucional de 1979(D), siendo que además así lo proclamaba en su 

Decimosexta Disposición Final y Transitoria.

I.10. Esta Carta Constitucional de 1993 había sido sancionada por el 

Congreso Constituyente Democrático y además aprobada en refe-

réndum ciudadano. Aún cuando varias fueron las objeciones públicas 

y políticas que a este proceso electoral de referéndum se hizo en aquel 

entonces, y en los años posteriores, incluyendo en ello el ulterior retiro 

de la firma del ex presidente Fujimori dispuesta por la Ley 27600 de 15 

de diciembre de 2000, tras su caída y destitución por incapacidad 

moral declarada por el Congreso de la República; en la reinstitucio-

nalización democrática que se instauró a partir del Gobierno de Tran-

sición del ex presidentes Valentín Paniagua y el posterior gobierno del 

ex presidente Alejandro Toledo fue aplicada, legitimada y respetada en 

toda su extensión, incluyendo en ello las propias expresiones de los 

diversos funcionarios del Estado y las declaraciones que al efecto hi-

zo en su día el propio Tribunal Constitucional.

I.11. Lo cierto del caso es que hoy la Constitución de 1993 tiene plena 

vigencia y efectividad desde el 31 de diciembre de 1993, hace casi 16 

años, y con ella se han sucedido tres gobiernos constitucionales pos-

teriores a la destitución del ex presidente Fujimori. Por lo tanto, su 

normatividad es plenamente constitucional y vigente, y así ha sido 

generalmente reconocido por todos los estamentos del Estado, de la 

actividad económica y de la sociedad civil en general.

I.12. En la Carta Constitucional de 1993, el Título III está destinado 

básicamente al Régimen Económico del Estado, lo que le ha merecido 
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un tratamiento sustancialmente diferente al que se consignaba en su 

precedente constitucional. Y, dentro de ello, a los efectos del presente 

Informe, cabe resaltar la parte en que constitucionalmente se regula el 

régimen de la propiedad.

I.13. Así, el numeral 70° de la Carta Constitucional de 1993 en vigen-

cia señala que el derecho de propiedad es inviolable, siendo garan-

tizado por el Estado. Debe ser ejercitado en armonía con el bien co-

mún y dentro de los límites de la ley.

I.14. A continuación se declara de modo enfático que a nadie puede 

privarse del derecho de propiedad sino, exclusivamente, por causa de 

seguridad nacional o de necesidad pública, declarada de modo previo 

por la ley del Congreso de la República, y previo pago en efectivo de la 

indemnización justipreciada que incluya una compensación por el 

eventual perjuicio que ello pudiere causar. El afectado siempre tendrá 

acción judicial para contestar el valor de la propiedad señalado por el 

Estado en el procedimiento expropiatorio. Ya no se considera la 

diferencia en los regímenes de la propiedad (agrícola, rural, rústico o 

urbano, o afín), ni se considera válido el que se disponga —en ningún 

caso— el pago en armadas o con bonos del Estado redimibles que 

sean de forzosa aceptación. Por lo tanto, el régimen de la expro-

piación, como excepción constitucional a la protección del derecho a 

la propiedad, se limita solo a las causas de seguridad nacional o nece-

sidad pública, eliminándose el concepto de «interés social», y el régi-

men de su pago justipreciado, incluyendo en ello una compensación 

por daños y perjuicios, solo podría ser considerado como válido si se 

dispone el pago en efectivo y al contado, de modo previo, al proceso 

de expropiación. En todos los casos, hay reserva expresa de ley para 

cada caso, de manera que se reserva solo para la Ley del Congreso de la 

República, en cada caso, la iniciativa y ejecución de las expropiaciones, 

en cada caso y de manera singular.
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I.15. El régimen de la propiedad de extranjeros o nacionales es repe-

tido al que se había previsto en la Carta Política de 1979(D).

I.16. En el numeral 72° de la Carta Política de 1993, en actual vigencia, 

al contrario de lo dispuesto en la Carta de 1979(D) precedente, se 

señala que solo por Ley del Congreso de la República —incluyendo en 

ello a los Decretos Legislativos previamente apoderados por Ley del 

Congreso, con materia y plazo designados, conforme al Art. 104° de la 

Constitución— se puede, solo por razones de seguridad nacional, 

establecer temporalmente restricciones y prohibiciones específicas 

para la adquisición, posesión, explotación y transferencia de deter-

minados bienes muebles e inmuebles. Como se puede apreciar, el 

cambio conceptual de una Carta Constitucional a la otra, pasa del 

concepto de «interés nacional» al de «seguridad nacional». A ello se 

agrega una segunda restricción procedimental: las prohibiciones y res-

tricciones «específicas» que así se impongan solo pueden ser tem-

porales y nunca definitivas (en la Carta de 1979(D) se hacía referencia 

a restricciones y prohibiciones «especiales»).

I.17. En esas condiciones, se presenta el pasado 22 de abril último el 

Proyecto de Ley No 3194/2009-CR, bajo la iniciativa de un congre-

sista de la República al que se le han adherido otros tantos, actual-

mente en proceso de estudio y dictamen en la Comisión Agraria del 

Congreso de la República, en que se pretende legislar las siguientes 

fórmulas:

«Art. 1°.- Establece límites máximos de extensión a la tierra agrí-

cola en las zonas agrícolas de la costa.»

Establézcase como límite máximo del derecho de propiedad agrario la 



extensión de cuarenta mil hectáreas de tierra agrícola en las zonas ubi-

cadas en los valles de la costa, cualquiera sea su área de cultivo.

Este límite a la propiedad agraria incluye a la propiedad directa o in-

directa y a la propiedad de grupos económicos y vinculados, tal como 

los define la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores.

Toda transferencia de propiedad que contravenga la presente ley es 

nula de pleno derecho.

Art. 2°.- Zonificación agraria.

El Ministerio de Agricultura, dentro de los noventa días de entrada 

en vigencia de la presente Ley, aprobará mediante Decreto Supre-

mo la zonificación agraria de todos los departamentos y regiones 

del país, considerando las principales variables agroecológicas y 

socioeconómicas».

I.18. La Exposición de Motivos que acompaña a este Proyecto de Ley, 

señala que el Art. 88° de la Carta Constitucional de 1993 permite que 

por Ley del Congreso se fijen límites y la extensión de la tierra del agro 

según las peculiaridades de la zona.

I.19. Asimismo, que la regla prevista en el Art. 70° hace referencia a la 

armonía del bien común y a la limitación de la ley con que el derecho 

de propiedad debe ser ejercitado. Considera la Exposición de Motivos 

que esta es una «cláusula de reserva». Por ello, concluye, para tales re-

servas existe una remisión a la Ley del Congreso de la República.

I.20. Reconoce que si bien la Carta Constitucional en vigencia ya no 

considera la expresión de la «función social de la propiedad», concluye 

que como tal derecho no es absoluto y debe ser ejercitado en armonía 

con el bien común, entonces es posible establecer limitaciones al mis-
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mo. Omite hacer referencia a la necesaria temporalidad exigida en el 

texto constitucional en vigencia en su numeral 72°, así como a la sola 

causal de seguridad nacional.

I.21. Señala que la propiedad agraria tiene estatuto constitucional es-

pecífico en la Carta de 1993, sobre todo en su Art. 88°, al que le re-

conoce un contenido esencial especial, por lo que —concluye— es 

viable constitucionalmente que el legislador imponga límites al ejer-

cicio del derecho de propiedad en la extensión de la tierra agrícola.

I.22. Cita como antecedentes de lo anterior en el Derecho nacional, la 

Ley 15037, de 21 de mayo de 1964, y la Ley 15242, que dio inicio al 

proceso histórico de la Reforma Agraria. Lo que no cita ni dice, es que 

ambas normas legales son manifiestamente preconstitucionales, y por 

su mérito no se puede imponer una adecuada interpretación constitu-

cional a normas de una Carta Constitucional promulgada casi 30 años 

después.

I.23. Reconoce que si bien la Carta de 1993 puso fin al proceso de 

Reforma Agraria, habilitó al legislador a establecer límites máximos 

para la extensión de la tierra con la finalidad de garantizar la difusión 

de la pequeña y mediana propiedad de la tierra (sic), evitando una 

excesiva concentración de la propiedad agraria que nos lleve a una 

situación de hecho, como la preexistente al proceso de reforma Agra-

ria de los años '60.

I.24. Finaliza señalando que el Perú es uno de los países con mayor 

diversidad genética en cuanto a las variedades agrícolas cultivadas, y 

que la costa peruana es considerada la región con mejores condiciones 

para la agricultura. Señala que existen condiciones agroecológicas que 

permiten los cultivos durante todo el año, situación que favorece la 

agricultura de exportación en el conjunto de los valles de la costa.
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I.25. Por ello, concluye, si bien el Estado debe promover preferente-

mente el sector agrario, también debe asegurar la existencia de la me-

diana propiedad agraria, evitando la concentración de la tierra agrícola 

y del retorno del latifundismo. En ello, y en la aplicación del Art. 88° 

de la Carta Constitucional en vigencia, encuentra el sustento final este 

Proyecto de Ley, con la declarada finalidad de propiciar que los agri-

cultores de los valles de la costa se dediquen a la exportación, benefi-

ciándose de TLC Perú-EE.UU. (sic).

II. OBJETO DEL PRESENTE INFORME LEGAL.-

El objeto del presente Informe Legal Constitucional es efectuar el 

análisis y estudio de los alcances del Proyecto de Ley No. 3194/2009-

CR de 22 de abril del año en curso (en adelante «El Proyecto de Ley»), 

presentado por el Sr. Congresista Alfredo Tomás Cenzano Sierralta, 

miembro de la Célula Parlamentaria Aprista, con la adhesión de otros 

integrantes de la Célula Parlamentaria Aprista, entre ellos su actual 

Presidente, relativo a la posibilidad de establecer límites máximos per-

mitido al derecho de propiedad agrario en las zonas agrarias ubicadas 

en los valles de la costa, la extensión de 40 000 hectáreas de tierra a-

grícola, cualquiera sea el área de cultivo. Este límite de propiedad 

alcanzaría a la propiedad directa o indirecta y a la propiedad de grupos 

económicos vinculados, siguiendo la definición de la (CONASEV), 

sancionándose finalmente que toda transferencia de propiedad que se 

pudiera dar en contravención a lo así señalado, devendría en nula de 

pleno derecho. Asimismo, se faculta a que en un plazo de noventa días 

de entrada en vigor tal normatividad, el Ministerio de Agricultura 

apruebe, mediante Decreto Supremo, la zonificación agraria de todos 

los departamentos y regiones del país, debiendo considerar las princi-

pales variables agroecológicas y socioeconómicas.
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III. ANÁLISIS.-

III.1. Como bien se ha señalado, la actual Carta Constitucional de 

1993 ha establecido un Régimen Económico sustancialmente dife-

rente al que traía su precedente. Es quizás uno de los aspectos en que 

más difiere una de la otra, y se considera que hoy es parte del núcleo 

duro de la actual Carta Constitucional, una de las principales razones 

por las cuales hasta ahora todo intento de reforma total de la actual 

Constitución ha fracasado. Se considera, además, la columna vertebral 

del actual desarrollo económico del país, que se mantiene de modo 

sostenido en los últimos años.

III.2. Siendo lo anterior así, resulta inconducente que la interpretación 

de la Carta Constitucional de 1993, en la parte concreta del régimen 

del derecho de propiedad, pretenda ser considerado, inducido, susten-

tado o incitado en la regulación del derecho a la propiedad tal como 

estaba previsto en la Carta Política de 1979(D). Por lo tanto, no es en 

su antecedente en que vamos a descubrir las claves de la interpretación 

de la actual Carta Constitucional en el régimen del derecho a la pro-

piedad.

III.3. Por el contrario, será en sus claves opuestas en que se podrán 

hallar las claves de la interpretación actualizada del derecho a la pro-

piedad en la actual perspectiva constitucional.

III.4. Para empezar, nos parece que el Proyecto de Ley, en su parte 

normativa, tal como está redactado, adolece de la necesaria coherencia 

y sintaxis que le hagan fácilmente inteligible y mejor aplicado por el 

operador jurídico.



III.5. En segundo lugar, resulta evidente que sus categorías responden 

a la aplicación de principios y criterios vigentes para la anterior Consti-

tución de 1979(D) pero no en la actual, que es lo que importa ya que el 

Proyecto de Ley pretende desarrollar de manera válida una parte im-

portante de la Carta Política de 1993.

III.6. Una prueba de lo anterior es la cita y fundamento de las leyes de 

1964 y de la primera Ley de Reforma Agraria, ambas absolutamente 

preconstitucionales no solo a la Carta Constitucional de 1993, sino a la 

propia Carta Constitucional de 1979(D). En la adecuada interpre-

tación constitucional, es la Carta Constitucional el referente impera-

tivo de las leyes que bajo su imperio se expidan, y no a la inversa. En 

mucho menor medida, cuando tal normatividad inferior es, además, 

preconstitucional.

III.7. En consecuencia, débase considerar que el régimen del derecho 

de propiedad en el Perú, a la luz de la Carta Constitucional de 1993, se 

ha simplificado con relación a su antecedente: solo se permite la pér-

dida de la propiedad por causa excepcional de expropiación por causa 

de seguridad nacional o necesidad pública (suprimiéndose la cláusula 

abierta referido al «interés social», concepto que debe ser ahora 

considerado inconstitucional), y el proceso de expropiación se ha 

reservado, caso por caso, a la reserva de la Ley del Congreso de la 

República previa y expresa, y eliminándose la posibilidad de que su 

pago se verifique en armadas, plazos o con bonos del Estado de for-

zosa aceptación pública. Dicho de otro modo, hoy, frente a la expro-

piación, la Constitución solo admite una sola forma de pago: de modo 

previo, al contado, en un monto justipreciado que considere, además 

del valor comercial y razonable del bien, una indemnización por los 

perjuicios que se le haya ocasionado. Sobre ello, el expropiado man-

tiene derecho de acción para contradecir judicialmente dichos mon-

tos.
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III.8. Pero lo que resulta más claro aún es el cambio en la regulación 

constitucional a la posible limitación en la adquisición, tenencia, ex-

plotación, posesión o transferencia de la propiedad, en donde solo se 

permite constitucionalmente que se establezcan restricciones y prohi-

biciones exclusivamente temporales —y no definitivas— siempre por 

ley expresa del Congreso de la República. Tampoco dice la Carta 

Constitucional de 1993 que la contravención a ello sea necesariamente 

la nulidad de pleno derecho, como se permite señalar el Proyecto de 

Ley.

III.9. Esos son los parámetros constitucionales en actual vigencia. 

Cabe entonces preguntarse a la luz de una adecuada y legítima inter-
3pretación constitucional  de la Carta de 1993 en actual vigencia, un 

Proyecto de Ley como el que es objeto del presente Informe Legal 

Constitucional, resulta o no compatible con el texto constitucional 

que le resulta así imperativo e insuperable, so riesgo de caer en la 

flagrante inconstitucionalidad.

III.10. La respuesta es claramente negativa: el Proyecto de Ley bajo 

comento resulta claramente inconstitucional, porque termina regu-

lando parámetros constitucionales que hoy son inexistentes, le hace 

decir a la Carta Constitucional lo que expresamente esta no dice, y 

porque pretende incorporar una limitación a la adquisición de la 

propiedad para el servicio agrícola solo en la zona de la costa, siendo 

que la Constitución no permite ni avala tal restricción. Finalmente, lo 

que en la Constitución se permite, en todo caso, es la restricción y 

prohibición temporal, solo cuando medie causa de seguridad nacio-

nal. El Proyecto de Ley bajo comento no contiene tal temporalidad, ni 

se halla inserto en justificación alguna por causa de seguridad nacio-

nal.
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4III.11. En efecto, conforme señala MEJORADA,  «De la revisión de 

las Actas de Debate de la Comisión de Constitución del Congreso 

Constituyente Democrático, se aprecia claramente que esta norma 

generó polémica entre los legisladores, pero finalmente se aprobó en 

el Pleno (…). No debemos perder de vista que el ánimo general era 

proteger especialmente a la propiedad privada, como una garantía 

para los inversionistas y como pieza clave del Régimen Económico 

que se establecería en la Constitución, marcando así grandes distan-

cias con la Carta Magna de 1979. Tenemos expresiones como las del 

Constituyente Carrión Ruiz, que al referirse a esta norma señalaba: 

“Estamos propiciando, señor presidente, dar confianza para la inver-

sión, y no podemos dejar la puerta abierta que pueda ser invocada tal 

vez arbitrariamente para expropiar o para limitar la propiedad”. Por su 

parte, el Constituyente Chirinos Soto indicaba en respuesta: “… resul-

ta, pues, que hay bienes respecto de los cuales el Estado tiene que 

prohibir su adquisición (…) por ejemplo, este material que se emplea 

para los coches bombas, por ejemplo tanques, por ejemplo ametra-

lladoras (…) la garantía aquí (…) es que el concepto es solo de segu-

ridad nacional y que la restricción solo puede nacer de la ley. Es un 

artículo al revés de la expropiación. En la expropiación, el Estado 

gana propiedad; aquí, el Estado prohíbe la adquisición o transfe-

rencia”. Finalmente acotó el Presidente Torres y Torres Lara: “La 

Constitución actual (se refiere a la 1979) dice que la ley puede, por 

razón de interés nacional, establecer restricciones. En consecuencia, 

cualquier cosa podría ser declara de interés nacional (…). Entonces en 

la propuesta se trata de limitar ese interés solamente a un campo, que 

es el de la seguridad nacional, y, por lo tanto, el artículo tiene el sentido 

positivo de decir que exclusivamente por razones de seguridad nacio-

nal pueden hacerse esas limitaciones (…)”».
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5III.12. Como ratifica MEJORADA,  la norma bajo comento difiere 

deliberadamente de su antecedente en la Constitución de 1979(D). 

Ahora se presenta una causa habilitante más limitada para las restric-

ciones y prohibiciones referidas a la explotación, adquisición, pose-

sión y transferencia de determinados bienes: se trata solo de la causa 

de la seguridad nacional. No existe, continua señalando, una defini-

ción constitucional exacta de lo que debe considerarse como segu-

ridad nacional, pero sin duda alguna constituye una causa habilitante 

que deja mucho menos espacio a la interpretación constitucional ex-

tensiva en lo atinente a la restricción de la propiedad, como sería el 

caso de la necesidad pública, el interés social o el bien común, interés 

nacional y utilidad pública.

6III.13. De otro lado, finaliza MEJORADA,  esta norma se refiere a 

que la Ley que establece restricciones debe desarrollarlas de modo 

específico e indicando ciertos bienes comprendidos, es decir, no se 

trata de normas que señalan limitaciones para una generalidad de 

propietarios, sino que se aplican de modo particular a bienes deter-

minados, por restricciones especiales y de modo y alcance necesaria-

mente temporal, teniendo como marco teórico de referencia el que 

estén referidas a la causalidad de la seguridad nacional.

III.14. Estas precisiones, reitera con nosotros, están en necesaria 

concordancia con el modelo de propiedad señalado en la Consti-

tución de 1993. La propiedad privada deviene así en muy importante 

para todo el Régimen Económico de la Carta Constitucional, por ello 

es que cualquier régimen de limitaciones o restricciones debe estar 

rodeadas de las necesarias garantías y deben ser enmarcadas en su 

carácter básicamente excepcional —esto es, deben merecer solo una 

interpretación restrictiva y no extensiva.
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7III.15. BERNALES  reconoce que en el Derecho Constitucional 

existen las denominadas emergencias constitucionales, que constitu-

yen situaciones jurídicamente declaradas en las cuales, por autori-

zación de la propia Constitución, se puede hacer una excepción tem-

poral al ejercicio de los derechos constitucionales o de las garantías 

que protegen estos derechos y, por lo tanto, en esos supuestos, las 

personas no pueden ejercer o defender tales derechos. Una de esas 

emergencias temporales está dada por la seguridad nacional vinculada 

a los derechos económicos. Un aspecto fundamental de las emer-

gencias constitucionales, termina acotando, señalado en el Art. 72° de 

la Constitución de 1993, es el de su temporalidad: la emergencia 

constitucional no debe ser permanente ni tender a serlo, pues de lo 

contrario se convertiría en un régimen constitucional alternativo don-

de los derechos de los ciudadanos están en suspenso permanente. 

Una desnaturalización de este tipo es grave porque tiene notas de ti-

ranía (sic). La propia ley que exige el Art. 72° de la Constitución de 

1993, debe indicar los plazos a los que somete al país a esta excepción.

III.16. Por lo demás, el Proyecto de Ley bajo comento, como ya se ha 

dicho, no solo no establece una causalidad en la seguridad nacional ni 

tiene carácter temporal, sino que no llega a explicar ni a justificar el por 

qué su ámbito normativo, además de las flagrantes inconstitucio-

nalidades, establece una diferenciación en la propiedad agraria de la 

zona de costa, de la propiedad agraria en la zona de sierra o en la zona 

amazónica. Con ello, se colisiona a su vez con el principio de igualdad 

jurídica ante la ley que es un derecho fundamental previsto en el Art. 

2°, Inc. 2do., de la Carta Fundamental de 1993, ya que los propietarios 

de terrenos agrícolas de la sierra y de la selva no soportarían la restric-

ción —permanente, por lo demás en el texto del Proyecto de Ley.

III.17. Tampoco explica el Proyecto de Ley bajo comento el significa-
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do técnico de las expresiones «agroecológicas» y «socioeconómicas», 

que no parecen ser compatibles con la previsión constitucional antes 

reseñada, y más parecen ser producto de una artificialidad conceptual.

III.18. La referencia en el Proyecto de Ley a la definición de la 

CONASEV, traslada a esta entidad administrativa, de modo indebido, 

el alcance conceptual de la norma legal que se pretende hacer aprobar, 

de manera que su textura conceptual quedaría «abierta» en lo que la 

propia CONASEV establezca como definición de lo que se considera 

«grupo económico o vinculados», de manera que si este ente adminis-

trativo amplia o cambia su definición administrativa de este concepto 

legal, por ese mérito la norma legal alteraría su sentido, contenido y 

alcances; constituyendo tal delegación conceptual de la ley a una 

entidad administrativa absolutamente ajena a la adecuada técnica le-

gislativa bajo la previsión de la Constitución de 1993 en vigencia. Es 

decir, tal previsión conceptual en vía de derivación es manifiestamente 

inconstitucional y ajena a la naturaleza normativa de una regla jurídica 

con rango de Ley de la República.

III.19. La Constitución se debe interpretar en forma sistemática, bajo 

los parámetros del método interpretativo constitucional llamado «in-

terpretación conforme a la Constitución», que no solo ha sido desa-
8rrollado por la doctrina , sino que ha sido recogida por la jurispru-

dencia del Tribunal Constitucional, y como principio de interpre-

tación está expresamente recogido en la inoperatividad del Art. VI del 

Título Preliminar del Código Procesal Constitucional. Ello significa 

que las previsiones constitucionales deben ser interpretadas como 

parte de un sistema constitucional coherente, y no aislado, de manera 

que el intérprete constitucional no haga contradecir una parte de la 

Constitución con la otra. El Proyecto de Ley pretende hacer eso entre 

los Arts. 72° y 88°, desconociendo la imperatividad de la interpre-



— 192 —

tación del Art. 72°, y tratando de imponer de modo singular, casi 

abrogatorio, el Art. 88° de la Carta Constitucional de 1993.

III.20. En efecto, el régimen especial de la propiedad agraria en par-

ticular debe ser ajustado en su interpretación al régimen general e im-

perativo de la propiedad previsto en los Arts. 70° y 72° de la Carta 

Constitucional. De manera que no es una autorización a la limitación 

en la adquisición de la propiedad agraria lo que allí se puede restringir, 

porque tal supuesto no surge de la adecuada interpretación del Art. 

88° de la Constitución de 1993, sino un régimen que, siendo compa-

tible con las previsiones de los Arts. 70°, 71° y 72°, pretenda hacer del 

desarrollo agrario de todo el país, y no solo de una zona agrícola, la de 

la costa, quizás la más moderna dedicada a la agroindustria y a la agro-

exportación; de manera que se logre un desarrollo sostenido y eco-

nómicamente competitivo, coherente con el régimen económico 

constitucionalmente previsto. Pero en modo alguno, el Art. 88° de la 

Carta Constitucional de 1993 puede ser válidamente interpretado 

como una válvula conceptual que vincula al régimen de la propiedad 

agrícola previsto en la Carta Constitucional de 1979(D) o, peor aún, en 

la ideología que contenían las normas legales preconstitucionales, 

inclusive, a la Carta Constitucional de 1979(D).

III.21. Por todo lo expuesto, es evidente que el Proyecto de Ley bajo 

comento es profundamente inconstitucional y se halla por completo 

fuera de los parámetros constitucionales y de interpretación constitu-

cional de la Carta Política de 1993. Por ello, consideramos con todo 

fundamento que así deberá ser dictaminado en su oportunidad, y 

derivado de inmediato al archivo del Congreso de la República.
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IV. CONCLUSIONES.-

IV.1. La actual Carta Constitucional de 1993 ha establecido un Ré-

gimen Económico sustancialmente diferente al que traía su prece-

dente. Ese es quizás uno de los aspectos en que más difiere una de la 

otra, y se considera que hoy es parte del núcleo duro de la actual Carta 

Constitucional.

IV.2. Resulta inconducente que la interpretación de la Carta Constitu-

cional de 1993, en la parte concreta del régimen del derecho de pro-

piedad, pretenda ser considerado, inducido, sustentado o incitado en 

la regulación del derecho a la propiedad, tal como estaba previsto en la 

Carta Política de 1979(D).

IV.3. No es en su antecedente de la Carta de 1993 en que se va a 

descubrir las claves de la interpretación de la actual Carta Constitu-

cional en el régimen del derecho a la propiedad.

IV.4. Será en sus claves opuestas en que se podrán hallar las claves de la 

interpretación actualizada del derecho a la propiedad en la actual pers-

pectiva constitucional.

IV.5. El Proyecto de Ley, en su parte normativa, adolece de la nece-

saria coherencia y sintaxis que le hagan fácilmente inteligible y mejor 

aplicado por el operador jurídico.

IV.6. Resulta evidente que sus categorías responden a la aplicación de 

principios y criterios vigentes para la anterior Constitución de 

1979(D) pero no en la actual, que es lo que importa ya que el Proyecto 

de Ley pretende desarrollar de manera válida una parte importante de 

la Carta Política de 1993.
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IV.7. La cita y fundamento de las leyes de 1964 y de la primera Ley de 

Reforma Agraria, ambas absolutamente preconstitucionales, no solo 

a la Carta Constitucional de 1993 sino a la propia Carta Constitucional 

de 1979(D), hacen el Proyecto de Ley un proyecto insostenible.

IV.8. En la adecuada interpretación constitucional, es la Carta Cons-

titucional el referente imperativo de las leyes que bajo su imperio se 

expidan, y no a la inversa. En mucho menor medida cuando tal nor-

matividad inferior es, además, preconstitucional.

IV.9. Débase considerar que el régimen del derecho de propiedad en el 

Perú, a la luz de la Carta Constitucional de 1993, se ha simplificado 

con relación a su antecedente: solo se permite la pérdida de la pro-

piedad por causa excepcional de expropiación por causa de seguridad 

nacional o necesidad pública (se ha suprimido la cláusula abierta re-

ferida al «interés social», concepto que debe ser ahora considerado 

inconstitucional), y el proceso de expropiación se ha reservado, caso 

por caso, a la reserva de la Ley del Congreso de la República previa y 

expresa, y eliminándose la posibilidad de que su pago se verifique en 

armadas, plazos o con bonos del Estado de forzosa aceptación 

pública. 

IV.10. Hoy, frente a la expropiación, la Constitución solo admite una 

sola forma de pago: de modo previo, al contado, en un monto justi-

preciado que considere, además del valor comercial y razonable del 

bien, una indemnización por los perjuicios que se le haya ocasionado. 

Sobre ello, el expropiado mantiene derecho de acción para contra-

decir judicialmente dichos montos.

IV.11. Es claro el cambio en la regulación constitucional a la posible li-
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mitación en la adquisición, tenencia, explotación, posesión o transfe-

rencia de la propiedad, en donde solo se permite constitucionalmente 

que se establezcan restricciones y prohibiciones exclusivamente tem-

porales —y no definitivas—, siempre por ley expresa del Congreso de 

la República.

IV.12. Tampoco dice la Carta Constitucional de 1993 que la contra-

vención a ello sea necesariamente la nulidad de pleno derecho, como 

se permite señalar el Proyecto de Ley.

IV.13. A la luz de una adecuada y legítima interpretación constitu-

cional de la Carta de 1993, cabe preguntarse si un Proyecto de Ley 

como el sub-materia, resulta o no compatible con el texto constitu-

cional que le resulta así imperativo e insuperable, so riesgo de caer en 

la flagrante inconstitucionalidad.

IV.14. El Proyecto de Ley bajo comento resulta claramente incons-

titucional, porque termina basándose en parámetros constitucionales 

que hoy son inexistentes, le hace decir a la Carta Constitucional lo que 

expresamente esta no dice, y porque pretende incorporar una limi-

tación a la adquisición de la propiedad para el servicio agrícola solo en 

la zona de la costa, siendo que la Constitución no permite ni avala tal 

restricción.

IV.15. Lo que la Constitución permite, en todo caso, es la restricción y 

prohibición temporal solo cuando medie causa de seguridad nacional. 

El Proyecto de Ley bajo comento no contiene tal temporalidad, ni se 

halla inserto en justificación alguna por causa de seguridad nacional.

IV.16. La norma bajo comento difiere deliberadamente de su ante-

cedente en la Constitución de 1979(D). Ahora se presenta una causa 
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habilitante más limitada para las restricciones y prohibiciones refe-

ridas a la explotación, adquisición, posesión y transferencia de deter-

minados bienes: se trata solo de la causa de la seguridad nacional.

IV.17. No existe una definición constitucional exacta de lo que debe 

considerarse como seguridad nacional, pero sin duda alguna consti-

tuye una causa habilitante que deja mucho menos espacio a la inter-

pretación constitucional extensiva en lo atinente a la restricción de la 

propiedad, como sería el caso de la necesidad pública, el interés social 

o el bien común, interés nacional y utilidad pública.

IV-18 El Art. 72° de la Constitución de 1993 se refiere a que la Ley que 

establece restricciones debe desarrollarlas de modo específico e indi-

cando ciertos bienes comprendidos. Es decir, no se trata de normas 

que señalan limitaciones para una generalidad de propietarios, sino 

que se aplican de modo particular a bienes determinados, por restric-

ciones especiales y de modo y alcance necesariamente temporal, te-

niendo como marco teórico de referencia el que estén referidas a la 

causalidad de la seguridad nacional.

IV.19. Estas precisiones están en necesaria concordancia con el mo-

delo de propiedad señalado en la Constitución de 1993.

IV.20. La propiedad privada deviene así en muy importante para todo 

el Régimen Económico de la Carta Constitucional; por ello es que, en 

cualquier régimen de limitaciones o restricciones, estas deben estar 

rodeadas de las necesarias garantías y deben ser enmarcadas en su ca-

rácter básicamente excepcional —esto es, deben merecer solo una 

interpretación restrictiva y no extensiva.

IV.21. Se reconocen en el Derecho Constitucional la existencia de las 
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denominadas emergencias constitucionales, que son situaciones 

jurídicamente declaradas en las cuales, por autorización de la propia 

Constitución, se puede hacer una excepción temporal al ejercicio de 

los derechos constitucionales o de las garantías que protegen estos 

derechos y, por lo tanto, en esos supuestos, las personas no pueden 

ejercer o defender tales derechos.

IV.22. Una de esas emergencias temporales está dada por la seguridad 

nacional vinculada a los derechos económicos. Un aspecto funda-

mental de las emergencias constitucionales, termina acotando, seña-

lado en el Art. 72° de la Constitución de 1993, es el de su tempo-

ralidad: la emergencia constitucional no debe ser permanente ni ten-

der a serlo, pues de lo contrario se convertiría en un régimen constitu-

cional alternativo donde los derechos de los ciudadanos están en sus-

penso permanente.

IV.23. Una desnaturalización de este tipo es grave porque tiene notas 

de tiranía (sic). La propia ley que exige el Art. 72° de la Constitución de 

1993 debe indicar los plazos a los que somete al país a esta excepción.

IV.24. El Proyecto de Ley bajo comento no solo no establece una 

causalidad en la seguridad nacional ni tiene carácter temporal, sino 

que no llega a explicar ni a justificar el porqué su ámbito normativo, 

además de las flagrantes inconstitucionalidades, establece una dife-

renciación en la propiedad agraria de la zona de costa, de la propiedad 

agraria en la zona de sierra o en la zona amazónica.

IV.25. Se colisiona con el principio de igualdad jurídica ante la ley, que 

es un derecho fundamental en la Carta Fundamental de 1993, ya que 

los propietarios de terrenos agrícolas de la sierra y de la selva no 

soportarían la restricción —permanente en el texto del Proyecto de 

Ley.
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IV.26. Tampoco explica el adecuado significado técnico de las expre-

siones «agroecológicas» y «socioeconómicas», que no parecen ser 

compatibles con la previsión constitucional antes reseñada, y más 

parecen ser producto de una artificialidad conceptual.

IV.27. Es inconstitucional la referencia a la definición de la 

CONASEV, que traslada a esta entidad administrativa, de modo 

indebido, el alcance conceptual de la norma legal que se pretende 

hacer aprobar, de manera que su textura conceptual quedaría «abierta» 

en lo que la propia CONASEV establezca como definición de lo que 

se considera «grupo económico o vinculados», ya que si el ente amplia 

o cambia su definición administrativa de este concepto legal, la norma 

legal alteraría su sentido, contenido y alcances.

IV.28. La Constitución se debe interpretar en forma sistemática, bajo 

los parámetros del método interpretativo constitucional llamado 

«interpretación conforme a la Constitución», conforme a la doctrina y 

a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

IV.29. Como principio de interpretación, está expresamente recogido 

en la imperatividad del Art. VI del Título Preliminar del Código Pro-

cesal Constitucional. Las previsiones constitucionales deben ser inter-

pretadas como parte de un sistema constitucional coherente y no 

aislado, de manera que el intérprete constitucional no haga contra-

decir una parte de la Constitución con la otra.

IV.30. El Proyecto de Ley pretende hacer eso entre los Arts. 72° y 88°, 

desconociendo la imperatividad de la interpretación del Art. 72° y 

tratando de imponer de modo singular, casi abrogatorio, del Art. 88° 

de la Carta Constitucional de 1993.
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IV.31. El régimen especial de la propiedad agraria, en particular, debe 

ser ajustado en su interpretación al régimen general e imperativo de la 

propiedad previsto en los Arts. 70° y 72° de la Carta Constitucional.

IV.32. No constituye una autorización a la limitación en la adquisición 

de la propiedad agraria lo que allí se puede restringir, porque tal su-

puesto no surge de la adecuada interpretación del Art. 88° de la 

Constitución de 1993, sino un régimen que siendo compatible con las 

previsiones de los Arts. 70°, 71° y 72°, logre el desarrollo agrario de 

todo el país, y no solo de una zona agrícola, la de la costa, quizás la más 

moderna dedicada a la agroindustria y a la agroexportación.

IV.33. En ningún caso, el Art. 88° de la Carta Constitucional de 1993 

puede ser válidamente interpretado como una válvula conceptual que 

vincula al régimen de la propiedad agrícola previsto en la Carta Cons-

titucional de 1979(D) o, peor aún, en la ideología que contenían las 

normas legales preconstitucionales, inclusive a la Carta Constitucio-

nal de 1979(D).

IV.34. Resulta evidente que el Proyecto de Ley bajo comento es pro-

fundamente inconstitucional in toto; se halla por completo fuera de 

los parámetros constitucionales y de interpretación constitucional vá-

lida, frente a la Carta Política de 1993.

IV.35. Consideramos con todo fundamento que así deberá ser dicta-

minado en su oportunidad y derivado de inmediato al archivo del 

Congreso de la República.

*********************
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Dejamos así absuelto el Informe Legal Constitucional que han tenido 

a bien solicitarnos, quedando a vuestra disposición para cualquier 

ampliación y/o aclaración que pudiesen requerir, aprovechando la 

ocasión para reiterarles nuestro agradecimiento por la confianza dis-

pensada en nuestra labor profesional y académica, así como las seguri-

dades de nuestra mayor consideración y estima personal.

Muy atentamente,

Aníbal Quiroga León

AQL-/mvv



Anexo 5
Informe de Apoyo Consultoría sobre los límites a la 

propiedad de la tierra































































































Anexo 6
Humor gráfico
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Jorge del Castillo en el suplemento «Día_1» de El Comercio, 
19/07/2010
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Café amargo de García en El Comercio, 06/01/2011



— 246 —

Jorge del Castillo en el suplemento «El Otorongo» de Perú.21, 

14/01/2011
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Comisión de Agricultura en el suplemento «Día_1» de El Comercio, 

14/03/2011
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